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Tema 22. Ejes de la gestión cultural. Sectores en la inter-
vención cultural.

Tema 23. Pistas y claves de elaboración de proyectos
culturales.

Tema 24. La concertación cultural con otras instituciones
y entidades públicas o privadas. Convenios de colaboración
cultural del Ayuntamiento de Lucena.

Tema 25. Ayudas y subvenciones del Ayuntamiento de
Lucena en material cultural.

Tema 26. La relación cultural con otras Delegaciones
municipales (Educación, Deportes, Fiestas, Juventud, Mujer,
Participación Ciudadana, Publicaciones, Servicios Sociales,
etc.).

Tema 27. Recursos culturales de Andalucía.
Tema 28. Recursos culturales de la provincia de Córdoba

y de la Mancomunidad de la Subbética.
Tema 29. Patrimonio monumental de Lucena.
Tema 30. Fiestas y tradiciones de Lucena.
Tema 31. Luis Barahona de Soto. Su obra.
Tema 32. Grandes eventos culturales de Lucena.

Lucena, 27 de mayo de 2002.- El Alcalde, José Luis
Bergillos López.

CP MARIA AUXILIADORA

ANUNCIO de extravío de Título de Graduado Esco-
lar. (PP. 1928/2002).

CP Maria Auxiliadora.
Se hace público el extravío del Título de Graduado Escolar,

de don Enrique J. Freire Pazo, expedido el 16 de marzo de
1977.

Cualquier comunicación sobre dicho documento deberá
efectuarse ante la Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia de Cádiz en el plazo de 30 días.

Puerto Real, 21 de julio de 2002.- El Director, Fernando
García Gandon.

NOTARIA DE DON JOSE MARIA VARELA PASTOR

ANUNCIO de procedimiento extrajudicial de eje-
cución hipotecaria (Expte. 1/2002). (PP. 1965/2002).

Yo, José María Varela Pastor, Notario del Ilustre Colegio
de Sevilla, con residencia en Lora del Río (Sevilla) y despacho
en la calle Ocho de Septiembre, local 5.

Hago saber: Que ante mí se tramita procedimiento extra-
judicial de ejecución hipotecaria, número de expediente
1/2002, de las siguientes fincas:

A) Rústica, parcela de terreno de tierra al sitio de El Carras-
cal, término de Tocina, Barriada de Los Rosales, con una
superficie de una hectárea, treinta y cinco áreas y cuarenta
centiáreas, dentro de la cual se ha construido lo siguiente:
Nave industrial, en Tocina, Barriada de Los Rosales, al sitio

(Continúa en el fascículo 2 de 2)

de El Carrascal, con una superficie de tres mil metros cua-
drados, tomados cuarenta metros de fachada y setenta y cinco
metros de fondo, teniendo su frente al Sur a la carretera de
Sevilla a Lora del Río, y linda, por todos sus vientos, con
la finca sobre la que está construida. Linda el conjunto: Al
Norte, con finca segregada de ésta y otra de Azucarera de
Sevilla, S.A.; Sur, carretera de Sevilla a Lora del Río y finca
segregada de ésta; Este, finca de Azucarera de Sevilla, S.A.,
y finca segregada de ésta, y Oeste, finca de don Manuel Martín
Escalona.

Inscripción: En el Registro de la Propiedad de Lora del
Río, al tomo 535, Libro 52, folio 192, finca 3.932, inscrip-
ción 1.ª, habiendo quedado inscrita la hipoteca por la
inscripción 6.ª

B) Rústica, parcela de terreno al sitio de El Carrascal,
en término de Tocina, en la Barriada de Los Rosales, con
una superficie de setenta y cinco áreas, que linda: Norte, con
carretera de circunvalación que la separa de la acequia nue-
ve-H de la Comunidad de Regantes; Sur, resto de la finca
de donde se segregó; Este, finca de Azucarera de Sevilla, y
Oeste, con finca de don Manuel Martín Escalona.

Inscripción: En el Registro de la Propiedad de Lora del
Río, al tomo 535, Libro 52, folio 194, finca 3.933, inscrip-
ción 1.ª, habiendo quedado inscrita la hipoteca por la
inscripción 4.ª

Y que procediendo las subastas de dichas fincas, ésta
se llevará a cabo bajo las siguientes condiciones:

Primera. Se señala la primera subasta para el día 7 de
agosto de 2002, a las diez horas; la segunda, en su caso,
para el día 4 de septiembre de 2002, a las diez horas; y
la tercera, en el suyo, para el día 3 de octubre de 2002,
a las diez horas; y, en caso de mejora de la postura de la
tercera subasta, se señala para la licitación entre los mejorantes
y mejores postores el día 10 de octubre de 2002, a las diez
horas.

Segunda. Todas las subastas se celebrarán en la Notaría,
en la dirección al principio expresada.

Tercera. El tipo para la primera subasta es de novecientos
sesenta y un mil seiscientos diecinueve euros y treinta y siete
céntimos (E 961.619,37); para la segunda, el 75% de dicha
cantidad; y la tercera se hará sin sujeción a tipo.

Cuarta. La documentación y las certificaciones registrales
pueden consultarse en la Notaría; se entenderá que todo lici-
tador acepta como bastante la titulación. Las cargas, gravá-
menes y asientos anteriores a la hipoteca que se ejecuta con-
tinuarán subsistentes.

Quinta. Los postores deberán consignar, previamente, en
la Notaría el 30% del tipo correspondiente, o el 20% del
de la segunda subasta para tomar parte en la tercera.

Sexta. Sólo la adjudicación a favor del ejecutante o el
remate a favor del mismo o de un acreedor posterior podrá
hacerse a calidad de ceder a un tercero.

Lora del Río, 1 de julio de 2002.- El Notario.
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Decreto 172/2002, de 4 de junio, por el que se

declara Bien de Interés Cultural, con la categoría

de Conjunto Histórico, el sector delimitado a tal

efecto de la población de Cazalla de la Sierra

(Sevilla). 13.322

5. Anuncios

5.2. Otros anuncios

AYUNTAMIENTO DE HUELVA

Anuncio de bases. 13.334
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CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

ORDEN de 17 de junio de 2002, por la que se aprue-
ban los pliegos de cláusulas administrativas particulares,
modelos-tipo, que han de regir la contratación de sumi-
nistro por procedimiento abierto mediante la forma de
concurso, contratación de suministro por procedimiento
negociado y contratación de suministros homologados
por el procedimiento negociado sin publicidad.

Como consecuencia de las nuevas necesidades plantea-

das por la entrada en vigor del Real Decreto Legislativo 2/2000,

de 16 de junio, que aprobaba el texto refundido de la Ley de

Contratos de las Administraciones Públicas, se hizo preciso la

adaptación de los Pliegos a la nueva configuración jurídica, por

la cantidad de preceptos y disposiciones afectados, suponiendo

todo ello una modificación considerable con respecto a la ante-

rior Ley 53/1999, de 28 de diciembre, que había introducido

a su vez importantes modificaciones a la Ley 13/1995, de 18

de mayo. Por este motivo y con el fin de servir objetivamente

a lo dispuesto en la legislación contractual, y al mismo tiempo,

unificar criterios y agilizar los trámites en el procedimiento de

adjudicación, se estimó conveniente confeccionar los Pliegos

de Cláusulas Administrativas Particulares que habían de regir

los contratos suscritos por esta Consejería de Turismo y Deporte.

En consecuencia, mediante Orden de 12 de julio de 2001, se

aprobaron los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares,

modelos-tipo, que regirían la contratación de suministros por

procedimiento abierto mediante la forma de concurso, con-

tratación de suministros por procedimiento negociado y con-

tratación de suministros de bienes homologados por el proce-

dimiento negociado sin publicidad.

El Real Decreto 1.098/2001, de 12 de octubre, por el que

se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos de

las Administraciones Públicas, aparte de ejercer una función

recopiladora de las anteriores disposiciones con las adapta-

ciones y correcciones que el nuevo marco normativo, a nivel

legal, impone, como resalta su propia Exposición de Motivos,

trae consigo significativas variaciones y mudanzas con respecto

a las distintas normas que tiene como precedentes y ello ha

de tener una plasmación lógica en los Pliegos de Cláusulas

Administrativas Particulares Modelos-Tipo en esta Consejería.

Para adaptarse, por tanto, al nuevo marco jurídico, con la

entrada en vigor de la norma antes citada para la contratación

pública, es necesario la publicación de nuevos Pliegos que rijan

la contratación.

El uso de estos pliegos no es obligatorio, debiendo los órga-

nos gestores elaborar sus propios pliegos cuando las peculia-

ridades de la contratación sean derivadas de su objeto y de las

normas relativas a su ejecución, y no encuentren adecuado

acomodo en las previsiones de estos modelos-tipo.

Por lo expuesto, previo informe del Letrado de la Junta de

Andalucía-Jefe de la Asesoría Jurídica en la Consejería de

Turismo y Deporte, y en virtud de las atribuciones conferidas

por el art. 49.3 del Real Decreto Legislativo 2/2000 por el que

se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las

Administraciones Públicas y 39 de la Ley 6/1983, de 21 de

julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad

Autónoma de Andalucía,

R E S U E L V O

Primero. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas

Particulares, modelo-tipo, para la contratación de suministros

por procedimiento abierto mediante la forma de concurso que

figura como Anexo I a la presente Orden.

Segundo. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas

Particulares, modelo-tipo, para la contratación de suministros

por procedimiento negociado que figura como Anexo II a la pre-

sente Orden.

Tercero. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas

Particulares, modelo-tipo, para la contratación de suministros

homologados por procedimiento negociado sin publicidad.

Disposición transitoria única. Los expedientes de contra-

tación cuyas respectivas convocatorias de licitación se hubie-

sen efectuado con anterioridad a la entrada en vigor del Real

Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, se regirán por la legis-

lación anterior e igualmente por los Pliegos de Cláusulas

Administrativas Particulares que se aprobaron con ocasión de

su iniciación, sin tener que ajustarse a lo dispuesto en esta

Orden.

Disposición derogatoria única. Queda derogada la Orden

de 12 de julio de 2001, por la que se aprueban los Pliegos de

Cláusulas Administrativas Particulares, modelos-tipo, que han

de regir la contratación de suministros por el procedimiento

abierto, mediante la forma de concurso, contratación de sumi-

nistros por procedimiento negociado y contratación de sumi-

nistros de Bienes homologados por procedimiento negociado

sin publicidad.

Disposición final. La presente Orden entrará en vigor el día

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta

de Andalucía.

Sevilla, 17 de junio de 2002

ANTONIO ORTEGA GARCIA

Consejero de Turismo y Deporte

ANEXO I

PLIEGO-TIPO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS

PARTICULARES PARA LA CONTRATACION DE SUMINISTRO

POR PROCEDIMIENTO ABIERTO, MEDIANTE LA FORMA

DE CONCURSO

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO.

1. Objeto del contrato.

2. Naturaleza y régimen jurídico del contrato.

3. Precio del contrato.

4. Existencia de crédito.

5. Plazo de ejecución.

6. Capacidad para contratar.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO.

7. Sistema de adjudicación. 

8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.

8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.

8.2. Forma de presentación de las proposiciones.

8.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación general.

8.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición económica y

técnica.

9. Procedimiento de adjudicación.

9.1. Recepción de documentación.

9.2. Certificación y calificación de documentos.

9.3. Apertura de proposiciones económicas y técnicas.

3. Otras disposiciones



9.4. Informes Técnicos.

9.5. Propuesta de adjudicación.

9.6. Justificación de las obligaciones tributarias y con la

Seguridad Social.

9.7. Adjudicación del contrato.

10. Procedimiento en los contratos para el tratamiento de

la información.

11. Garantía definitiva.

12. Formalización del contrato / cesión / subcontratación.

13. Modificación del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO.

14. Ejecución del contrato.

15. Cumplimiento del contrato y recepción.

16. Abono del contrato.

17. Plazo de garantía.

18. Causas de resolución del contrato.

19. Penalidades administrativas.

20. Prerrogativas de la Administración.

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Objeto del contrato.

1.1. El contrato a que se refiere el presente Pliego tiene por

objeto la compra, el arrendamiento sin opción de compra o la

adquisición de los productos o bienes muebles que se rela-

cionan en el Anexo núm. 2 «Especificaciones del suministro».

1.2. En los bienes objeto del suministro concurren las carac-

terísticas de los artículos 171 y 172 del TRLCAP.

En el Anexo núm. 2 se detallan las unidades e importes

máximos o indicativos por cada lote.

1.3. Los bienes que integran esta contratación podrán ser

ofertados por lotes o unidades independientes, debiendo espe-

cificarse claramente en este caso por los licitadores los lotes a

los que concurren.

1.4. La definición del objeto del contrato viene contem-

plada en el Anexo núm. 1 «Cuadro resumen de las caracterís-

ticas del contrato» con la codificación de la nomenclatura de

la Clasificación Nacional de Productos por Actividades 1996

(CNPA-1996) o, en su caso, la codificación correspondiente a

la nomenclatura Vocabulario Común de Contratos (CPV) de la

Comisión Europea.

1.5. Las especificaciones técnicas de los bienes quedan

descritas de forma expresa en el Pliego de Prescripciones

Técnicas Particulares.

1.6. El suministro incluye la distribución, montaje, insta-

lación y puesta en marcha, en caso de ser necesario, de los

bienes objeto de la contratación, de conformidad con el des-

tino que se especifica en el Pliego de Prescripciones Técnicas

Particulares.

2. Naturaleza y régimen jurídico del contrato.

2.1. El contrato de suministro a que se refiere el presente

Pliego tiene naturaleza administrativa y se regirá por lo dis-

puesto en aquél; en el Pliego de Prescripciones Técnicas

Particulares; en el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de

junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de

Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP); en el

Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se

aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las

Administraciones Públicas (RGLCAP). Supletoriamente se regirá

por las restantes normas de Derecho Administrativo y, en defecto

de éstas, serán de aplicación las normas de Derecho privado.

2.2. El presente Pliego, el de Prescripciones Técnicas

Particulares y demás documentos anexos revestirán carácter

contractual. En caso de discordancia entre el presente Pliego

y cualquiera del resto de los documentos contractuales, pre-

valecerá el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, en

el que se contienen los derechos y obligaciones de los licita-

dores y adjudicatario. El contrato se ajustará al contenido del

presente Pliego, cuyas cláusulas se considerarán parte inte-

grante de aquél.

2.3. El desconocimiento del contrato en cualquiera de sus

términos, de los documentos anexos que forman parte del

mismo o de las instrucciones, Pliegos o normas de toda índole

dictadas por la Administración que puedan ser de aplicación

en la ejecución de la prestación pactada, no eximirá al con-

tratista de la obligación de su cumplimiento.

3. Precio del contrato.

3.1. El precio del contrato será el que resulte de la adju-

dicación del mismo e incluirá el IVA y demás tributos que sean

de aplicación según las disposiciones vigentes, así como cual-

quier otro gasto contemplado en el presente Pliego y se abo-

nará con cargo a la aplicación presupuestaria y anualidades

que se señalan en el Anexo núm. 1.

El presupuesto de licitación del contrato podrá ser máximo

o indicativo según se indique en el Anexo núm. 1 «Cuadro resu-

men de las características del contrato».

Si el presupuesto establecido es máximo la oferta econó-

mica no podrá superar el presupuesto de licitación.

En todos los suministros el presupuesto de adjudicación

y el número de unidades adjudicadas, tienen carácter indica-

tivo, pudiendo la Administración reducirlos hasta un máximo

del 20 por ciento sin que el contratista adquiera el derecho a

indemnización de ningún tipo.

El número de unidades a adquirir podrá aumentarse con

respecto a las indicadas en el Anexo núm. 2, caso de obtenerse

un precio inferior al presupuestado como consecuencia de la

baja ofrecida por los licitadores hasta agotar dicho presupuesto.

En el contrato de arrendamiento, las cantidades que, en su

caso, debe satisfacer la Administración en concepto de canon

de mantenimiento se fijará separadamente de las constitutivas

del precio del arriendo.

3.2. En aquellos casos en que se prevea la contratación

por lotes diferenciados entre sí la concurrencia a los mismos,

la adjudicación y la contratación se podrán realizar por

separado.

3.3. A los efectos de los suministros en que el empresa-

rio se obligue a entregar una pluralidad de bienes, de forma

sucesiva, sin que la cuantía total se defina con exactitud al

tiempo de celebrarse el contrato, previstos en el art. 172 apar-

tado 1, letra a) del TRLCAP, el límite máximo del gasto que

puede suponer el contrato para la Administración se fija en la

cuantía citada en el Cuadro resumen del presente Pliego. 

3.4. El precio del presente contrato podrá ser objeto de

revisión de conformidad con los artículos 103 a 108 del TRLCAP

y en los artículos 104, 105 y 106 del RGLCAP, a cuyos efectos

se aplicará la fórmula o sistema recogido en el Anexo núm. 1,

donde igualmente se especificará si el precio es o no revisa-

ble. En el supuesto de que no lo fuese, constará en el expe-

diente la correspondiente resolución motivada, no modificán-

dose dicha circunstancia por la prórroga del plazo durante la

ejecución del contrato. En el Anexo núm. 1 podrá establecerse

que el pago del precio total de los bienes a suministrar, cuando

por razones técnicas o económicas debidamente justificadas

en el expediente lo aconsejen, podrá consistir parte en dinero

y parte en la entrega de otros bienes de la misma clase, sin

que en ningún caso, el importe de éstos pueda superar el 50%

del precio total. A estos efectos, se estará a lo dispuesto en el

artículo 187 del TRLCAP. En este supuesto el importe a abonar

será la diferencia entre el precio del contrato resultante de la

adjudicación y la valoración de los bienes entregados. En el

Anexo núm. 2 se incluirá la relación de los citados bienes.

4. Existencia de crédito.

Existe el crédito preciso para atender las obligaciones eco-

nómicas que se deriven para la Administración del contrato al

que se refiere el presente Pliego.
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La tramitación del gasto podrá hacerse anticipadamente

de acuerdo con las normas vigentes que le sean de aplicación.

En este supuesto, se hará constar tal circunstancia de forma

expresa en el Anexo núm. 1.

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al de

la iniciación de la ejecución, la adjudicación quedará sometida

a la condición suspensiva de la existencia de crédito adecuado

y suficiente para financiar las obligaciones derivadas del con-

trato en el ejercicio correspondiente, existiendo previsión de

crédito para tal fin en los Presupuestos de la Comunidad

Autónoma de Andalucía (art. 67.2.d del RGLCAP).

5. Plazo de ejecución.

El plazo total para la fabricación o entrega del suministro,

así como los plazos parciales para las sucesivas entregas que,

en su caso, pudieran establecerse, serán los fijados en el Anexo

núm. 1, y comenzará a contar a partir del día siguiente al de

la firma del documento de formalización del contrato, excepto

en los caso previstos en los artículos 71 y 72 del TRLCAP.

No obstante, y de acuerdo con la propuesta técnica del

adjudicatario, la Administración podrá aprobar el programa en

el que se incluirán los plazos totales y parciales obligatorios.

La entrega se efectuará en el lugar de destino especificado

en el Anexo núm. 2, en perfecto estado de funcionamiento en

la forma que establezca el Pliego de Prescripciones Técnicas,

siendo de cuenta del adjudicatario los gastos de transporte,

instalación y de entrega.

6. Capacidad para contratar.

6.1. Están facultadas para contratar con la Consejería de

Turismo y Deporte las personas naturales o jurídicas, españo-

las y extranjeras que tengan plena capacidad de obrar y acre-

diten su solvencia económica, financiera y técnica de confor-

midad con lo exigido en el Presente Pliego.

6.2. En ningún caso podrán contratar con la Administración

las personas en quienes concurra alguna de las circunstancias

que señala el art. 20 del TRLCAP.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

7. Sistema de adjudicación.

El presente contrato se adjudicará mediante concurso por

procedimiento abierto, con o sin admisión de variantes o alter-

nativas, según se especifique en el Anexo núm. 1, previstos y

regulados por los artículos 73 a 81 párrafo inicial de los artículos

85, 86 a 90, 93 y 178 del TRLCAP.

8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.

Cada licitador no podrá presentar más de una proposi-

ción, ni individualmente ni como miembro de más de una unión

temporal.

8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.

Las proposiciones, junto con la documentación precep-

tiva, se presentarán en el Registro General de la Consejería de

Turismo y Deporte, dentro del plazo señalado en el anuncio de

licitación publicado, salvo el plazo de prórroga previsto en el

art. 78.3 del RGLCAP.

Asimismo serán admisibles las ofertas que se remitan por

correo, dentro del plazo de admisión fijado. En tal caso, el ofer-

tante vendrá obligado a justificar la fecha de imposición del

envío y anunciar al órgano de contratación la remisión de la

oferta mediante télex o telegrama en el mismo día. Sin la con-

currencia de ambos requisitos no será admitida la proposición

si es recibida por el órgano de contratación con posterioridad

a la fecha de la terminación del plazo señalado en el anuncio.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes a la

indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta no será

admitida en ningún caso.

La presentación de las proposiciones presume la acepta-

ción incondicional por parte del licitador de todas las cláusu-

las de este Pliego, sin salvedad alguna.

8.2. Forma de presentación de las proposiciones.

Los licitadores deberán presentar dos sobres, firmados por

los mismos y cerrados, de forma que se garantice el secreto

de su contenido, señalados con los números 1 y 2. 

Las ofertas se formularán en lengua castellana. La docu-

mentación redactada en otra lengua cooficial de otra Comunidad

Autónoma deberá acompañarse de la correspondiente traduc-

ción oficial. En el caso de que se presente en idioma extran-

jero ésta deberá acompañarse de traducción realizada por intér-

prete jurado nombrado por el Ministerio de Asuntos Exteriores.

Los bienes que integran esta contratación podrán ser ofer-

tados en su totalidad o, cuando así esté previsto en el Pliego,

por lotes, debiendo especificarse claramente, en este caso, por

los licitadores en el contenido del sobre núm. 2 «Propuesta

económica y técnica», los lotes a los que concurren, efec-

tuándose la adjudicación en atención a los lotes ofertados. En

todo caso, cuando la contratación esté prevista por lotes, las

ofertas contendrán el precio ofertado por cada lote.

En el interior de cada sobre se hará constar en hoja inde-

pendiente su contenido, siguiendo la numeración que se espe-

cifica en las cláusulas 8.2.1 y 8.2.2 (art. 80.1 RGLCAP).

En cada uno de los sobres figurará externamente el nom-

bre del licitador, domicilio social, teléfono y fax a efectos de

comunicaciones, así como el título del suministro, e incluirá la

documentación que a continuación se indica.

8.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación general.

Los documentos que se relacionan a continuación podrán

aportarse en original o mediante copias que tengan carácter

de auténticas conforme a la legislación vigente, a excepción de

aquellos documentos que acrediten la constitución de la garan-

tía provisional, que deberán ser, en todo caso, originales y se

aportarán ordenados tal como se indica a continuación.

En las uniones temporales, la documentación general

deberá ser aportada por todos y cada uno de sus miembros.

La certificación de la inscripción en el Registro de

Licitadores de la Comunidad Autónoma de Andalucía exime a

los licitadores en él incluidos de la presentación de la docu-

mentación relativa a los extremos registrados en el mismo,

siempre que vaya acompañada de declaración responsable de

no alteración de los datos registrados. 

a) Documento justificativo de haber constituido garantía

provisional a favor del órgano de contratación, equivalente al

2% del Presupuesto de licitación, si es que dicho órgano la

exige con carácter necesario, conforme al art. 35.1 del TRLCAP

debiendo figurar su cuantía en el Cuadro resumen.

Si es exigible dicha garantía provisional podrá ésta cons-

tituirse en cualquiera de las formas previstas en el art. 35 del

TRLCAP y en su desarrollo en los artículos 55, 56, 57 y 58 del

RGLCAP.

En caso de constitución en metálico o en valores públicos

o privados, con sujeción, en su caso, a las condiciones regla-

mentariamente establecidas, el metálico, los valores o los cer-

tificados correspondientes se depositarán en las Cajas

Provinciales de Depósitos establecidas en las Delegaciones

Provinciales de la Consejería de Economía y Hacienda.

Si se constituye la garantía mediante aval prestado, en la

forma y condiciones reglamentarias, por algunas de las enti-

dades para operar en España, deberá aportarse el documento

original. Si se constituyera la garantía mediante seguro de cau-

ción celebrado con entidad aseguradora autorizada para ope-

rar en el ramo de caución, deberá entregarse el original del cer-

tificado del contrato. En ambos casos, deberá constar en los

citados documentos el visado que acredite el previo bastanteo

del poder efectuado por el Gabinete Jurídico de la Junta de

Andalucía, que se obtendrá en las Delegaciones Provinciales

de la Consejería de Economía y Hacienda.
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En caso de uniones temporales de empresarios, la garan-

tía provisional podrá constituirse por una o por varias de las

empresas participantes en la unión, siempre que en conjunto

se alcance la cuantía requerida en el art. 35.1 del TRLCAP y

garantice solidariamente a todos los integrantes de la misma

(art. 61.1 del RGLCAP).

El órgano de contratación podrá exigir la prestación de la

garantía provisional en los contratos de cuantía inferior a la

señalada en el art. 177.2 del TRLCAP, de conformidad con lo

dispuesto en el art. 35.1 de la misma Ley. En el Anexo núm.

1, se indicará, en su caso, expresamente dicha exigencia.

Están exentos de la constitución de la misma, en el caso

que fuera exigible, aquellos licitadores que tuviesen constituida

la garantía global prevista en el art. 36.2 del TRLCAP. En este

último caso, deberán aportar certificación expedida por la Caja

de Depósitos comprensiva de la existencia de la garantía glo-

bal y de la suficiencia de la misma. 

De conformidad con lo establecido en el art. 62 del

RGLCAP, si algún licitador retira su proposición injustificada-

mente antes de la adjudicación, o si el adjudicatario no cons-

tituye la garantía definitiva o, por causas imputables al mismo,

no pudiese formalizarse el contrato, se procederá a la ejecu-

ción de la garantía provisional. La falta de contestación a la

solicitud de información a que se refiere el art. 83.3 del TRL-

CAP o el reconocimiento por parte del licitador de que su pro-

posición adolece de error o inconsistencia que la hagan invia-

ble, tendrá la consideración de retirada injustificada de la

proposición.

Conforme al art. 162.6 de la Ley de Sociedades Coopera-

tivas Andaluzas, dichas Cooperativas sólo tendrán que aportar

el 25% de dicha garantía, si fuera exigible.

b) Documentos acreditativos de la personalidad y capaci-

dad jurídica y de obrar del empresario:

1. Si la empresa fuere persona jurídica, deberá presentar

copia autorizada o testimonio notarial de la escritura de cons-

titución y en su caso de modificación o transformación debi-

damente inscrita en el Registro Mercantil, cuando este requi-

sito fuera exigible conforme a la legislación mercantil; si no lo

fuere la acreditación de la capacidad de obrar se realizará

mediante la escritura o documento de constitución, de modi-

ficación, estatutos o acto fundacional en el que constaren las

normas por las que se regula su actividad, inscritos, en su caso,

en el correspondiente registro oficial, así como copia del número

de identificación fiscal.

2. Para los empresarios individuales será obligatorio la pre-

sentación de copia compulsada, notarial o administrativamente,

del Documento Nacional de Identidad o el que, en su caso,

haga sus veces, así como el Número de Identificación Fiscal.

3. En las uniones temporales, tanto de personas físicas

como jurídicas, cada uno de los componentes acreditará su

capacidad, personalidad, representación y solvencia, debiendo

indicar en documento aparte los nombres y circunstancias de

los que la suscriben, el porcentaje de participación de cada

uno de ellos y designar la persona o entidad que, durante la

vigencia del contrato, ha de ostentar la representación de todos

ellos.

4. Para los empresarios no españoles de Estados miem-

bros de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre

el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-

cripción en los Registros o presentar las certificaciones que se

indican en el Anexo núm. 1 del RGLCAP, en función del objeto

del contrato.

La capacidad de obrar de las empresas extranjeras no

comprendidas en el párrafo anterior se acreditará mediante

informe expedido por la Misión Diplomática Permanente u

Oficina Consular de España del lugar del domicilio de la

empresa, en la que se haga constar, previa acreditación por la

empresa, que figuran inscritas en el Registro local profesional,

comercial o análogo o, en su defecto, que actúan con habi-

tualidad en el tráfico local en el ámbito de las actividades a las

que se extiende el objeto del contrato. En estos supuestos, ade-

más, deberá acompañarse informe de la Misión Diplomática

Permanente de España o de la Secretaría General de Comercio

Exterior del Ministerio de Economía sobre la condición de Estado

signatario del Acuerdo sobre Contratación Pública de la

Organización Mundial del Comercio, siempre que se trate de

contratos de cuantía igual o superior a la prevista en el art.

177.2 del TRLCAP o, en caso contrario, en el informe de reci-

procidad a que se refiere el art. 23.1 del TRLCAP.

c) Documentos acreditativos de la representación:

Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre

de otro presentarán poder de representación, bastanteado por

el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

Si la empresa fuera persona jurídica, el poder general

deberá figurar inscrito, en su caso, en el Registro Mercantil. Si

se trata de un poder especial para un acto concreto no será

necesario el requisito de su previa inscripción en el Registro

Mercantil, de acuerdo con el art. 94.1.5 del Reglamento del

Registro Mercantil.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de

representación, deberá acompañar copia compulsada, nota-

rial o administrativamente, de su Documento Nacional de

Identidad o el que lo sustituya reglamentariamente.

d) Documentos que acreditan la solvencia económica,

financiera y técnica o profesional.

La justificación de la solvencia económica y financiera y

técnica se acreditará por los medios previstos en los artículos

16 y 18 del TRLCAP.

Tanto los medios para justificar la solvencia como los cri-

terios de selección se especificarán para cada contrato en con-

creto en el Anexo número 9.

e) Para las empresas extranjeras, declaración de some-

terse a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales españoles

de cualquier orden, para todas las incidencias que de modo

directo o indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia,

en su caso, al fuero jurisdiccional extranjero que pudiera corres-

ponder al licitante. Las empresas extranjeras no comunitarias,

además, deberán acreditar que tienen abierta sucursal en

España, con designación de apoderados o representantes para

sus operaciones y que estén inscritas en el Registro Mercantil.

f) Declaración expresa responsable firmada por el licita-

dor o su representante legal, de que el ofertante posee plena

capacidad de obrar y no está incurso en las prohibiciones de

contratar del art. 20 del TRLCAP conforme a alguno de los

medios previstos en el art. 21.5 del mismo cuerpo legal y con

respecto a las situaciones indicadas en las distintas letras del

citado art. 20 a lo que hay que añadir la circunstancia de no

estar incurso la persona física o el administrador de persona

jurídica en ninguno de los supuestos de la Ley 5/1984, de 23

de abril, sobre Incompatibilidades de Altos Cargos de la Adminis-

tración Pública Andaluza, con las modificaciones establecidas

por la Ley 4/1990, de 23 de abril y por la Ley 3/1994 de 5 de

abril.

g) Declaración responsable sobre la circunstancia de

hallarse al corriente del cumplimiento de las obligaciones tri-

butarias tanto en relación con el Estado como en relación con

las correspondientes a la Comunidad Autónoma de Andalucía,

con referencia expresa al Impuesto de Actividades Económicas,

y con la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigen-

tes. Esta declaración no impide que la justificación acreditativa

de tal requisito deba exigirse antes de la adjudicación a los que

vayan a resultar adjudicatarios del contrato, a cuyo efecto se

les concederá un plazo máximo de cinco días hábiles.

Las circunstancias f) y g) se encuentran recogidas en el

modelo establecido en el Anexo núm. 4 «Declaración respon-

sable de tener capacidad para contratar».
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h) Declaración responsable de no haber participado en la

elaboración de las especificaciones técnicas del proyecto que

se licita, aprobado por la Administración, solamente para el

caso de que dicha participación pueda provocar restricciones

a la libre concurrencia o suponer un trato privilegiado con res-

pecto al resto de las empresas licitadoras.

i) Acreditación fehaciente de tener, en su caso, en planti-

lla un número de trabajadores minusválidos no inferior al 2%

de aquella o haber adoptado las medidas alternativas previs-

tas en el Real Decreto 27/2000, de 14 de enero (BOE de 26

de enero).

j) A los efectos de la aplicación de la regla prevista en el

art. 86.1 del RGLCAP, los licitadores deberán presentar rela-

ción de las empresas pertenecientes al mismo grupo, enten-

diéndose por tales las que se encuentren en alguno de los

supuestos del art. 42.1 del Código de Comercio. 

8.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición económica y

técnica.

a) En este sobre se incluirá la proposición económica que

deberá ajustarse exactamente al modelo oficial que figura en

el Anexo núm. 5 «Proposición económica», debidamente fir-

mada y fechada.

En la oferta económica se entenderá a todos los efectos

incluido el impuesto sobre el Valor Añadido y demás tributos

de cualquier índole que sean de aplicación, así como todos los

gastos que se originen para el adjudicatario como consecuen-

cia del cumplimiento de las obligaciones del contrato.

b) La propuesta técnica incluirá la documentación que se

indica en el Anexo núm. 6, y se presentará perfectamente cla-

sificada por apartados y siguiendo la misma estructura que se

contiene en el citado anexo.

Sólo se podrán tomar en consideración las variantes o

alternativas que se hayan previsto expresamente en el Pliego.

En este caso se precisará en el Anexo núm. 7 sobre qué ele-

mentos y en qué condiciones queda autorizada su presenta-

ción y si podrá tener o no repercusión económica.

El licitador no podrá suscribir ninguna oferta en agrupa-

ción temporal con otras empresas si lo ha hecho individual-

mente, ni figurar en más de una unión temporal. La infracción

de esta norma dará lugar a la no admisión de todas las pro-

posiciones por él suscritas.

9. Procedimiento de adjudicación.

9.1. Recepción de documentación.

Para la adjudicación del contrato el órgano de contrata-

ción estará asistido por la Mesa de Contratación de la Consejería

de Turismo y Deporte.

Terminado el plazo de recepción de proposiciones seña-

lado en el anuncio de licitación, el funcionario responsable del

Registro expedirá una certificación donde se relacionen las pro-

posiciones recibidas o, en su caso, la ausencia de proposicio-

nes, que junto con los sobres aportados remitirá al Secretario

de la Mesa de Contratación.

9.2. Certificación y calificación de documentos.

Una vez recibidos los sobres por el Secretario de la Mesa

de Contratación junto con el certificado del funcionario encar-

gado del Registro, se constituirá la Mesa de Contratación de la

Consejería de Turismo y Deporte, para calificar previamente los

documentos presentados en tiempo y forma.

A tal efecto, el Presidente ordenará la apertura del sobre

núm. 1, y el Secretario de la Mesa certificará la relación de

documentos que figuren en cada uno de ellos.

La Mesa examinará la documentación a que se hace refe-

rencia en el art. 79.2 del TRLCAP y si se observasen defectos

u omisiones subsanables, se comunicará verbalmente a los

interesados los defectos de la documentación, sin perjuicio de

que dichos defectos se hagan públicos a través de anuncios

del órgano de contratación. Se concederá un plazo no supe-

rior a tres días hábiles para subsanar, con apercibimiento de

exclusión definitiva del licitador si en el plazo concedido no pro-

cede a la subsanación de la documentación, levantándose acta

de todo ello (art. 81.2 RGLCAP).

Posteriormente se reunirá de nuevo la Mesa de Contrata-

ción para un pronunciamiento expreso sobre los admitidos a

la licitación, los rechazados y sobre las causas de su rechazo,

a la vista de las subsanaciones ordenadas. No obstante hay

que señalar que, a los efectos establecidos en los artículos 15

a 20 del TRLCAP, el órgano y la Mesa de Contratación podrán

recabar del empresario aclaraciones sobre los certificados y

documentos presentados o requerirle para la presentación de

otros complementarios, lo que deberá cumplimentar en el plazo

de cinco días sin que puedan presentarse después de decla-

radas admitidas las ofertas conforme a lo dispuesto en el art.

83.6 del RGLCAP.

9.3. Apertura de proposiciones económicas y técnicas.

El acto de apertura de proposiciones comenzará dándose

lectura al anuncio del contrato y procediéndose seguidamente

al recuento de las proposiciones presentadas y a su confron-

tación con los datos que figuren en los certificados extendidos

por los Jefes de las oficinas receptoras de las mismas. A con-

tinuación se dará conocimiento al público del número de pro-

posiciones recibidas y nombre de los licitadores, ofreciendo la

posibilidad a los interesados para que puedan comprobar que

los sobres que contienen las ofertas se encuentran en la Mesa

y en idénticas condiciones en que fueron entregados.

El Presidente manifestará el resultado de la calificación de

los documentos presentados, con expresión de las proposicio-

nes admitidas, de las rechazadas y causa o causas de inad-

misión de éstas últimas, de conformidad con el art. 83.2 del

RGLCAP.

Antes de la apertura de la primera proposición se invitará

a los licitadores interesados a que manifiesten las dudas que

se les ofrezcan o pidan las explicaciones que estimen necesa-

rias, procediéndose por la Mesa a las aclaraciones y contes-

taciones pertinentes, no pudiendo la misma hacerse cargo de

documentos que no hubiesen sido entregados durante el plazo

de admisión de ofertas, o el de corrección o subsanación de

defectos u omisiones.

Si alguna proposición no guardase concordancia con la

documentación examinada y admitida, excediese del presu-

puesto base de licitación, variara sustancialmente el modelo

establecido o comportase error manifiesto en el importe de la

proposición será desechada por la Mesa. Por el contrario, el

cambio u omisión de algunas palabras del modelo, con tal que

lo uno o la otra no alteren su sentido, no será causa bastante

para el rechazo de la proposición, conforme al art. 84 del

RGLCAP.

En este acto el Presidente hará constar a los licitadores el

día y hora en el que se procederá en acto público a formular

propuesta de adjudicación (art. 87 del RGLCAP).

9.4. Informes Técnicos.

Seguidamente, la Mesa de Contratación, si lo considera

conveniente, remitirá el sobre núm. 2 a la Comisión Técnica,

constituida al efecto, a fin de que la misma realice un estudio

pormenorizado de las distintas ofertas, en el cual se conten-

drá la valoración de las proposiciones presentadas por los lici-

tadores admitidos. A tal efecto, los criterios que podrán ser teni-

dos en cuenta son los recogidos por orden decreciente y

ponderación en el Anexo núm. 3 «Criterios objetivos de adju-

dicación y baremo de valoración».

En el citado Anexo núm. 3 se incluirán, en su caso, los

límites que permitan apreciar, en su caso, que la proposición

no puede ser cumplida como consecuencia de ofertas des-

proporcionadas o temerarias.

Una vez realizado el estudio de las distintas ofertas, según

los criterios indicados por la Comisión Técnica, se elaborará

un informe que suscribirán todos los miembros de dicha

Comisión. Este informe junto con el sobre examinado se ele-

vará a la Mesa de Contratación.
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9.5. Propuesta de adjudicación.

La Mesa de Contratación, en acto público, procederá a

formular propuesta de adjudicación a favor de la proposición

económicamente más ventajosa o, en su caso, propuesta de

declaración de concurso desierto (art. 87 del RGLCAP).

Tendrán preferencia en la adjudicación las empresas que,

en su caso, acrediten tener en su plantilla un número de tra-

bajadores minusválidos no inferior al 2% o hubieran adoptado

las medidas alternativas previstas en el Real Decreto 27/2000,

de 14 de enero (BOE de 26 de enero), siempre que sus pro-

posiciones igualen en sus términos a las más ventajosas desde

el punto de vista de los criterios objetivos que sirvan de base

para la adjudicación.

Conforme al art. 162.2 de la Ley 2/1999, de 31 de marzo,

de Sociedades Cooperativas Andaluzas, las cooperativas de

trabajo asociado y las de segundo o ulterior grado que las agru-

pen gozarán de prioridad en caso de empate en los concursos

para la adjudicación de los contratos de la Administración de

la Junta de Andalucía.

9.6. Justificación de las obligaciones tributarias y con la

Seguridad Social.

Antes de la adjudicación, a los que vayan a resultar adju-

dicatarios del contrato, se les concederá un plazo máximo de

cinco días hábiles, al objeto de que, como se indica a conti-

nuación, justifiquen debidamente estar al corriente en el cum-

plimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad

Social, que también podrá acreditarse con la aportación del

certificado por el Registro de Licitadores, tal como se indica en

la cláusula 8.2.1.

a) Obligaciones Tributarias.

Deberá aportar certificación positiva expedida por la Agencia

Estatal de Administración Tributaria de estar al corriente de las

obligaciones tributarias a que se refiere el art. 13 del RGLCAP,

o declaración responsable de no estar obligado a presentar las

declaraciones o documentos a que se refiere dicho artículo.

Igualmente, y en cumplimiento de la letra e) del art. 13

citado, se deberá aportar certificación positiva, expedida por

la Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria o por

los Servicios de Tesorería de las Delegaciones Provinciales de

la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía,

justificativa de la inexistencia con la Administración Autonómica

de deudas de naturaleza tributaria en período ejecutivo o, en

el caso de contribuyentes contra los que no proceda la utiliza-

ción de la vía de apremio, deudas no atendidas en período

voluntario.

b) Obligaciones con la Seguridad Social.

Así mismo, deberá aportar certificación positiva expedida

por la Tesorería Territorial de la Seguridad Social de hallarse al

corriente de las obligaciones de la Seguridad Social a que se

refiere el art. 14 del RGLCAP, o declaración responsable de no

estar obligado a presentar las declaraciones o documentos a

que se refiere dicho artículo.

c) Impuesto sobre Actividades Económicas.

Los licitadores presentarán justificante de estar dados de

alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas y al corriente

en el pago del mismo, aportando al efecto copia de la carta

de pago del último ejercicio, en los términos establecidos en

el art. 13.1.a) del RGLCAP, y acompañarán una declaración res-

ponsable de no haberse dado de baja en la matrícula del citado

impuesto.

9.7. Adjudicación del contrato.

La Mesa de Contratación, a la vista del informe técnico,

elevará, junto con las reclamaciones que se hayan presentado

por los licitadores, una propuesta de adjudicación al órgano

de contratación que haya de adjudicar el contrato.

Cuando el órgano de contratación no adjudique el con-

trato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa deberá

motivar su decisión.

La Resolución motivada de adjudicación, será notificada

directamente al adjudicatario y a todos los participantes en la

licitación, sin perjuicio de su publicación de conformidad con

lo establecido en el art. 93 del TRLCAP.

Las proposiciones presentadas, tanta las declaradas admi-

tidas como las rechazadas sin abrir o las desestimadas una

vez abiertas, serán archivadas en su expediente. Adjudicado el

contrato y transcurridos los plazos para la interposición de recur-

sos sin que se hayan interpuesto, la documentación que acom-

paña a las proposiciones quedará a disposición de los intere-

sados. 

En el caso de que los suministros fueran adjudicados a

una Agrupación de Empresas deberán éstas acreditar la cons-

titución de la misma, en escritura pública, dentro del plazo otor-

gado para la formalización del contrato, y NIF asignado a la

Agrupación.

10. Procedimiento en los contratos para el tratamiento de

la información.

De conformidad con lo establecido en el art. 184 del

TRLCAP, y cuando así expresamente se indique en el Anexo

núm. 1, la contratación de equipos o sistemas para el trata-

miento de la información se podrá resolver en dos fases:

En la primera se procederá a la selección previa de las

ofertas que, a juicio de la Mesa de Contratación, resulten más

ventajosas para la Administración.

La segunda tendrá por objeto seleccionar, de entre aqué-

llas la oferta que deba ser propuesta como adjudicataria una

vez que se haya comprobado la adecuación de la oferta a los

trabajos previstos como básicos en el Pliego de Cláusulas.

Los que presenten ofertas seleccionadas para la segunda

fase, que desarrollen los trabajos preparatorios y pruebas que

se prescriban y que no resulten adjudicatarios del concurso,

recibirán la compensación económica prevista en el pliego par-

ticular.

11. Garantía definitiva.

11.1. Notificada la adjudicación del contrato, el adjudica-

tario estará obligado a constituir, en el plazo máximo de quince

(15) días naturales, en cualquiera de las formas establecidas

en el art. 36 del TRLCAP, con los requisitos establecidos en el

art. 55 y siguientes del RGLCAP, una garantía definitiva, equi-

valente al 4% del importe de adjudicación, a disposición del

órgano de contratación, en las Cajas Provinciales de Depósitos

de la Consejería de Economía y Hacienda, o mediante la garan-

tía global con los requisitos establecidos en el art. 36.2 del

TRLCAP. De no cumplirse este requisito por causas imputables

al adjudicatario, la Administración podrá declarar resuelto el

contrato.

Así mismo, en el Cuadro resumen podrá establecerse una

garantía adicional de hasta el 6% del mismo importe, en los

contratos que se estime conveniente, justificándose todo ello

en el Anexo núm. 8 de este Pliego. A todos los efectos, dicho

complemento tendrá la consideración de garantía definitiva,

apareciendo en el Cuadro resumen los importes correspon-

dientes a ambos conceptos, cuya suma en ningún caso podrá

exceder del 10% del importe de adjudicación.

En el supuesto de adjudicación a un empresario cuya pro-

posición hubiera estado incursa inicialmente en presunción de

temeridad, el órgano de contratación exigirá al contratista la

constitución de una garantía definitiva por el 20% del importe

de adjudicación o del presupuesto base de licitación cuando

el precio se determine en función de precios unitarios que sus-

tituirá a la garantía del 4% y para cuya cancelación se estará

a lo dispuesto en el art. 47 del TRLCAP.

La garantía definitiva responderá de los conceptos men-

cionados en el art. 43 del TRLCAP.

Conforme al art. 162.6 de la Ley de Sociedades Coopera-

tivas Andaluzas, dichas Cooperativas sólo tendrán que aportar

el 25% de dicha garantía.
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11.2. No será necesaria la constitución de garantía defi-

nitiva en los supuestos determinados en el art. 40 del TRLCAP.

11.3. Cuando a consecuencia de la modificación del con-

trato, experimente variación el precio total del suministro con-

tratado, se reajustará la garantía, en el plazo señalado en el

art. 41 del TRLCAP, contado desde la fecha en que se notifi-

que al empresario el acuerdo de modificación, para que guarde

la debida proporción con el precio del contrato resultante de

su modificación. 

11.4. La devolución y cancelación de las garantías se efec-

tuará de conformidad con lo dispuesto en el art. 47 del TRLCAP

y 65.2 y 3 del RGLCAP.

12. Formalización del contrato / cesión / subcontratación.

12.1. Antes de la formalización del contrato, el adjudica-

tario deberá acreditar ante el órgano gestor el haber abonado

los gastos y tributos derivados del anuncio por una sola vez,

cuyo importe máximo, de conformidad con el artículo 67.2. g)

del RGLCAP figura en el Anexo número 1. Las aclaraciones o

rectificaciones producidos en el mismo como, en su caso, en

otros medios de difusión, correrán a cargo del órgano de con-

tratación. 

12.2. El contrato se formalizará en documento adminis-

trativo dentro del plazo de treinta días naturales a contar desde

el siguiente al de la notificación de la adjudicación, constitu-

yendo dicho documento título suficiente para acceder a cual-

quier Registro Público pudiendo, no obstante, elevarse a escri-

tura pública cuando así lo solicite el contratista, siendo a su

costa en este caso los gastos derivados del otorgamiento.

12.3. La falta de formalización del contrato en el plazo

indicado por causas imputables al adjudicatario facultará a la

Administración para acordar la resolución del mismo, previa

audiencia del interesado, con los efectos legalmente previstos.

12.4. Simultáneamente con la firma del contrato, deberá

ser firmado por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas Adminis-

trativas particulares y el de Prescripciones Técnicas. 

12.5. La escritura pública de formalización de la unión

temporal deberá aportarse previamente a la firma del contrato.

12.6. Los derechos y obligaciones dimanantes del con-

trato podrán ser cedidos a un tercero siempre que se cumplan

los requisitos establecidos en el art. 114 del TRLCAP. 

12.7. La contratación por el adjudicatario de la realización

parcial del contrato con terceros estará sujeta a los requisitos

establecidos en el art. 115 del TRLCAP, así como el pago a sub-

contratistas y suministradores deberá ajustarse a lo dispuesto

en el art. 116 del TRLCAP.

12.8. En el Cuadro resumen se fijará, en su caso, la parte

o tanto por ciento que, en su caso, se fije de las prestaciones

o suministros susceptibles de subcontratación, siempre que

exceda del 50% del importe de adjudicación, conforme al art.

115 del TRLCAP.

13. Modificación del contrato.

Cuando como consecuencia de las modificaciones del

contrato de suministro se produzcan aumentos, reducción o

supresión de las unidades de bienes que integran el suminis-

tro o sustitución de unos bienes por otros, siempre que los mis-

mos estén comprendidos en el contrato, estas modificaciones

serán obligatorias para el contratista, sin que tenga derecho

alguno en caso de supresión o reducción de unidades o cla-

ses de bienes a reclamar indemnización por dichas causas,

sin perjuicio de lo establecido en el art. 192.c) del TRLCAP. 

III. EJECUCION DEL CONTRATO

14. Ejecución del contrato.

14.1. La ejecución del contrato no podrá iniciarse sin su

previa formalización y a los efectos de la letra v) del art. 67.2

del RGLCAP el contratista deberá guardar el debido sigilo sobre

el contenido del contrato adjudicado.

14.2. La ejecución se realizará a riesgo y ventura del con-

tratista.

14.3. El contratista queda obligado a realizar el objeto del

contrato en los términos previstos en el Pliego de Prescripciones

Técnicas que rige la presente contratación. El suministrador no

tendrá derecho a indemnización por causa de pérdidas, ave-

rías o perjuicios ocasionados en los bienes antes de su entrega

a la Administración, salvo que ésta hubiera incurrido en mora

al recibirlos.

Cuando el acto formal de la recepción de los bienes, de

acuerdo con las condiciones del Pliego, sea posterior a su

entrega, la Administración será responsable de la custodia de

los mismos durante el tiempo que medie entre una y otra.

Los bienes quedarán en el punto de destino listos para su

utilización conforme a lo establecido en este Pliego y el de

Prescripciones Técnicas del suministro, debiendo el contratista,

proceder, en su caso, a la retirada de los bienes entregados

como pago de parte del precio.

14.4. Serán de cuenta del adjudicatario los gastos e

impuestos derivados del anuncio o anuncios de la licitación,

hasta el importe máximo establecido en el Cuadro resumen de

este Pliego, de la publicación de la adjudicación y de la for-

malización del contrato.

14.5. El contratista está obligado al cumplimiento de todas

las disposiciones vigentes en relación con la actividad desa-

rrollada. Para utilizar materiales, suministros, procedimientos

y equipos en la ejecución del objeto del contrato deberá obte-

ner las cesiones, permisos y autorizaciones necesarias de los

titulares de las patentes, modelos y marcas de fabricación

correspondientes, corriendo de su cuenta el pago de los dere-

chos e indemnizaciones por tales conceptos, siendo respon-

sable de toda reclamación relativa a la propiedad industrial,

comercial e intelectual y debiendo indemnizar a la Consejería

de Turismo y Deporte por todos los daños y perjuicios que para

la misma puedan derivarse de la interposición de cualquier tipo

de reclamaciones.

14.6. El personal adscrito al suministro dependerá exclu-

sivamente del contratista, el cual tendrá todos los derechos y

deberes inherentes a su calidad de empresario respecto del

mismo.

En general, el contratista responderá de cuantas obliga-

ciones le vienen impuestas en su carácter de empleador, así

como del cumplimiento de cuantas normas regulan y desa-

rrollan la relación laboral o de otro tipo, existente entre aquél,

o entre sus subcontratistas, y los trabajadores de uno y otro,

sin que pueda repercutir sobre la Administración ninguna multa,

sanción o cualquier tipo de responsabilidad que por incumpli-

miento de alguna de ellas pudieran imponerle los organismos

competentes. 

14.7. El contratista deberá indemnizar cuantos daños y

perjuicios se causen a terceros derivados de la ejecución del

contrato, salvo que fuesen consecuencia inmediata y directa

de una orden de la Consejería de Turismo y Deporte.

14.8. Si el suministro comprendiese la fabricación de los

bienes, éstos se fabricarán con estricta sujeción al Pliego de

Prescripciones Técnicas elaborado por la Administración que

ha de regir el presente contrato.

El contratista será responsable de toda reclamación rela-

tiva a la propiedad industrial, intelectual o comercial de los

materiales, procedimiento y equipos utilizados.

La administración se reserva el derecho a efectuar cuan-

tas comprobaciones estime convenientes de las calidades de

los bienes durante su fabricación y a fijar el procedimiento a

seguir en el reconocimiento del material al tiempo de la entrega.

A estos efectos, la Administración contratante tiene la facul-

tad de inspeccionar y de ser informada, cuando lo solicite, del

proceso de fabricación o elaboración del producto que haya de

ser entregado, pudiendo ordenar o realizar por sí misma aná-

lisis, ensayos y pruebas de los materiales a emplear, con la fina-

lidad de comprobar si los mismos corresponden al material
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ofertado por el empresario, levantándose, en su caso, Acta de

disconformidad que podrá dar lugar a la resolución del contrato.

En los contratos de suministro de fabricación a los que se

refiere el art. 172.1.c) del TRLCAP, cuando la Administración

aporte total o parcialmente los materiales precisos se consi-

derarán éstos depositados bajo la custodia del adjudicatario,

que deberá prestar, además, las garantías que se especifiquen

en el Cuadro resumen de este Pliego. La responsabilidad del

adjudicatario respecto a los materiales quedará extinguida

cuando se reciban de conformidad los bienes objeto del sumi-

nistro.

En la fabricación de bienes muebles por la Administración

se estará a lo dispuesto en el art. 194 del RGLCAP.

14.9. El contratista deberá tener suscrito los seguros obli-

gatorios, así como un seguro que cubra las responsabilidades

que se deriven en la ejecución del contrato en los términos que,

en su caso, se indique en el Pliego de Prescripciones Técnicas.

15. Cumplimiento del contrato y recepción.

15.1. El contrato se entenderá cumplido por el contratista

cuando éste haya realizado la totalidad de su objeto de acuerdo

con los términos del mismo y a satisfacción de la Consejería

de Turismo y Deporte.

15.2. La recepción se efectuará en los términos y con las

formalidades establecidas en los artículos 110 y 190.2 del

TRLCAP.

15.3. Su constatación exigirá un acto formal y positivo de

recepción por parte de la Consejería de Turismo y Deporte, que

deberá realizarse dentro del mes siguiente a haberse produ-

cido la realización del objeto del contrato.

15.4. No obstante, por razón de las características del

objeto del contrato, se establecerá, en su caso, en el Cuadro

resumen, el plazo concreto en que la Administración, dentro

del mes siguiente de haberse producido la entrega o realiza-

ción del objeto del contrato, efectuará un acto formal y posi-

tivo de recepción.

15.5. En la recepción de los bienes suministrados se com-

probará que el suministro se realizó en los términos previstos

en este Pliego y en el de Prescripciones Técnicas. Si los bienes

no se hallan en estado de ser recibidos se hará constar así en

el acta de recepción y se darán las instrucciones precisas al

contratista para que subsane los defectos observados o pro-

ceda a un nuevo suministro de conformidad con lo pactado.

16. Abono del contrato.

16.1. El contratista tendrá derecho al abono del suminis-

tro realizado y recibido de conformidad, en los términos esta-

blecidos en las normas que rigen el contrato y con arreglo al

precio convenido.

16.2. El pago del precio se realizará, según se indica en

el Anexo núm. 1, de una sola vez, previa comprobación de can-

tidades y calidades del suministro realizado y recepción de con-

formidad, o, parcialmente por el sistema de abono a cuenta,

previa prestación de la garantía correspondiente, cuando así

lo autorice la Administración conforme a lo estipulado en el

Pliego de Prescripciones Técnicas. 

16.3. El pago del precio se efectuará previa presentación

de factura por triplicado ejemplar, debiendo ser repercutido

como partida independiente el Impuesto sobre el Valor Añadido

en el documento que se presente para el cobro, sin que el

importe global contratado experimente incremento alguno.

Cuando se hubieran entregado bienes como parte del pago

del precio se estará a lo establecido en la cláusula tercera de

este Pliego.

En ningún caso la suma de las facturaciones parciales

podrá superar el importe total del contrato.

16.4. Si como consecuencia de retrasos en el abono del

precio por parte de la Administración se devengan intereses de

demora, los mismos se calcularán abonándose al contratista,

a partir del cumplimiento de los plazos para su devengo que

vienen legalmente establecidos en los artículos 99.4 y 110.4

del TRLCAP, el interés legal del dinero, incrementado en 1,5

puntos, de las cantidades adeudadas.

17. Plazo de garantía.

17.1. El plazo de garantía será de un año. Correrán de

cuenta del adjudicatario cuantos gastos se generen durante el

período de garantía, así como cualesquiera otros que resulten

de aplicación según las disposiciones vigentes, en la forma y

cuantía que éstas señalen.

17.2. En el Anexo núm. 1 Cuadro resumen de las carac-

terísticas del contrato se establecerá, en su caso, la justifica-

ción del no establecimiento del plazo de garantía. 

17.3. Si durante el plazo de garantía se acreditase la exis-

tencia de vicios o defectos en los bienes suministrados, el

órgano de contratación tendrá derecho a reclamar al contra-

tista la reposición de los bienes que resulten inadecuados o la

reparación de los mismos, si fuese suficiente.

Si la Administración estimase, durante el plazo de garan-

tía, que los bienes no son aptos para el fin pretendido, como

consecuencia de los vicios o defectos observados en ellos e

imputables al empresario, se estará a lo dispuesto en los

artículos 43.d) y 191 del TRLCAP.

17.4. Terminado el plazo de garantía sin que la Administra-

ción haya formalizado alguno de los reparos o la denuncia a

que se refiere los apartados 1 y 3 del art. 191 del TRLCAP, el

contratista quedará exento de responsabilidad por razón de los

bienes suministrados y se procederá a la devolución de la fianza.

18. Causas de resolución del contrato.

18.1. Son causas de resolución del contrato las previstas

en los artículos 111 y 192 del TRLCAP, con los efectos señala-

dos en los artículos 112, 113 y 193 de dicha Ley.

18.2. Podrán igualmente ser causa de resolución, a juicio

del órgano de contratación:

a) El incumplimiento por el contratista de cualquiera de

las obligaciones establecidas con carácter preceptivo en el pre-

sente Pliego o en el de Prescripciones Técnicas.

b) Las reiteradas deficiencias en el suministro de los bienes.

c) El no guardar el contratista el sigilo correspondiente

sobre los datos o antecedentes que, no siendo públicos o noto-

rios, estén relacionados con el objeto del contrato. 

18.3. Cuando la resolución fuese por incumplimiento cul-

pable del contratista, le será incautada la garantía y deberá

indemnizar a la Consejería de Turismo y Deporte los daños y

perjuicios causados, en cuanto excedan del importe de la garan-

tía incautada. Tales extremos se resolverán previo expediente

contradictorio en el que se dará audiencia al contratista y se

someterá a informe de la Asesoría Jurídica (salvo en los casos

previstos en los artículos 41 y 96 del TRLCAP) así como del

Consejo Consultivo de Andalucía cuando se formule oposición

por parte de aquél.

19. Penalidades administrativas.

19.1. En caso de que el contratista incurriese en demora

en el cumplimiento del plazo total o parcial del contrato por

causas imputables al mismo, el órgano de contratación, sin

necesidad de intimación previa, podrá optar por la resolución

del contrato, con pérdida de la garantía definitiva e indemni-

zación de los daños y perjuicios ocasionados a la Consejería

de Turismo y Deporte en lo que exceda del importe de la garan-

tía incautada, o por la imposición de las penalidades diarias

en la proporción de 0,12 por cada 601,01 e (0,2%) del precio

del contrato.

19.2. El importe de las penalidades se hará efectivo

mediante deducción de las mismas en las correspondientes

certificaciones o facturas, respondiendo en todo caso la garan-

tía definitiva de su efectividad.
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19.3. Si la demora fuese por causas no imputables al con-

tratista y este ofreciera cumplir sus compromisos, el órgano de

contratación le prorrogará el plazo en un tiempo igual, al menos,

al tiempo perdido, salvo que el contratista solicite otro menor.

20. Prerrogativas de la Administración.

20.1. Conforme al art. 193 del TRLCAP, en el supuesto de

suspensión de la iniciación del suministro por tiempo superior

a seis meses, sólo tendrá derecho el contratista a percibir una

indemnización del 3% del precio de la adjudicación.

En el caso de desistimiento o de suspensión del suminis-

tro por plazo superior a un año por parte de la Administración,

el contratista tendrá derecho al 6% del precio de las entregas

dejadas de realizar en concepto de beneficio industrial.

20.2. El órgano de contratación ostenta, dentro de los lími-

tes y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en la Ley

de Contratos de las Administraciones Públicas, la prerrogativa

de interpretar los contratos administrativos, la de resolver las

dudas que ofrezca su cumplimiento, la de modificarlos por razo-

nes de interés público, así como la de acordar su resolución y

determinar los efectos de ésta. En la tramitación de los corres-

pondientes expedientes, se dará audiencia al contratista.

20.3. Los acuerdos correspondientes pondrán fin a la vía

administrativa y serán inmediatamente ejecutivos.

20.4. Contra cualquier acuerdo que ponga fin a la vía admi-

nistrativa podrá interponerse, con carácter potestativo, recurso

de reposición ante el mismo órgano en el plazo de un mes

desde su notificación o publicación o bien, directamente, recurso

contencioso-administrativo en el plazo de dos meses conforme

a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común y en la Ley 29/1998, de

13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-admi-

nistrativa. El eventual sometimiento a arbitraje se sujetará a los

requisitos establecidos en la Ley 5/1983, de 19 de julio, General

de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de

Andalucía.
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ANEXO núm. 1 (pág. 1)

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

CUADRO RESUMEN DE LAS CARACTERISTICAS DEL CONTRATO

EXPTE. NUM.:

Objeto del contrato:

Nomenclatura

A.1. Clasificación CPV (Vocabulario Común de la Contratación Pública)

Nomenclatura principal Nomenclatura complementaria (si procede)

Objeto

principal

Objetos

adicionales

Otra nomenclatura pertinente (NACE):

Procedimiento de adjudicación: abierto:                    variantes:

Presupuesto:             máximo               indicativo

En cifra:

Límite máximo gasto (art. 172, apartado 1, letra a) del TRLCAP:

En cifra:

sí               no.

Concepto presupuestario y anualidades

Año Aplicación presupuestaria Importe

Revisión del precio:

sí, fórmula:

no, resolución de fecha:

Tramitación del expediente:          ordinaria          urgente          emergencia

Tramitación del gasto:          ordinaria          anticipada

Plazo de ejecución: total:            parciales:

Garantía provisional:          no.          sí, art. 35.1 del TRLCAP.

En cifra:

. . . - - - -

. . . - - - -

. . . - - - -

. . . - - - -

. . . - - - -
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ANEXO núm. 1 (pág. 2)

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

Presentación de certificado de asistencia técnica:            sí            no.

Garantía definitiva: adicional:                                      complementaria:

Garantía especial (art. 172.1, letra c) del TRLCAP):            sí            no.

Importe máximo gastos publicidad (art. 67.2.g) RGLCAP

........................ euros

Procedimiento en los contratos para el tratamiento de la información:            sí            no.

Forma de pago:          pago único          pagos parciales.

Entrega de otros bienes de la misma clase como pago de parte del precio:            sí            no.

Plazo de garantía: Justificación del no establecimiento del plazo de garantía:

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

Plazo de recepción especial del art. 110.2 del TRLCAP

sí            no.

En su caso, parte o tanto por ciento de las prestaciones o suministros susceptibles de subcontratación:
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ANEXO núm. 2

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

ESPECIFICACIONES DEL SUMINISTRO

Objeto del contrato:

Lote Número Importe

núm.
Denominación del artículo

unidades total

Total  . . . . . . . . . . . .

Lugar de entrega del suministro:

Relación de bienes que se entregan como pago de parte del precio:



ANEXO núm. 3

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

CRITERIOS DE ADJUDICACION Y BAREMO DE VALORACION

Proposición económica: Incluir, en su caso, los límites que

permitan apreciar que la proposición no puede ser cumplida

como consecuencia de ofertas desproporcionadas o temera-

rias (art. 86.3 TRLCAP).

Propuesta técnica:

a) Mejora en el plazo de entrega del bien o de los lotes

objeto de suministro.

b) Calidad, valor técnico y características estéticas y fun-

cionales del bien o lotes ofertados y, en su caso, de sus com-

ponentes, instalaciones y medios auxiliares.

c) La posibilidad de repuestos, mantenimiento, capacidad

de asistencia técnica y servicio posventa.

d) Aceptación y valoración de los bienes que, en su caso,

se entregan como pago de parte del precio.

e) La calidad ambiental de la empresa y de sus produc-

tos. La evaluación del criterio se efectuará tomando en consi-

deración las siguientes exigencias:

1.ª Que el producto haya sido elaborado en el marco de

un sistema de gestión medioambiental conforme a los criterios

establecidos en el Reglamento (CEE) 1836/1993, de 29 de

junio, por el que se permite que las empresas del sector indus-

trial se adhieran con carácter voluntario a un sistema de ges-

tión y auditoría medioambiental, Real Decreto 85/1996, de 26

de enero, por el que se establecen normas para la aplicación

del Reglamento (CEE) 1836/1993, de 29 de junio, y Decreto

53/1999, de 2 de marzo, por el que se establecen normas

para la aplicación del citado Reglamento en el ámbito de la

Comunidad Autónoma de Andalucía.

2.ª Que el producto haya sido elaborado en el marco de

un sistema de gestión medioambiental basado en las normas

internacionales ISO (serie ISO 14000), europeas EN o espa-

ñolas UNE (UNE 77/801-94 y 77/802-94).

3.ª Que los productos estén puestos en el mercado con la

etiqueta ecológica, regulada en el Reglamento (CEE) 880/1992,

de 23 de marzo, relativo a un sistema comunitario de conce-

sión de etiqueta ecológica u otros distintivos de calidad ambien-

tal equivalentes.

4.ª Que los productos provengan de un proceso de reci-

clado o reutilización. Para la valoración de este aspecto se uti-

lizará el porcentaje en que el producto es reutilizable o reci-

clable que, previamente a la adjudicación del contrato, deberá

venir avalado por un certificado expedido por un laboratorio u

organización independiente.

5.ª Que los productos sean reutilizables o reciclables. Para

la valoración de este aspecto se utilizará el porcentaje en que

el producto es reutilizable o reciclable que, previamente a la

adjudicación del contrato, deberá venir avalado por un certifi-

cado expedido por un laboratorio u organización independiente.

6.ª Que las ofertas tengan otras características medio-

ambientales relevantes, como son el menor consumo de ener-

gía a través de la utilización de cualesquiera mecanismos o

tecnologías, los bajos niveles de ruido, la reducción en la gene-

ración de residuos, la reducción en peso de los envases que

se pudieran utilizar y otras características medioambientales

que hayan sido incluidas en el pliego de Contratación.

f) Otros criterios (estabilidad en el empleo, seguridad y

salud de los trabajadores, etc.).

Baremo de valoración: La valoración de los criterios se

especificarán para cada contrato en particular.

ANEXO núm. 4

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

DECLARACION RESPONSABLE DE TENER CAPACIDAD

PARA CONTRATAR

Don/doña .........................………….……………………..……,

con residencia en ................................, provincia de..................... 

calle...........……..........................................., núm. ........... con

Documento Nacional de Identidad núm. ......................................

en nombre propio o de la empresa……………......….....................,

que representa, declara bajo su personal responsabilidad y ante

el órgano que gestione el contrato:

- Tener plena capacidad de obrar y no estar incurso en las

prohibiciones e incompatibilidades conforme a los artículos 15

a 20 del TRLCAP, así como de no formar parte de los órganos

de gobierno o administración persona alguna a las que se refiere

la Ley 5/1984, de 23 de abril, de Incompatibilidades de Altos

Cargos de la Administración Andaluza.

- Estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones

tributarias frente al Estado y a la Comunidad Autónoma de

Andalucía y con la Seguridad Social.

(Lugar, fecha y firma del proponente).

ANEXO núm. 5

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

PROPOSICION ECONOMICA

Don/doña..……….………………………………..………..…....,

mayor de edad, vecino/a de.................…………...........................,

con DNI núm. ....………………….., en nombre propio o en repre-

sentación de la empresa ........................……………………………,

con domicilio social en ....................……………………….................

y NIF núm. ........................., al objeto de participar en la nego-

ciación para la contratación del suministro de: «...........................

.......................................................................................................

.......................................................................................................

...................................................... (indicar título del contrato)»,

convocada por la Consejería de Turismo y Deporte de la Junta

de Andalucía, manifiesta lo siguiente:

Se compromete a ejecutar la prestación a la que concursa

con sujeción a los requisitos y condiciones exigidas por el pre-

cio de ...................................................... euros (....................e),

que incluye el Impuesto sobre el Valor Añadido y demás tribu-

tos que sean de aplicación, así como cualquier otro gasto con-

templado en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares

que rige el contrato, de acuerdo con la siguiente distribución:

Lote núm.     Artículo     Núm. unidades     Importe total

En ............................, a ........... de ...........…………................

de ..........

(Lugar, fecha, firma del licitador).

Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de

Turismo y Deporte.

ANEXO núm. 6

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

PROPUESTA TECNICA

La propuesta técnica comprenderá la siguiente docu-

mentación:
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a) Memoria del bien o de los lotes ofertados.

Consiste en una descripción del bien o de cada uno de

los lotes ofertados (en el mismo orden en que figuran en la

oferta económica), en la que deberán hacer referencia, al

menos, a la descripción de las características técnicas, estéti-

cas y funcionales, así como a la marca y modelo del bien o de

los lotes ofertados, incluyendo catálogo específico del material,

si lo hubiera.

b) Asistencia técnica.

En el caso de establecerse en el Anexo núm. 1, estará obli-

gado el licitador a presentar un certificado de asistencia téc-

nica, en el que se hará constar la duración del periodo de garan-

tía (en caso de ofertar una garantía superior a la fijada por la

Administración), los medios de asistencia técnica con que

cuenta el licitador y en el que se manifieste el compromiso

expreso de ponerlo a disposición del mantenimiento o, en su

caso, reparación del material si resulta adjudicatario.

c) Documento firmado por el licitador en el que se expre-

sen los plazos total o parciales en que realizará la entrega del

bien a suministrar, que, en todo caso, será igual o inferior al

establecido por la Administración.

En el caso de que sean varios los lotes a los que concu-

rra, deberá presentar el licitador un programa donde se esta-

blezcan expresamente los plazos total o parciales en que se

comprometa a suministrar cada uno de los lotes ofertados.

d) Propuesta de mejoras, por considerar que pueden con-

venir a la prestación del suministro, entendiendo por tales los

incrementos tanto en calidad como en cantidad de la presta-

ción objeto del contrato y sin que los mismos tengan repercu-

sión económica sobre el precio ofertado. En ningún caso, las

mejoras tendrán la consideración de variantes o alternativas

tal como se especifica en la cláusula 8.2.3.

e) Otra documentación a presentar.

ANEXO núm. 7

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

VARIANTES O ALTERNATIVAS PREVISTAS

1. Elementos:

2. Condiciones:

3. Repercusión económica:

ANEXO núm. 8

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

JUSTIFICACION DEL ESTABLECIMIENTO DE GARANTIA

COMPLEMENTARIA PARA RESPONDER

DEL CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO

De conformidad con lo dispuesto en el art. 36.3 del

TRLCAP, se estima necesaria la constitución de una garantía

complementaria por el porcentaje que figura en el Cuadro resu-

men de este Pliego, por las razones que se exponen a conti-

nuación:

ANEXO núm. 9

(Suministros. Abierto, concurso con o sin variantes)

MEDIOS DE JUSTIFICACION DE LA SOLVENCIA

ECONOMICA Y FINANCIERA Y TECNICA Y CRITERIOS

DE SELECCION

1. Solvencia económica y financiera. Artículo 16 del

TRLCAP:

Medios:

Criterios de selección:

2. Solvencia técnica. Artículo 18 del TRLCAP:

Medios:

Criterios de selección:

ANEXO II

PLIEGO-TIPO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS

PARTICULARES PARA LA CONTRATACION DE SUMINISTRO

POR PROCEDIMIENTO NEGOCIADO

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO.

1. Objeto del contrato.

2. Naturaleza y régimen jurídico del contrato.

3. Precio del contrato.

4. Existencia de crédito.

5. Plazo de ejecución.

6. Capacidad para contratar.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO.

7. Sistema de adjudicación.

8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.

8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.

8.2. Forma de presentación de las proposiciones.

8.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación general.

8.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición económica y téc-

nica.

9. Procedimiento de adjudicación.

9.1. Recepción de documentación.

9.2. Certificación y calificación de documentos.

9.3 Adjudicación del contrato.

10. Garantía definitiva.

11. Formalización del contrato / cesión / subcontratación.

12. Modificación del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO.

13. Ejecución del contrato.

14. Cumplimiento del contrato y recepción.

15. Abono del contrato.

16. Plazo de garantía.

17. Causas de resolución del contrato.

18. Penalidades administrativas.

19. Prerrogativas de la Administración.

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Objeto del contrato.

1.1. El contrato a que se refiere el presente Pliego tiene por

objeto la compra, el arrendamiento sin opción de compra o la

adquisición de los productos o bienes muebles que se rela-

cionan en el Anexo núm. 2 «Especificaciones del suministro».

1.2. En los bienes objeto del suministro concurren las carac-

terísticas de los artículos 171 y 172 del TRLCAP.

En el Anexo núm. 2 se detallan las unidades e importes

máximos o indicativos por cada lote.

1.3. Los bienes que integran esta contratación podrán ser

ofertados por lotes o unidades independientes, debiendo espe-

cificarse claramente en este caso por los licitadores los lotes a

los que concurren.

1.4. La definición del objeto del contrato viene contem-

plada en el Anexo núm. 1 «Cuadro resumen de las caracterís-

ticas del contrato» con la codificación de la nomenclatura de

la Clasificación Nacional de Productos por Actividades 1996

(CNPA-1996) o, en su caso, la codificación correspondiente a

la nomenclatura Vocabulario Común de Contratos (CPV) de la

Comisión Europea.
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1.5. Las especificaciones técnicas de los bienes quedan

descritas de forma expresa en el Pliego de Prescripciones

Técnicas Particulares.

1.6. El suministro incluye la distribución, montaje, insta-

lación y puesta en marcha, en caso de ser necesario, de los

bienes objeto de la contratación, de conformidad con el des-

tino que se especifica en el Pliego de Prescripciones Técnicas

Particulares.

2. Naturaleza y régimen jurídico del contrato.

2.1. El contrato de suministro a que se refiere el presente

Pliego tiene naturaleza administrativa y se regirá por lo dis-

puesto en aquél; en el Pliego de Prescripciones Técnicas

Particulares; en el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de

junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de

Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP); en el

Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se

aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las

Administraciones Públicas (RGLCAP). Supletoriamente se regirá

por las restantes normas de Derecho Administrativo y, en defecto

de éstas, serán de aplicación las normas de Derecho privado.

2.2. El presente Pliego, el de Prescripciones Técnicas

Particulares y demás documentos anexos revestirán carácter

contractual. En caso de discordancia entre el presente Pliego

y cualquiera del resto de los documentos contractuales, pre-

valecerá el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, en

el que se contienen los derechos y obligaciones de los licita-

dores y adjudicatario. El contrato se ajustará al contenido del

presente Pliego, cuyas cláusulas se considerarán parte inte-

grante de aquél.

2.3. El desconocimiento del contrato en cualquiera de sus

términos, de los documentos anexos que forman parte del

mismo o de las instrucciones, Pliegos o normas de toda índole

dictadas por la Administración que puedan ser de aplicación

en la ejecución de la prestación pactada, no eximirá al con-

tratista de la obligación de su cumplimiento.

3. Precio del contrato.

3.1. El precio del contrato será el que resulte de la adju-

dicación del mismo e incluirá el IVA y demás tributos que sean

de aplicación según las disposiciones vigentes, así como cual-

quier otro gasto contemplado en el presente Pliego y se abo-

nará con cargo a la aplicación presupuestaria y anualidades

que se señalan en el Anexo núm. 1.

La oferta económica no podrá superar el presupuesto de

licitación.

El número de unidades a adquirir podrá aumentarse con

respecto a las indicadas en el Anexo núm. 2, caso de obtenerse

un precio inferior al presupuestado como consecuencia de la

baja ofrecida por los licitadores hasta agotar dicho presupuesto.

En el contrato de arrendamiento, las cantidades que, en su

caso, debe satisfacer la Administración en concepto de canon

de mantenimiento se fijará separadamente de las constitutivas

del precio del arriendo.

3.2. En aquellos casos en que se prevea la contratación

por lotes diferenciados entre sí, la concurrencia a los mismos,

la adjudicación y la contratación se podrán realizar por

separado.

3.3. A los efectos de los suministros en que el empresa-

rio se obligue a entregar una pluralidad de bienes, de forma

sucesiva, sin que la cuantía total se defina con exactitud al

tiempo de celebrarse el contrato, previstos en el art. 172 apar-

tado 1, letra a) del TRLCAP, el límite máximo del gasto que

puede suponer el contrato para la Administración se fija en la

cuantía citada en el Cuadro resumen del presente Pliego. 

3.4. El precio del presente contrato podrá ser objeto de

revisión de conformidad con los artículos 103 a 108 del TRLCAP

y en los artículos 104, 105 y 106 del RGLCAP, a cuyos efectos

se aplicará la fórmula o sistema recogido en el Anexo núm. 1,

donde igualmente se especificará si el precio es o no revisa-

ble. En el supuesto de que no lo fuese, constará en el expe-

diente la correspondiente resolución motivada, no modificán-

dose dicha circunstancia por la prórroga del plazo durante la

ejecución del contrato. En el Anexo núm. 1 podrá establecerse

que el pago del precio total de los bienes a suministrar, cuando

por razones técnicas o económicas debidamente justificadas

en el expediente lo aconsejen, podrá consistir parte en dinero

y parte en la entrega de otros bienes de la misma clase, sin

que en ningún caso, el importe de éstos pueda superar el 50%

del precio total. A estos efectos, se estará a lo dispuesto en el

artículo187 del TRLCAP. En este supuesto el importe a abonar

será la diferencia entre el precio del contrato resultante de la

adjudicación y la valoración de los bienes entregados. En el

Anexo núm. 2 se incluirá la relación de los citados bienes. 

4. Existencia de crédito.

Existe el crédito preciso para atender las obligaciones eco-

nómicas que se deriven para la Administración del contrato al

que se refiere el presente Pliego.

La tramitación del gasto podrá hacerse anticipadamente

de acuerdo con las normas vigentes que le sean de aplicación.

En este supuesto, se hará constar tal circunstancia de forma

expresa en el Anexo núm. 1.

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al de

la iniciación de la ejecución, la adjudicación quedará sometida

a la condición suspensiva de la existencia de crédito adecuado

y suficiente para financiar las obligaciones derivadas del con-

trato en el ejercicio correspondiente, existiendo previsión de

crédito para tal fin en los Presupuestos de la Comunidad

Autónoma de Andalucía (art. 67.2.d del RGLCAP).

5. Plazo de ejecución.

El plazo total para la fabricación o entrega del suministro,

así como los plazos parciales para las sucesivas entregas que,

en su caso, pudieran establecerse, serán los fijados en el Anexo

núm. 1, y comenzará a contar a partir del día siguiente al de

la firma del documento de formalización del contrato, excepto

en los caso previstos en los artículos 71 y 72 del TRLCAP.

No obstante, y de acuerdo con la propuesta técnica del

adjudicatario, la Administración podrá aprobar el programa en

el que se incluirán los plazos totales y parciales obligatorios.

La entrega se efectuará en el lugar de destino especificado

en el Anexo núm. 2, en perfecto estado de funcionamiento en

la forma que establezca el Pliego de Prescripciones Técnicas,

siendo de cuenta del adjudicatario los gastos de transporte,

instalación y de entrega.

6. Capacidad para contratar.

6.1. Están facultadas para contratar con la Consejería de

Turismo y Deporte las personas naturales o jurídicas, españo-

las y extranjeras que tengan plena capacidad de obrar y acre-

diten su solvencia económica, financiera y técnica de confor-

midad con lo exigido en el presente Pliego.

6.2. En ningún caso podrán contratar con la Administración

las personas en quienes concurra alguna de las circunstancias

que señala el art. 20 del TRLCAP.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

7. Sistema de adjudicación.

El presente contrato se adjudicará por el procedimiento

negociado de acuerdo con los distintos supuestos contempla-

dos en los artículos 181 y 182 del TRLCAP.

8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.

Las proposiciones junto con la documentación preceptiva

se presentarán dentro del plazo señalado en el anuncio, o en

la invitación cursada a través de carta, oficio, telegrama, télex

o telecopia, en el Registro del órgano de contratación indicado

en los mismos.
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Cada licitador no podrá presentar más de una proposi-

ción, ni individualmente ni como miembro de más de una unión

temporal.

8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.

Las proposiciones, junto con la documentación precep-

tiva, se presentarán en el Registro General de la Consejería de

Turismo y Deporte, dentro del plazo señalado en el anuncio o

invitación.

Asimismo serán admisibles las ofertas que se remitan por

correo, dentro del plazo de admisión fijado. En tal caso, el ofer-

tante vendrá obligado a justificar la fecha de imposición del

envío y anunciar al órgano de contratación la remisión de la

oferta mediante télex o telegrama en el mismo día. Sin la con-

currencia de ambos requisitos no será admitida la proposición

si es recibida por el órgano de contratación con posterioridad

a la fecha de la terminación del plazo señalado en el anuncio.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes a la

indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta no será

admitida en ningún caso.

La presentación de las proposiciones presume la acepta-

ción incondicional por parte del licitador de todas las cláusu-

las de este Pliego, sin salvedad alguna.

8.2. Forma de presentación de las proposiciones.

En la fase de negociación de los términos del contrato, los

licitadores presentarán sus proposiciones económicas y técni-

cas de acuerdo con lo que se indica en los epígrafes siguientes.

Toda la documentación de las proposiciones presentadas

deberán venir en castellano. En el caso de que se presente en

idioma distinto ésta deberá acompañarse de traducción reali-

zada por intérprete jurado nombrado por el Ministerio de Asuntos

Exteriores. 

Dichos licitadores serán empresas capacitadas para la rea-

lización del objeto del contrato, sin que su número sea inferior

a tres, siempre que ello sea posible, fijando con la seleccio-

nada el precio del mismo y dejando constancia de todo ello en

el expediente.

Los bienes que integran esta contratación podrán ser ofer-

tados en su totalidad o, cuando así esté previsto en el Pliego,

por lotes, debiendo especificarse claramente, en este caso, por

los licitadores en el contenido del sobre núm. 2 «Proposición

económica y técnica», los lotes a los que concurren, efec-

tuándose la adjudicación en atención a los lotes ofertados. En

todo caso, cuando la contratación esté prevista por lotes, las

ofertas contendrán el precio ofertado por cada lote.

En el interior de cada sobre se hará constar en hoja inde-

pendiente su conteniendo siguiendo la numeración que se espe-

cifica en las cláusulas 8.2.1 y 8.2.2 (art. 80.1 del RGLCAP).

En cada uno de los sobres figurará externamente el nom-

bre del licitador, domicilio social, teléfono y fax a efectos de

comunicaciones, así como el título del suministro, e incluirá la

documentación que a continuación se indica.

8.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación general.

Los documentos que se relacionan a continuación podrán

aportarse en original o mediante copias que tengan carácter

de auténticas conforme a la legislación vigente, a excepción de

aquellos documentos que acrediten la constitución de la garan-

tía provisional, que deberán ser, en todo caso, originales y se

aportarán ordenados tal como se indica a continuación.

En las uniones temporales, la documentación general

deberá ser aportada por todos y cada uno de sus miembros.

La certificación de la inscripción en el Registro de

Licitadores de la Comunidad Autónoma de Andalucía exime a

los licitadores en él incluidos de la presentación de la docu-

mentación relativa a los extremos registrados en el mismo,

siempre que vaya acompañada de declaración responsable de

no alteración de los datos registrados.

a) Documento justificativo de haber constituido garantía

provisional a favor del órgano de contratación, equivalente al

2% del Presupuesto de licitación, si es que dicho órgano la

exige con carácter necesario, conforme al art. 35.1 del TRLCAP

debiendo figurar su cuantía en el Cuadro resumen.

Si es exigible dicha garantía provisional podrá ésta cons-

tituirse en cualquiera de las formas previstas en el art. 35 del

TRLCAP y en su desarrollo en los artículos 55, 56, 57 y 58 del

RGLCAP.

En caso de constitución en metálico o en valores públicos

o privados, con sujeción, en su caso, a las condiciones regla-

mentariamente establecidas, el metálico, los valores o los cer-

tificados correspondientes se depositarán en las Cajas Provin-

ciales de Depósitos establecidas en las Delegaciones Provinciales

de la Consejería de Economía y Hacienda.

Si se constituye la garantía mediante aval prestado, en la

forma y condiciones reglamentarias, por algunas de las enti-

dades para operar en España, deberá aportarse el documento

original. Si se constituyera la garantía mediante seguro de cau-

ción celebrado con entidad aseguradora autorizada para ope-

rar en el ramo de caución, deberá entregarse el original del cer-

tificado del contrato. En ambos casos, deberá constar en los

citados documentos el visado que acredite el previo bastanteo

del poder efectuado por el Gabinete Jurídico de la Junta de

Andalucía, que se obtendrá en las Delegaciones Provinciales

de la Consejería de Economía y Hacienda.

En caso de uniones temporales de empresarios, la garan-

tía provisional podrá constituirse por una o por varias de las

empresas participantes en la unión, siempre que en conjunto

se alcance la cuantía requerida en el art. 35.1 del TRLCAP y

garantice solidariamente a todos los integrantes de la misma

(art. 61.1 del RGLCAP). 

Están exentos de la constitución de la misma, en el caso

que fuera exigible, aquellos licitadores que tuviesen constituida

la garantía global prevista en el art. 36.2 del TRLCAP. En este

último caso, deberán aportar certificación expedida por la Caja

de Depósitos comprensiva de la existencia de la garantía glo-

bal y de la suficiencia de la misma. 

Conforme al art. 162.6 de la Ley de Sociedades

Cooperativas Andaluzas, dichas Cooperativas sólo tendrán que

aportar el 25% de dicha garantía, si fuera exigible.

b) Documentos acreditativos de la personalidad y capaci-

dad jurídica y de obrar del empresario:

1. Si la empresa fuere persona jurídica, deberá presentar

copia autorizada o testimonio notarial de la escritura de cons-

titución y en su caso de modificación o transformación debi-

damente inscrita en el Registro Mercantil, cuando este requi-

sito fuera exigible conforme a la legislación mercantil; si no lo

fuere, la acreditación de la capacidad de obrar se realizará

mediante la escritura o documento de constitución, de modi-

ficación, estatutos o acto fundacional en el que constaren las

normas por las que se regula su actividad, inscritos, en su caso,

en el correspondiente registro oficial, así como copia del número

de identificación fiscal.

2. Para los empresarios individuales será obligatorio la pre-

sentación de copia compulsada, notarial o administrativamente,

del Documento Nacional de Identidad o el que, en su caso,

haga sus veces, así como el Número de Identificación Fiscal.

3. En las uniones temporales, tanto de personas físicas

como jurídicas, cada uno de los componentes acreditará su

capacidad, personalidad, representación y solvencia, debiendo

indicar en documento aparte los nombres y circunstancias de

los que la suscriben, el porcentaje de participación de cada

uno de ellos y designar la persona o entidad que, durante la

vigencia del contrato, ha de ostentar la representación de todos

ellos.

4. Para los empresarios no españoles de Estados miem-

bros de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre

el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-

cripción en los Registros o presentar las certificaciones que se

indican en el Anexo núm. 1 del RGLCAP, en función del objeto

del contrato.
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La capacidad de obrar de las empresas extranjeras no

comprendidas en el párrafo anterior se acreditará mediante

informe expedido por la Misión Diplomática Permanente u

Oficina Consular de España del lugar del domicilio de la

empresa, en la que se haga constar, previa acreditación por la

empresa, que figuran inscritas en el Registro local profesional,

comercial o análogo o, en su defecto, que actúan con habi-

tualidad en el tráfico local en el ámbito de las actividades a las

que se extiende el objeto del contrato. En estos supuestos, ade-

más, deberá acompañarse informe de la Misión Diplomática

Permanente de España o de la Secretaría General de Comercio

Exterior del Ministerio de Economía sobre la condición de Estado

signatario del Acuerdo sobre Contratación Pública de la

Organización Mundial del Comercio, siempre que se trate de

contratos de cuantía igual o superior a la prevista al art. 177.2

del TRLCAP o, en caso contrario, el informe de reciprocidad a

que se refiere el art. 23.1 del TRLCAP.

c) Documentos acreditativos de la representación:

Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre

de otro presentarán poder de representación, bastanteado por

el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

Si la empresa fuera persona jurídica, el poder general

deberá figurar inscrito, en su caso, en el Registro Mercantil. Si

se trata de un poder especial para un acto concreto no será

necesario el requisito de su previa inscripción en el Registro

Mercantil, de acuerdo con el art. 94.1.5 del Reglamento del

Registro Mercantil.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de

representación, deberá acompañar copia compulsada, nota-

rial o administrativamente, de su Documento Nacional de

Identidad o el que lo sustituya reglamentariamente.

d) Documentos que acreditan la solvencia económica,

financiera y técnica o profesional.

La justificación de la solvencia económica y financiera y

técnica se acreditará por los medios previstos en los artículos

16 y 18 del TRLCAP.

Tanto los medios para justificar la solvencia como los cri-

terios de selección se especificarán para cada contrato en con-

creto en el Anexo núm. 8.

e) Cuando dos o más empresarios presenten oferta con-

junta de licitación, constituyendo unión temporal, cada uno

acreditará su capacidad, personalidad y representación,

debiendo indicar en documento aparte los nombres y cir-

cunstancias de los empresarios que la suscriben, el porcentaje

de participación de cada uno de ellos y designar la persona o

entidad que durante la vigencia del contrato, ha de ostentar la

plena representación de todos ante la Administración.

f) Para las empresas extranjeras, declaración de someterse

a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales españoles de cual-

quier orden, para todas las incidencias que de modo directo o

indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia, en su caso,

al fuero jurisdiccional extranjero que pudiera corresponder al

licitante. Las empresas extranjeras no comunitarias, además,

deberán acreditar que tienen abierta sucursal en España, con

designación de apoderados o representantes para sus opera-

ciones y que estén inscritas en el Registro Mercantil.

g) Declaración expresa responsable firmada por el licita-

dor o su representante legal, de que el ofertante posee plena

capacidad de obrar y no está incurso en las prohibiciones de

contratar del art. 20 del TRLCAP conforme a alguno de los

medios previstos en el art. 21.5 del mismo cuerpo legal y con

respecto a las situaciones indicadas en las distintas letras del

citado art. 20 a lo que hay que añadir la circunstancia de no

estar incurso en ninguno de los supuestos de la Ley 5/1984,

de 23 de abril, sobre Incompatibilidades de Altos Cargos de la

Administración Pública Andaluza, con las modificaciones esta-

blecidas por la Ley 4/1990, de 23 de abril y por la Ley 3/1994

de 5 de abril.

h) Declaración responsable sobre la circunstancia de

hallarse al corriente del cumplimiento de las obligaciones tri-

butarias tanto en relación con el Estado como en relación con

las correspondientes a la Comunidad Autónoma de Andalucía,

con referencia expresa al Impuesto de Actividades Económicas,

y con la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigen-

tes. Esta declaración no impide que la justificación acreditativa

de tal requisito deba exigirse antes de la adjudicación a los que

vayan a resultar adjudicatarios del contrato, a cuyo efecto se

les concederá un plazo máximo de cinco días hábiles. 

Las circunstancias g) y h) se encuentran recogidas en el

modelo establecido en el Anexo núm. 3 «Declaración respon-

sable de tener capacidad para contratar».

i) Declaración responsable de no haber participado en la

elaboración de las especificaciones técnicas del proyecto que

se licita, aprobado por la Administración, solamente para el

caso de que dicha participación pueda provocar restricciones

a la libre concurrencia o suponer un trato privilegiado con res-

pecto al resto de las empresas licitadoras.

j) A los efectos de la aplicación de la regla prevista en el

art. 86.1 del RGLCAP, los licitadores deberán presentar rela-

ción de las empresas pertenecientes al mismo grupo, enten-

diéndose por tales las que se encuentren en alguno de los

supuestos del art. 42.1 del Código de Comercio.

8.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición económica y téc-

nica.

a) En este sobre se incluirá la proposición económica que

deberá ajustarse exactamente al modelo oficial que figura en

el Anexo núm. 4 «Proposición económica», debidamente fir-

mada y fechada.

En la oferta económica se entenderá a todos los efectos

incluido el impuesto sobre el Valor Añadido y demás tributos

de cualquier índole que sean de aplicación, así como todos los

gastos que se originen para el adjudicatario como consecuen-

cia del cumplimiento de las obligaciones del contrato.

b) La propuesta técnica incluirá la documentación que se

indica en el Anexo núm. 5, y se presentará perfectamente cla-

sificada por apartados y siguiendo la misma estructura que se

contiene en el citado anexo.

Sólo se podrán tomar en consideración las variantes o

alternativas que se hayan previsto expresamente en el Pliego.

En este caso se precisará en el Anexo núm. 6 sobre qué ele-

mentos y en qué condiciones queda autorizada su presenta-

ción y si podrá tener o no repercusión económica.

El licitador no podrá suscribir ninguna oferta en agrupa-

ción temporal con otras empresas, si lo ha hecho individual-

mente, ni figurar en más de una unión temporal. La infracción

de esta norma dará lugar a la no admisión de todas las pro-

posiciones por él suscritas.

9. Procedimiento de adjudicación.

9.1. Recepción de documentación.

Terminado el plazo de recepción de proposiciones seña-

lado en el anuncio de licitación o invitación, el funcionario res-

ponsable del Registro expedirá una certificación donde se rela-

cionen las proposiciones recibidas o, en su caso, la ausencia

de proposiciones, que junto con los sobres aportados remitirá

al órgano que gestione el contrato o al Secretario de la Mesa

de Contratación si ésta potestativamente se hubiera consti-

tuido, siendo de aplicación en este caso lo dispuesto con carác-

ter general en el art. 81 del TRLCAP.

9.2. Certificación y calificación de documentos.

Una vez recibidos los sobres por el Secretario de la Mesa

de Contratación junto con el certificado del funcionario encar-

gado del Registro, se constituirá la Mesa de Contratación de la

Consejería de Turismo y Deporte, para calificar previamente los

documentos presentados en tiempo y forma.

A tal efecto, el Presidente ordenará la apertura del sobre

núm. 1 y el Secretario de la Mesa certificará la relación de

documentos que figuren en cada uno de ellos.
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La Mesa examinará la documentación a que se hace refe-

rencia en el art. 79.2 del TRLCAP y si se observaran defectos

materiales en la documentación solicitada podrá concederse,

si la Mesa de Contratación lo estima conveniente, un plazo no

superior a tres días para que el licitador subsane el error, bajo

apercibimiento de exclusión definitiva si en el plazo concedido

no procede a la subsanación de la documentación (art. 81.2

del RGLCAP).

A los efectos establecidos en los artículos 15 a 20 del

TRLCAP, el órgano y la Mesa de Contratación podrán recabar

del empresario aclaraciones sobre los certificados y documentos

presentados o requerirle para la presentación de otros com-

plementarios, lo que deberá cumplimentar en el plazo de cinco

días.

Seguidamente la Mesa de Contratación podrá remitir todo

el expediente, junto con la documentación incluida en los

sobres, al órgano gestor o una unidad técnica a la que se enco-

miende la negociación.

La unidad técnica elaborará un informe en el que, con el

suficiente desarrollo se recojan las negociaciones realizadas o

la oferta seleccionada, teniendo en cuenta los aspectos eco-

nómicos y técnicos que han de ser objeto de negociación, y

será aquella que, de forma motivada, mejor satisfaga el inte-

rés de la Administración.

Una vez recibido el informe del órgano gestor junto con el

expediente completo, que deberá dejar constancia de todas las

actuaciones realizadas, se constituirá la Mesa de Contratación

que, tras examinar los documentos citados, redactará propuesta

de adjudicación, y la elevará, junto con el acta y las proposi-

ciones, a la autoridad que haya de adjudicar el contrato.

La Mesa de Contratación podrá solicitar, antes de formu-

lar su propuesta, cuantos informes técnicos considere preci-

sos y se relacionen con el objeto del contrato.

La constitución de la Mesa de Contratación será potesta-

tiva para el órgano de contratación, de acuerdo con el art. 81.1

del TRLCAP, según se indica en el Anexo núm. 1. En el supuesto

de que el órgano de contratación acuerde, concretamente en

la resolución de inicio del expediente, no estar asistido por la

Mesa de Contratación de la Consejería de Turismo y Deporte,

todas las referencias existentes en el presente Pliego a la misma

y a su Secretario, se entenderán realizadas al Servicio respon-

sable del centro directivo correspondiente.

En este último supuesto de no intervención de la Mesa,

la unidad gestora del expediente contactará con las empresas

invitadas que hubieran presentado proposición en tiempo y

forma, según certificado del funcionario encargado del Registro

y, previa subsanación, en su caso, de los errores materiales y

aclaración o aportación de documentos complementarios a los

efectos del art. 79, 2 del TRLCAP y 11 del RGLCAP, con suje-

ción a las previsiones de los Pliegos y sin exceder del presu-

puesto de licitación, negociará los términos económicos y

técnicos que mejor hayan de satisfacer el interés de la Adminis-

tración, llegando a un acuerdo con la empresa que hará cons-

tar en acta suscrita por ambas partes.

La unidad gestora emitirá un informe motivado, en el que

se recojan las negociaciones realizadas, la oferta alcanzada y

la oferta seleccionada que justifique la selección de la empresa.

9.3. Adjudicación del contrato.

Antes de la adjudicación, a los que vayan a resultar adju-

dicatarios del contrato, se les concederá un plazo máximo de

cinco días hábiles, al objeto de que, como se indica a conti-

nuación, justifiquen debidamente estar al corriente en el cum-

plimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad

Social, que también podrá acreditarse con la aportación del

certificado por el Registro de Licitadores, tal como se indica en

la cláusula 8.2.1.

a) Obligaciones Tributarias.

Deberá aportar certificación positiva expedida por la Agencia

Estatal de Administración Tributaria de estar al corriente de las

obligaciones tributarias a que se refiere el art. 13 del RGLCAP,

o declaración responsable de no estar obligado a presentar las

declaraciones o documentos a que se refiere dicho artículo.

Igualmente, y en cumplimiento de la letra e) del art. 13

citado, se deberá aportar certificación positiva, expedida por

la Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria o por

los Servicios de Tesorería de las Delegaciones Provinciales de

la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía,

justificativa de la inexistencia con la Administración Autonómica

de deudas de naturaleza tributaria en período ejecutivo o, en

el caso de contribuyentes contra los que no proceda la utiliza-

ción de la vía de apremio, deudas no atendidas en período

voluntario.

b) Obligaciones con la Seguridad Social.

Así mismo, deberá aportar certificación positiva expedida

por la Tesorería Territorial de la Seguridad Social de hallarse al

corriente de las obligaciones de la Seguridad Social a que se

refiere el art. 14 del RGLCAP, o declaración responsable de no

estar obligado a presentar las declaraciones o documentos a

que se refiere dicho artículo.

c) Impuesto sobre Actividades Económicas.

Los licitadores presentarán justificante de estar dados de

alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas y al corriente

en el pago del mismo, aportando al efecto copia de la carta

de pago del último ejercicio, en los términos establecidos en

el art. 13.1.a) del RGLCAP, y acompañará una declaración res-

ponsable de no haberse dado de baja en la matrícula del citado

impuesto.

Las acreditaciones referenciadas podrán efectuarse

mediante la presentación, en su caso, de la certificación de la

inscripción en el Registro de Licitadores, no siendo ésta nece-

saria para el supuesto de que dicha certificación se hubiera

presentado junto con la proposición y se encuentre vigente. 

Cumplido este trámite, el órgano de contratación, a la vista

de la propuesta de la Mesa, de las actas levantadas, así como

del informe o estudio de la unidad técnica y, en su caso, de

las observaciones formuladas, o bien del informe de la unidad

gestora que justifique la selección de la empresa para el caso

de que no se constituya Mesa de Contratación, adjudicará el

contrato al empresario que estime más capacitado para llevar

a efecto la realización del mismo.

En todo caso, deberá dejarse constancia en el expediente

de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas y de las

razones para su aceptación o rechazo aplicadas por el órgano

de contratación. 

La Resolución motivada de adjudicación será notificada y

publicada de conformidad con lo señalado en el art. 93 del

TRLCAP.

10. Garantía definitiva.

10.1. Notificada la adjudicación del contrato, el adjudica-

tario, estará obligado a constituir, en el plazo máximo de quince

(15) días naturales, en cualquiera de las formas establecidas

en el art. 36 del TRLCAP, con los requisitos establecidos en el

art. 55 y siguientes del RGLCAP, una garantía definitiva, equi-

valente al 4% del importe de adjudicación, a disposición del

órgano de contratación, en las Cajas Provinciales de Depósitos

de la Consejería de Economía y Hacienda, o mediante la garan-

tía global con los requisitos establecidos en el art. 36.2 del

TRLCAP. De no cumplirse este requisito por causas imputables

al adjudicatario, la Administración podrá declarar resuelto el

contrato.

Así mismo, en el Cuadro resumen podrá establecerse una

garantía adicional de hasta el 6% del mismo importe, en los

contratos que se estime conveniente, justificándose todo ello

en el Anexo núm. 7 de este Pliego. A todos los efectos, dicho

complemento tendrá la consideración de garantía definitiva,

apareciendo en el Cuadro resumen los importes correspon-

dientes a ambos conceptos, cuya suma en ningún caso podrá

exceder del 10% del importe de adjudicación.
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La garantía definitiva responderá de los conceptos men-

cionados en el art. 43 del TRLCAP.

Conforme al art. 162.6 de la Ley de Sociedades Coopera-

tivas Andaluzas, dichas Cooperativas sólo tendrán que aportar

el 25% de dicha garantía.

10.2. No será necesaria la constitución de garantía defi-

nitiva en los supuestos determinados en el art. 40 del TRLCAP.

10.3. Cuando a consecuencia de la modificación del con-

trato, experimente variación el precio total del suministro con-

tratado, se reajustará la garantía, en el plazo señalado en el

art. 41 del TRLCAP, contado desde la fecha en que se notifi-

que al empresario el acuerdo de modificación, para que guarde

la debida proporción con el precio del contrato resultante de

su modificación. 

10.4. La devolución y cancelación de las garantías se efec-

tuará de conformidad con lo dispuesto en el art. 47 del TRL-

CAP y 65.2 y 3 del RGLCAP.

11. Formalización del contrato / cesión / subcontratación.

11.1. Antes de la formalización del contrato, el adjudica-

tario deberá acreditar ante el órgano gestor el haber abonado

los gastos y tributos derivados del anuncio por una sola vez,

cuyo importe máximo, de conformidad con el artículo 67.2. g)

del RGLCAP figura en el Anexo núm. 1. Las aclaraciones o rec-

tificaciones producidas en el mismo como, en su caso, en otros

medios de difusión, correrán a cargo del órgano de contra-

tación.

11.2. El contrato se formalizará en documento adminis-

trativo dentro del plazo de treinta días naturales a contar desde

el siguiente al de la notificación de la adjudicación, constitu-

yendo dicho documento título suficiente para acceder a cual-

quier Registro Público pudiendo, no obstante, elevarse a escri-

tura pública cuando así lo solicite el contratista, siendo a su

costa en este caso los gastos derivados del otorgamiento.

11.3. La falta de formalización del contrato en el plazo indi-

cado por causas imputables al adjudicatario facultará a la

Administración para acordar la resolución del mismo, previa

audiencia del interesado, con los efectos legalmente previstos.

11.4. Simultáneamente con la firma del contrato, deberá

ser firmado por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas

Administrativas particulares y el de Prescripciones Técnicas. 

11.5. La escritura pública de formalización de la unión

temporal deberá aportarse previamente a la firma del contrato.

11.6. Los derechos y obligaciones dimanantes del contrato

podrán ser cedidos a un tercero siempre que se cumplan los

requisitos establecidos en el art. 114 del TRLCAP. 

11.7. La contratación por el adjudicatario de la realización

parcial del contrato con terceros estará sujeta a los requisitos

establecidos en el art. 115 del TRLCAP, así como el pago a sub-

contratistas y suministradores deberá ajustarse a lo dispuesto

en el art. 116 del TRLCAP.

11.8. En el Cuadro resumen se fijará, en su caso, la parte

o tanto por ciento que, en su caso, se fije de las prestaciones

o suministros susceptibles de subcontratación, siempre que

exceda del 50% del importe de adjudicación, conforme al art.

115 del TRLCAP.

12. Modificación del contrato.

Cuando como consecuencia de las modificaciones del

contrato de suministro se produzcan aumentos, reducción o

supresión de las unidades de bienes que integran el suminis-

tro o sustitución de unos bienes por otros, siempre que los mis-

mos estén comprendidos en el contrato, estas modificaciones

serán obligatorias para el contratista, sin que tenga derecho

alguno en caso de supresión o reducción de unidades o cla-

ses de bienes a reclamar indemnización por dichas causas,

sin perjuicio de lo establecido en el art. 192.c) del TRLCAP.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

13. Ejecución del contrato.

13.1. La ejecución del contrato no podrá iniciarse sin su

previa formalización y a los efectos de la letra v) del art. 67.2

del RGLCAP el contratista deberá guardar el debido sigilo sobre

el contenido del contrato adjudicado.

13.2. La ejecución se realizará a riesgo y ventura del con-

tratista.

13.3. El contratista queda obligado a realizar el objeto del

contrato en los términos previstos en el Pliego de Prescripciones

Técnicas que rige la presente contratación. El suministrador no

tendrá derecho a indemnización por causa de pérdidas, ave-

rías o perjuicios ocasionados en los bienes antes de su entrega

a la Administración, salvo que ésta hubiera incurrido en mora

al recibirlos.

Cuando el acto formal de la recepción de los bienes, de

acuerdo con las condiciones del Pliego, sea posterior a su

entrega, la Administración será responsable de la custodia de

los mismos durante el tiempo que medie entre una y otra.

Los bienes quedarán en el punto de destino listos para su

utilización conforme a lo establecido en este Pliego y el de

Prescripciones Técnicas del suministro, debiendo el contratista,

proceder, en su caso, a la retirada de los bienes entregados

como pago de parte del precio.

13.4. Serán de cuenta del adjudicatario los gastos e

impuestos derivados del anuncio o anuncios de la licitación,

hasta el importe máximo establecido en el Cuadro resumen de

este Pliego, de la publicación de la adjudicación y de la for-

malización del contrato.

13.5. El contratista está obligado al cumplimiento de todas

las disposiciones vigentes en relación con la actividad desa-

rrollada. Para utilizar materiales, suministros, procedimientos

y equipos en la ejecución del objeto del contrato deberá obte-

ner las cesiones, permisos y autorizaciones necesarias de los

titulares de las patentes, modelos y marcas de fabricación

correspondientes, corriendo de su cuenta el pago de los dere-

chos e indemnizaciones por tales conceptos, siendo respon-

sable de toda reclamación relativa a la propiedad industrial,

comercial e intelectual y debiendo indemnizar a la Consejería

de Turismo y Deporte por todos los daños y perjuicios que para

la misma puedan derivarse de la interposición de cualquier tipo

de reclamaciones.

13.6. El personal adscrito al suministro dependerá exclu-

sivamente del contratista, el cual tendrá todos los derechos y

deberes inherentes a su calidad de empresario respecto del

mismo.

En general, el contratista responderá de cuantas obliga-

ciones le vienen impuestas en su carácter de empleador, así

como del cumplimiento de cuantas normas regulan y desa-

rrollan la relación laboral o de otro tipo, existente entre aquél,

o entre sus subcontratistas, y los trabajadores de uno y otro,

sin que pueda repercutir sobre la Administración ninguna multa,

sanción o cualquier tipo de responsabilidad que por incumpli-

miento de alguna de ellas, pudieran imponerle los organismos

competentes.

13.7. El contratista deberá indemnizar cuantos daños y

perjuicios se causen a terceros derivados de la ejecución del

contrato, salvo que fuesen consecuencia inmediata y directa

de una orden de la Consejería de Turismo y Deporte.

13.8. Si el suministro comprendiese la fabricación de los

bienes, éstos se fabricarán con estricta sujeción al Pliego de

Prescripciones Técnicas elaborado por la Administración que

ha de regir el presente contrato.

El contratista será responsable de toda reclamación rela-

tiva a la propiedad industrial, intelectual o comercial de los

materiales, procedimiento y equipos utilizados.

La Administración se reserva el derecho a efectuar cuan-

tas comprobaciones estime convenientes de las calidades de
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los bienes durante su fabricación y a fijar el procedimiento a

seguir en el reconocimiento del material al tiempo de la entrega.

A estos efectos, la Administración contratante tiene la facul-

tad de inspeccionar y de ser informada, cuando lo solicite, del

proceso de fabricación o elaboración del producto que haya de

ser entregado, pudiendo ordenar o realizar por sí misma aná-

lisis, ensayos y pruebas de los materiales a emplear, con la

finalidad de comprobar si los mismos corresponden al mate-

rial ofertado por el empresario, levantándose, en su caso, Acta

de disconformidad que podrá dar lugar a la resolución del con-

trato.

En los contratos de suministro de fabricación a los que se

refiere el art. 172.1.c) del TRLCAP, cuando la Administración

aporte total o parcialmente los materiales precisos se consi-

derarán éstos depositados bajo la custodia del adjudicatario,

que deberá prestar, además, las garantías que se especifiquen

en el Cuadro resumen de este Pliego. La responsabilidad del

adjudicatario respecto a los materiales quedará extinguida

cuando se reciban de conformidad los bienes objeto del sumi-

nistro.

En la fabricación de bienes muebles por la Administración

se estará a lo dispuesto en el art. 194 del RGLCAP.

13.9. El contratista deberá tener suscrito los seguros obli-

gatorios, así como un seguro que cubra las responsabilidades

que se deriven en la ejecución del contrato en los términos que,

en su caso, se indique en el Pliego de Prescripciones Técnicas.

14. Cumplimiento del contrato y recepción.

14.1. El contrato se entenderá cumplido por el contratista

cuando éste haya realizado la totalidad de su objeto de acuerdo

con los términos del mismo y a satisfacción de la Consejería

de Turismo y Deporte.

14.2. La recepción se efectuará en los términos y con las

formalidades establecidas en los artículos 110 y 190.2 del

TRLCAP.

14.3. Su constatación exigirá un acto formal y positivo de

recepción por parte de la Consejería de Turismo y Deporte, que

deberá realizarse dentro del mes siguiente a haberse produ-

cido la realización del objeto del contrato.

14.4. No obstante, por razón de las características del

objeto del contrato, se establecerá, en su caso, en el Cuadro

resumen, el plazo concreto en que la Administración, dentro

del mes siguiente de haberse producido la entrega o realiza-

ción del objeto del contrato, efectuará un acto formal y posi-

tivo de recepción.

14.5. En la recepción de los bienes suministrados se com-

probará que el suministro se realizó en los términos previstos

en este Pliego y en el de Prescripciones Técnicas. Si los bienes

no se hallan en estado de ser recibidos se hará constar así en

el acta de recepción y se darán las instrucciones precisas al

contratista para que subsane los defectos observados o pro-

ceda a un nuevo suministro de conformidad con lo pactado.

15. Abono del contrato.

15.1. El contratista tendrá derecho al abono del suminis-

tro realizado y recibido de conformidad, en los términos esta-

blecidos en las normas que rigen el contrato y con arreglo al

precio convenido.

15.2. El pago del precio se realizará, según se indica en

el Anexo núm. 1, de una sola vez, previa comprobación de can-

tidades y calidades del suministro realizado y recepción de con-

formidad, o, parcialmente por el sistema de abono a cuenta,

previa prestación de la garantía correspondiente, cuando así

lo autorice la Administración conforme a lo estipulado en el

Pliego de Prescripciones Técnicas. 

15.3. El pago del precio se efectuará previa presentación

de factura por triplicado ejemplar, debiendo ser repercutido

como partida independiente el Impuesto sobre el Valor Añadido

en el documento que se presente para el cobro, sin que el

importe global contratado experimente incremento alguno.

Cuando se hubieran entregado bienes como parte del pago

del precio se estará a lo establecido en la cláusula tercera de

este Pliego.

En ningún caso la suma de las facturaciones parciales

podrá superar el importe total del contrato.

15.4. Si como consecuencia de retrasos en el abono del

precio por parte de la Administración se devengan intereses de

demora, los mismos se calcularán abonándose al contratista,

a partir del cumplimiento de los plazos para su devengo que

vienen legalmente establecidos en los artículos 99.4 y 110.4

del TRLCAP, el interés legal del dinero, incrementado en 1,5

puntos, de las cantidades adeudadas.

16. Plazo de garantía.

16.1. El plazo de garantía será de un año. Correrán de

cuenta del adjudicatario cuantos gastos se generen durante el

período de garantía, así como cualesquiera otros que resulten

de aplicación según las disposiciones vigentes, en la forma y

cuantía que éstas señalen.

16.2. En el Anexo núm. 1 Cuadro resumen de las carac-

terísticas del contrato se establecerá, en su caso, la justifica-

ción del no establecimiento del plazo de garantía.

16.3. Si durante el plazo de garantía se acreditase la exis-

tencia de vicios o defectos en los bienes suministrados, el

órgano de contratación tendrá derecho a reclamar al contra-

tista la reposición de los bienes que resulten inadecuados o la

reparación de los mismos, si fuese suficiente.

Si la Administración estimase, durante el plazo de garan-

tía, que los bienes no son aptos para el fin pretendido, como

consecuencia de los vicios o defectos observados en ellos e

imputables al empresario, se estará a lo dispuesto en los

artículos 43.d) y 191 del TRLCAP.

16.4. Terminado el plazo de garantía sin que la Administra-

ción haya formalizado alguno de los reparos o la denuncia a

que se refiere los apartados 1 y 3 del art. 191 del TRLCAP, el

contratista quedará exento de responsabilidad por razón de los

bienes suministrados y se procederá a la devolución de la fianza.

17. Causas de resolución del contrato.

17.1. Son causas de resolución del contrato las previstas

en los artículos 111 y 192 del TRLCAP, con los efectos señala-

dos en los artículos 112, 113 y 193 de dicha Ley.

17.2. Podrán igualmente ser causa de resolución, a juicio

del órgano de contratación:

a) El incumplimiento por el contratista de cualquiera de

las obligaciones establecidas con carácter preceptivo en el pre-

sente Pliego o en el de Prescripciones Técnicas.

b) Las reiteradas deficiencias en el suministro de los bie-

nes.

c) El no guardar el contratista el sigilo correspondiente

sobre los datos o antecedentes que, no siendo públicos o noto-

rios, estén relacionados con el objeto del contrato.

17.3. Cuando la resolución fuese por incumplimiento cul-

pable del contratista, le será incautada la garantía y deberá

indemnizar a la Consejería de Turismo y Deporte los daños y

perjuicios causados, en cuanto excedan del importe de la garan-

tía incautada. Tales extremos se resolverán previo expediente

contradictorio en el que se dará audiencia al contratista y se

someterá a informe de la Asesoría Jurídica (salvo en los casos

previstos en los artículos 41 y 96 del TRLCAP) así como del

Consejo Consultivo de Andalucía cuando se formule oposición

por parte de aquél.

18. Penalidades administrativas.

18.1. En caso de que el contratista incurriese en demora

en el cumplimiento del plazo total o parcial del contrato por

causas imputables al mismo, el órgano de contratación, sin

necesidad de intimación previa, podrá optar por la resolución
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del contrato, con pérdida de la garantía definitiva e indemni-

zación de los daños y perjuicios ocasionados a la Consejería

de Turismo y Deporte en lo que exceda del importe de la garan-

tía incautada, o por la imposición de las penalidades diarias

en la proporción de 0,12 por cada 601,01 e (0,2%) del precio

del contrato.

18.2. El importe de las penalidades se hará efectivo

mediante deducción de las mismas en las correspondientes

certificaciones o facturas, respondiendo en todo caso la garan-

tía definitiva de su efectividad.

18.3. Si la demora fuese por causas no imputables al con-

tratista y éste ofreciera cumplir sus compromisos, el órgano de

contratación le prorrogará el plazo en un tiempo igual, al menos,

al tiempo perdido, salvo que el contratista solicite otro menor.

19. Prerrogativas de la administración.

19.1. Conforme al art. 193 del TRLCAP, en el supuesto de

suspensión de la iniciación del suministro por tiempo superior

a seis meses, sólo tendrá derecho el contratista a percibir una

indemnización del 3% del precio de la adjudicación.

En el caso de desistimiento o de suspensión del suminis-

tro por plazo superior a un año por parte de la Administración,

el contratista tendrá derecho al 6% del precio de las entregas

dejadas de realizar en concepto de beneficio industrial.

19.2. El órgano de contratación ostenta, dentro de los lími-

tes y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en la Ley

de Contratos de las Administraciones Públicas, la prerrogativa

de interpretar los contratos administrativos, la de resolver las

dudas que ofrezca su cumplimiento, la de modificarlos por razo-

nes de interés público, así como la de acordar su resolución y

determinar los efectos de ésta. En la tramitación de los corres-

pondientes expedientes, se dará audiencia al contratista.

19.3. Los acuerdos correspondientes pondrán fin a la vía

administrativa y serán inmediatamente ejecutivos.

19.4. Contra cualquier acuerdo que ponga fin a la vía admi-

nistrativa podrá interponerse, con carácter potestativo, recurso

de reposición ante el mismo órgano en el plazo de un mes

desde su notificación o publicación o bien, directamente, recurso

contencioso-administrativo en el plazo de dos meses conforme

a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común y en la Ley 29/1998, de

13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-admi-

nistrativa. El eventual sometimiento a arbitraje se sujetará a los

requisitos establecidos en la Ley 5/1983, de 19 de julio, General

de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de

Andalucía.
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ANEXO núm. 1 (pág. 1)

(Suministros. Negociado)

CUADRO RESUMEN DE LAS CARACTERISTICAS DEL CONTRATO

EXPTE. NUM.:

Objeto del contrato:

Nomenclatura

A.1. Clasificación CPV (Vocabulario Común de la Contratación Pública)

Nomenclatura principal Nomenclatura complementaria (si procede)

Objeto

principal

Objetos

adicionales

Otra nomenclatura pertinente (NACE):

Procedimiento de adjudicación: negociado

Presupuesto

En cifra:

Límite máximo gasto (art. 172, apartado 1, letra a) del TRLCAP:

En cifra:

sí               no.

Concepto presupuestario y anualidades

Año Aplicación presupuestaria Importe

Revisión del precio:

sí, fórmula:

no, resolución de fecha:

Tramitación del expediente:          ordinaria          urgente          emergencia

Tramitación del gasto:          ordinaria          anticipada

Plazo de ejecución: total:            parciales:

Garantía provisional:          no.          sí, art. 35.1 del TRLCAP.

En cifra:

. . . - - - -

. . . - - - -

. . . - - - -

. . . - - - -

. . . - - - -
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ANEXO núm. 1 (pág. 2)

(Suministros. Negociado)

Presentación de certificado de asistencia técnica:            sí            no.

Garantía definitiva: adicional:                                      complementaria:

Garantía especial (art. 172.1, párrafo c) del TRLCAP):            sí            no.

Importe máximo gastos publicidad (art. 67.2.g) RGLCAP

........................ euros

Forma de pago:          pago único          pagos parciales.

Entrega de otros bienes de la misma clase como pago de parte del precio:            sí            no.

Plazo de garantía: Justificación del no establecimiento del plazo de garantía:

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

..................................................................................................

Plazo de recepción especial del art. 110.2 del TRLCAP

sí            no.

En su caso, parte o tanto por ciento de las prestaciones o suministros susceptibles de subcontratación:
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ANEXO núm. 2

(Suministros. Negociado)

ESPECIFICACIONES DEL SUMINISTRO

Objeto del contrato:

Lote Número Importe

núm.
Denominación del artículo

unidades total

Total  . . . . . . . . . . . .

Lugar de entrega del suministro:

Relación de bienes que se entregan como pago de parte del precio:



ANEXO núm. 3

(Suministros. Negociado)

DECLARACION RESPONSABLE DE TENER CAPACIDAD
PARA CONTRATAR

Don/doña .........................………….……………………..……,
con residencia en ................................, provincia de..................... 

calle...........……..........................................., núm. ........... con
Documento Nacional de Identidad núm. ......................................

en nombre propio o de la empresa……………......….....................,

que representa, declara bajo su personal responsabilidad y ante
el órgano que gestione el contrato:

- Tener plena capacidad de obrar y no estar incurso en las
prohibiciones e incompatibilidades conforme a los artículos 15
a 20 del TRLCAP, así como de no formar parte de los órganos
de gobierno o administración persona alguna a las que se refiere
la Ley 5/1984, de 23 de abril, de Incompatibilidades de Altos
Cargos de la Administración Andaluza.

- Estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
tributarias frente al Estado y a la Comunidad Autónoma de
Andalucía y con la Seguridad Social.

(Lugar, fecha y firma del proponente).

ANEXO núm. 4

(Suministros. Negociado)

PROPOSICION ECONOMICA

Don/doña..……….………………………………..………..…....,
mayor de edad, vecino/a de.................…………...........................,
con DNI núm. ....………………….., en nombre propio o en repre-
sentación de la empresa ........................……………………………,
con domicilio social en ....................……………………….................
y NIF núm. ........................., al objeto de participar en la nego-
ciación para la contratación del suministro de: «...........................
.......................................................................................................
.......................................................................................................
...................................................... (indicar título del contrato)»,
convocada por la Consejería de Turismo y Deporte de la Junta
de Andalucía, manifiesta lo siguiente:

Se compromete a ejecutar la prestación a la que concursa
con sujeción a los requisitos y condiciones exigidas por el pre-
cio de ...................................................... euros (....................e),
que incluye el Impuesto sobre el Valor Añadido y demás tribu-
tos que sean de aplicación, así como cualquier otro gasto con-
templado en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares
que rige el contrato, de acuerdo con la siguiente distribución:

Lote núm.     Artículo     Núm. unidades     Importe total

En ............................, a ........... de ...........…………................
de ..........

(Lugar, fecha, firma del licitador).

Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Turismo y Deporte.

ANEXO núm. 5

(Suministros. Negociado)

PROPUESTA TECNICA

La propuesta técnica comprenderá la siguiente docu-
mentación:

a) Memoria del bien o de los lotes ofertados.

Consiste en una descripción del bien o de cada un de los

lotes ofertados (en el mismo orden en que figuran en la oferta

económica), en la que deberán hacer referencia, al menos, a la

descripción de las características técnicas, estéticas y funciona-

les, así como la marca y modelo del bien o de los lotes oferta-

dos, incluyendo catálogo específico del material, si lo hubiera.

b) Asistencia técnica.

En el caso de establecerse en el Anexo núm. 1, estará obli-

gado el licitador a presentar un certificado de asistencia téc-

nica, en el que se hará constar la duración del periodo de garan-

tía (en caso de ofertar una garantía superior a la fijada por la

Administración), los medios de asistencia técnica con que

cuenta el licitador y en el que se manifieste el compromiso

expreso de ponerlo a disposición del mantenimiento o, en su

caso, reparación del material si resulta adjudicatario.

c) Documento firmado por el licitador en el que se expre-

sen los plazos total o parciales en que realizará la entrega del

bien a suministrar, que, en todo caso, será igual o inferior al

establecido por la Administración.

En el caso de que sean varios los lotes a los que concu-

rra, deberá presentar el licitador un programa donde se esta-

blezcan expresamente los plazos total o parciales en que se

comprometa a suministrar cada uno de los lotes ofertados.

d) Propuesta de mejoras, por considerar que pueden con-

venir a la prestación del suministro, entendiendo por tales los

incrementos tanto en calidad como en cantidad de la presta-

ción objeto del contrato y sin que los mismos tengan repercu-

sión económica sobre el precio ofertado. En ningún caso, las

mejoras tendrán la consideración de variantes o alternativas

tal como se especifica en la cláusula 8.2.3.

e) Otra documentación a presentar.

ANEXO núm. 6

(Suministros. Negociado)

VARIANTES O ALTERNATIVAS PREVISTAS

1. Elementos:

2. Condiciones:

3. Repercusión económica:

ANEXO núm. 7

(Suministros. Negociado)

JUSTIFICACION DEL ESTABLECIMIENTO DE GARANTIA

COMPLEMENTARIA PARA RESPONDER DEL CUMPLIMIENTO

DEL CONTRATO

De conformidad con lo dispuesto en el art. 36.3 del TRLCAP,

se estima necesaria la constitución de una garantía comple-

mentaria por el porcentaje que figura en el Cuadro resumen

de este Pliego, por las razones que se exponen a continuación:

ANEXO núm. 8

(Suministros. Negociado)

MEDIOS DE JUSTIFICACION DE LA SOLVENCIA ECONO-

MICA Y FINANCIERA Y TECNICA Y CRITERIOS DE SELEC-

CION

2. Solvencia económica y financiera. Artículo 16 del TRLCAP:

Medios:

Criterios de selección:

2. Solvencia técnica. Artículo 18 del TRLCAP:

Medios:

Criterios de selección:
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ANEXO III

PLIEGO-TIPO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICU-

LARES PARA LA CONTRATACION DE SUMINISTROS HOMO-

LOGADOS POR EL PROCEDIMIENTO NEGOCIADO SIN

PUBLICIDAD

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO.

1. Objeto del contrato.

2. Naturaleza y régimen jurídico del contrato.

3. Precio del contrato.

4. Existencia de crédito.

5. Plazo de ejecución.

6. Capacidad para contratar.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO.

7. Sistema de adjudicación.

8. Procedimiento de adjudicación.

8.1. Documentación.

8.2. Mejora de ofertas.

8.3. Adjudicación del contrato.

9. Garantía definitiva.

10. Formalización del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO.

11. Ejecución del contrato.

12. Entrega de los suministros.

13. Obligaciones laborales, sociales y económicas del con-

tratista.

14. Penalidades.

15. Abono del contrato.

16. Recepción.

17. Resolución del contrato.

18. Prerrogativas de la Administración y jurisdicción.

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Objeto del contrato.

El contrato a que se refiere el presente Pliego tiene por

objeto el suministro homologado que se detalla en el Anexo

núm. 2 «Especificaciones del suministro homologado» donde

se indica la Consejería, Organismo Autónomo o Centro de des-

tino, así como las unidades, referencias, marcas, modelos, pre-

cios y características técnicas recogidas en el Catálogo de

Suministros Homologados vigente, o en la oferta singularizada

o de campaña de suministros homologados aprobada por el

órgano de contratación.

2. Naturaleza y régimen jurídico del contrato.

2.1. El contrato de suministro a que se refiere el presente

Pliego tiene naturaleza administrativa y se regirá por lo dis-

puesto en aquél; en el Pliego de Prescripciones Técnicas

Particulares y por las condiciones que rigen el correspondiente

contrato de Adopción de Tipo con las empresas adjudicatarias

de los suministros homologados objeto del contrato. Para lo

no previsto en los mismos será de aplicación el Real Decreto

Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el

TRLCAP; el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el

que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos

de las Administraciones Públicas (RGLCAP) y por el Decreto

110/1992, de 16 de junio, que regula el Régimen de Adquisición

Centralizada de Determinados Bienes. Supletoriamente se regirá

por las restantes normas de Derecho Administrativo y, en defecto

de éstas, serán de aplicación las normas de Derecho privado.

Asimismo el referido contrato estará sujeto a lo estable-

cido por las normas de Derecho Comunitario que le sean de

aplicación.

2.2. El presente Pliego, el de Prescripciones Técnicas

Particulares y demás documentos anexos revestirán carácter

contractual. En caso de discordancia entre el Presente Pliego

y cualquier otro documento contractual, prevalecerá el Pliego

de Cláusulas Administrativas Particulares. El contrato se ajus-

tará al contenido del presente Pliego, cuyas cláusulas se con-

siderarán parte integrante de aquél.

2.3. El desconocimiento del contrato en cualquiera de sus

términos, de los documentos anexos que forman parte del

mismo o de las instrucciones, Pliegos o normas de toda índole

promulgadas por la Administración que puedan ser de aplica-

ción en la ejecución de la prestación pactada, no eximirá al

contratista de la obligación de su cumplimiento.

3. Precio del contrato.

3.1. El precio del contrato será el que resulte de la adju-

dicación del mismo, de acuerdo con los precios contenidos en

el Catálogo de Suministros Homologados vigente, afectado, en

su caso, por el porcentaje de descuento que figure en el mismo,

o, así mismo, de acuerdo con los precios aprobados por el

órgano de contratación para ofertas singularizadas o de cam-

paña sobre Suministros Homologados e incluirá el IVA y demás

tributos que sean de aplicación, así como cualquier otro gasto

contemplado en el presente pliego y se abonará con cargo a

la aplicación presupuestaria y anualidades que se señalan en

el Anexo núm. 1.

El órgano de contratación podrá adjudicar la totalidad del

material objeto del suministro homologado a uno o varios sumi-

nistradores, según se detalla en el Anexo núm. 2.

3.2. En el Anexo núm. 1 podrá establecerse que el pago

del precio total de los suministros, cuando por razones técni-

cas o económicas debidamente justificadas en el expediente

lo aconsejen, podrá consistir parte en dinero y parte en la

entrega de otros suministros de la misma clase, sin que en nin-

gún caso, el importe de éstos pueda superar el 50% del pre-

cio total. A estos efectos, se estará a lo dispuesto en el

artículo187 del TRLCAP. En este supuesto el importe a abonar

será la diferencia entre el precio del contrato resultante de la

adjudicación y la valoración de los suministros entregados. En

el Anexo núm. 2 se incluirá la relación de los citados suminis-

tros. Para la revisión de precios, se estará a lo que, en su caso,

se haya establecido en el correspondiente concurso de

Determinación de Tipo.

4. Existencia de crédito.

Existe el crédito preciso para atender las obligaciones eco-

nómicas que se deriven para la Administración del contrato al

que se refiere el presente Pliego.

Cuando se utilice la forma de pago prevista en el art. 187

del TRLCAP, el compromiso del gasto se limitará a la parte del

precio que se abone en efectivo.

La tramitación del gasto podrá hacerse anticipadamente

de acuerdo con las normas vigentes que le sean de aplicación.

En este supuesto, se hará constar tal circunstancia de forma

expresa en el Anexo núm. 1.

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al de

la iniciación de la ejecución, la adjudicación quedará sometida

a la condición suspensiva de la existencia de crédito adecuado

y suficiente para financiar las obligaciones derivadas del con-

trato en el ejercicio correspondiente, existiendo previsión de

crédito para tal fin en los Presupuestos de la Comunidad

Autónoma de Andalucía (art. 67.2.d) del RGLCAP).

5. Plazo de ejecución.

El plazo total para la fabricación o entrega del suministro,

así como los plazos parciales para las sucesivas entregas que,

en su caso, pudieran establecerse, serán los fijados en el Anexo

núm. 1, y comenzará a contar a partir del día siguiente al de

la firma del documento de formalización del contrato.

6. Capacidad para contratar.

Están facultadas para contratar las personas naturales o

jurídicas, españolas y extranjeras que, teniendo plena capaci-
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dad de obrar, no se hallen comprendidas en alguna de las cir-

cunstancias que señala el art. 20 del TRLCAP y hayan acredi-

tado su solvencia económica, financiera y técnica conforme a

los artículos 16 y 18 del TRLCAP. 

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

7. Sistema de adjudicación.

El contrato de suministros homologados se adjudicará por

el procedimiento negociado sin publicidad previa, por concu-

rrir la circunstancia de que los suministros a que se refieren

han sido declarados de necesaria uniformidad por la Dirección

General de Patrimonio de la Consejería de Economía y

Hacienda, para su utilización común por la Administración de

la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y efec-

tuada la Adopción del Tipo de los suministros a adquirir, sus

modelos, precios unitarios y empresas suministradoras, previa

e independientemente en virtud del concurso público que se

indica en el Anexo núm. 1, de conformidad con la letra g) del

art. 182 de TRLCAP y del Decreto 110/1992, de 16 de junio,

por el que se regula el régimen de adquisición de determina-

dos suministros en la Administración de la Comunidad

Autónoma de Andalucía. 

8. Procedimiento de adjudicación.

8.1. Documentación.

Al haberse presentado por las empresas adjudicatarias en

el concurso de Adopción del Tipo la preceptiva documentación

para concurrir al mismo, en el presente procedimiento de adju-

dicación de suministros homologados, no deberán presentar

documentación alguna.

8.2. Mejora de ofertas.

No obstante lo anteriormente expuesto, en estos procedi-

mientos negociados, se podrá solicitar a los adjudicatarios que

indiquen si mantienen en sus mismos términos las condicio-

nes para la contratación de los suministros homologados o si

las mejoran, mediante la oportuna propuesta en tal sentido

dirigida a la Dirección General del Patrimonio. 

8.3. Adjudicación del contrato.

El órgano que gestione el contrato o, en su caso, la Mesa

de Contratación que potestativamente se haya constituido for-

mulará una propuesta de adjudicación al órgano de contrata-

ción que haya de adjudicar el contrato.

La propuesta de adjudicación se hará a favor de las empre-

sas adjudicatarias en el concurso de Determinación de Adopción

del Tipo y en relación con los suministros cuya compra o arren-

damiento constituye el objeto del contrato.

La resolución de adjudicación, junto con los Anexos núme-

ros 1 y 2, será notificada directamente al adjudicatario, sin per-

juicio de su publicación de conformidad con lo establecido en

el art. 93 del TRLCAP. 

9. Garantía definitiva.

Notificada la adjudicación del contrato, el adjudicatario,

estará obligado a constituir, en el plazo máximo de quince (15)

días naturales, en cualquiera de las formas establecidas en el

art. 36 del TRLCAP, con los requisitos establecidos en el art.

55 y siguientes del RGLCAP, a favor del órgano de contratación,

una garantía definitiva, equivalente al 4% del importe de adju-

dicación, a disposición del órgano de contratación, en las Cajas

Provinciales de Depósitos de la Consejería de Economía y

Hacienda de la Junta de Andalucía.

9.1. Conforme a lo dispuesto por el art. 162.6 de la Ley

2/1999, de 31 de marzo, de Sociedades Cooperativas Anda-

luzas, éstas sólo tendrán que depositar el 25% de la garantía.

9.2. Cuando a consecuencia de la modificación del con-

trato el precio del mismo experimente variación, se reajustará

la garantía constituida en la cuantía necesaria para que se

mantenga la debida proporcionalidad entre la garantía y el pre-

cio del contrato vigente en cada momento.

10. Formalización del contrato.

10.1. El contrato se formalizará en documento adminis-

trativo dentro del plazo de treinta días naturales a contar desde

el siguiente al de la notificación de la adjudicación, constitu-

yendo dicho documento título suficiente para acceder a cual-

quier Registro Público.

10.2. Cuando el adjudicatario solicite la formalización del

contrato en escritura pública, los gastos derivados de su otor-

gamiento serán de cuenta del mismo.

10.2. Simultáneamente con la firma del contrato, deberá

ser firmado por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas

Administrativas particulares y el de Prescripciones Técnicas.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

11. Ejecución del contrato.

La ejecución del contrato de suministro se efectuará de

acuerdo con las condiciones que, en cada caso, se establez-

can en el correspondiente concurso de Adopción del Tipo.

El contratista está obligado a guardar sigilo respecto de

los datos y antecedentes que, no siendo públicos o notorios,

estén relacionados con el objeto del contrato, de los que tenga

conocimiento con ocasión del mismo (art. 112.2 del RGLCAP).

12. Entrega de los suministros.

12.1. El contratista está obligado a entregar y, en su caso,

instalar los suministros en el plazo que se indica en el Anexo

núm. 1.

La entrega del suministro se efectuará en los lugares de

destino que se indican en el Anexo núm. 2

12.2. Por el funcionario del servicio que corresponda, se

firmará en el momento de la entrega el oportuno recibí o acuse

de recibo.

12.3. El suministrador no tendrá derecho a indemnización

por causa de pérdidas, averías o perjuicios ocasionados en los

suministros antes de su entrega a la Administración, salvo que

ésta hubiere incurrido en mora al recibirlos.

12.4. Cuando el acto formal de la recepción de los sumi-

nistros, de acuerdo con las condiciones del Pliego, sea poste-

rior a su entrega, la Administración será responsable de la cus-

todia de los mismos durante el tiempo que medie entre una

y otra.

12.5. Los suministros quedarán en el punto de destino lis-

tos para su utilización conforme a lo establecido en este Pliego

y en el de Prescripciones Técnicas de suministro, debiendo,

igualmente proceder el contratista, en su caso, a la retirada de

los bienes entregados como pago de parte del precio.

13. Obligaciones laborales, sociales y económicas del con-

tratista.

13.1. El personal adscrito al suministro dependerá exclu-

sivamente del contratista, el cual tendrá todos los derechos y

deberes inherentes a su calidad de empresario respecto del

mismo.

13.2. En general, el contratista responderá de cuantas obli-

gaciones le vienen impuestas en su carácter de empleador, así

como del cumplimiento de cuantas normas regulan y desa-

rrollan la relación laboral o de otro tipo, existente entre aquél

o entre sus subcontratistas, y los trabajadores de uno y otro,

sin que pueda repercutir sobre la Administración ninguna multa,

sanción o cualquier tipo de responsabilidad que por incumpli-

miento de alguna de estas obligaciones, pudieran imponerle

los Organismos competentes.

13.3. En cualquier caso, el contratista indemnizará a la

Administración de toda cantidad que se viese obligada a pagar

por el incumplimiento de las obligaciones aquí consignadas,

aunque ello le venga impuesto por resolución judicial o admi-

nistrativa.
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14. Penalidades.

El contratista está obligado a cumplir el plazo final y, en

su caso, los parciales fijados.

En caso de incumplimiento de esta obligación se estará a

lo dispuesto en el art. 95 del TRLCAP.

Al incumplimiento de la ejecución parcial se le aplicarán

las penalidades previstas para el incumplimiento del plazo total.

15. Abono del contrato.

15.1. El contratista tendrá derecho al abono del suminis-

tro realizado y recibido de conformidad, en los términos esta-

blecidos en las normas que rigen el contrato y con arreglo al

precio convenido.

15.2. El pago del precio se realizará, según se indica en

el Anexo núm. 1, de una sola vez, previa comprobación de can-

tidades y calidades del suministro realizado y recepción de con-

formidad, o, parcialmente por el sistema de abono a cuenta,

previa prestación de la garantía correspondiente, cuando así

lo autorice la Administración conforme a lo estipulado en el

Pliego de Prescripciones Técnicas. 

15.3. El pago del precio se efectuará previa presentación

de factura por triplicado ejemplar, debiendo ser repercutido

como partida independiente el Impuesto sobre el Valor Añadido

en el documento que se presente para el cobro, sin que el

importe global contratado experimente incremento alguno.

15.4. Cuando se hubieren entregado bienes como pago

de parte del precio se estará a lo establecido en la cláusula

tres de este Pliego.

15.5. Si como consecuencia de retrasos en el abono del

precio por parte de la Administración se devengan intereses de

demora, los mismos se calcularán abonándose al contratista,

a partir del cumplimiento de los plazos para su devengo que

vienen legalmente establecidos en los artículos 99.4 y 110.4

del TRLCAP, el interés legal del dinero, incrementado en 1,5

puntos, de las cantidades adeudadas.

16. Recepción.

La recepción del objeto del contrato se efectuará de

acuerdo con lo previsto en los artículos 110 y 190.2 del TRLCAP.

Cumplido el plazo de garantía que se indique en el Anexo 1,

se procederá a la devolución de la garantía prestada. 

17. Resolución del contrato.

17.1. Son causas de resolución del contrato las previstas

en los artículos 111 y 192 del TRLCAP, con los efectos señala-

dos en los artículos 113 y 193 de dicha Ley.

17.2. Asimismo, son causas de resolución del contrato de

suministro homologados las siguientes:

a) Proveer de suministros homologados a precio superior

al adjudicado en el concurso de Adopción del Tipo del Tipo

vigente.

b)  Proveer de suministros homologados cuyas caracte-

rísticas y cualidades no correspondan a las señaladas en el

Catálogo de Suministros Homologados, salvo lo previsto en el

artículo 193.5 g) del RGLCAP.

c) Incumplir la obligación de guardar sigilo establecida en

la cláusula once de este Pliego. 

Cuando se acuerde la resolución del contrato de sumi-

nistro homologados por causa imputable al contratista, el órgano

de contratación decretará la incautación de la garantía defini-

tiva y lo comunicará a la Dirección General de Patrimonio a los

efectos que procedan respecto al contrato de Adopción del Tipo.

18. Prerrogativas de la administración y jurisdicción.

18.1. El órgano de contratación ostenta, dentro de los lími-

tes y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en el

TRLCAP y sus disposiciones de desarrollo, la prerrogativa de

interpretar los contratos administrativos, la de resolver las dudas

que ofrezca su cumplimiento, la de modificarlos por razones

de interés público, así como la de acordar su resolución y deter-

minar los efectos de ésta.

18.2. Los acuerdos que dicte el órgano de contratación,

previo informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de

Turismo y Deporte, en el ejercicio de sus prerrogativas de inter-

pretación, modificación y resolución, serán inmediatamente

ejecutivos.

18.3. Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpreta-

ción, modificación, resolución y efectos de los contratos admi-

nistrativos, serán resueltas por el órgano de contratación com-

petente, cuyos acuerdos pondrán fin a la vía administrativa, y

contra los mismos se podrá interponer potestativamente el recurso

de reposición o el oportuno recurso contencioso administrativo.
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ANEXO núm. 1

(Suministros homologados. Negociado sin publicidad)

CUADRO RESUMEN DE LAS CARACTERISTICAS DEL CONTRATO

EXPTE. NUM.:

Objeto del contrato: Compra o arrendamiento de los suministros homologados (indicar mobiliario, vehículos, reprografía, etc.) que se

relacionan en el Anexo núm. 2, cuyos tipos fueron determinados mediante concurso público adjudicado el (indicar fecha) para el

período (20....-20....)

Código CNPA-1996:

Procedimiento de adjudicación: Negociado art. 182.g) del TRLCAP

Presupuesto:

En cifra:

Concepto presupuestario y anualidades

Año Aplicación presupuestaria Importe

Tramitación del expediente:            ordinaria            urgente            emergencia

Tramitación del gasto:            ordinaria            anticipada

Plazo de ejecución: total:              parciales:

Forma de pago:            pago único            pagos parciales.

Entrega de otros bienes de la misma clase como parte de pago del precio:            sí            no.

Plazo de garantía:
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ANEXO núm. 2

(Suministros homologados. Negociado sin publicidad)

ESPECIFICACIONES DEL SUMINISTRO HOMOLOGADOS

Empresa adjudicataria en el concurso de adopción del Tipo:

Ud.         Sum. homologado         Referencia         Marca         Modelo         Color         Precio unitario         Precio total         Destinatario

Precio total  . . . . .

Relación de bienes entregados como pago de parte del precio:

Lugar de destino:



RESOLUCION de 27 de mayo de 2002, de la Direc-
ción General de Actividades y Promoción Deportiva, por
la que se dispone la publicación de los estatutos de la
Federación Andaluza de Vela.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 del

Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas

Andaluzas, por Resolución de esta Dirección General de

Actividades y Promoción Deportiva de 10 de mayo de 2001, se

aprobaron los estatutos de la Federación Andaluza de Vela y

se acordó su inscripción en el Registro Andaluz de Entidades

Deportivas, así como su publicación en el Boletín Oficial de la

Junta de Andalucía.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-

posición antes mencionada, se dispone la publicación de los

estatutos de la Federación Andaluza de Vela, que figura como

anexo a la presente resolución.

Sevilla, 27 de mayo de 2002.- El Director General, José P.

Sanchís Ramírez.

ESTATUTOS DE LA FEDERACION ANDALUZA DE VELA

TITULO I

DEFINICION, OBJETO SOCIAL, REGIMEN JURIDICO

Y FUNCIONES

Artículo 1. Definición.

1. La Federación Andaluza de Vela (FAV), constituida al

amparo de la legislación deportiva aplicable en el momento de

su constitución y en la actualidad regulada en la Ley 6/1998

del Deporte de Andalucía, y demás disposiciones dictadas para

su desarrollo, es una entidad deportiva de carácter privado y

naturaleza asociativa, sin ánimo de lucro, con personalidad

jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento

de sus fines, consistentes en la promoción, práctica y desa-

rrollo del deporte de la vela, en el ámbito territorial de la

Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Además de sus propias atribuciones, ejerce por dele-

gación funciones públicas de carácter administrativo, actuando

en estos casos como agente colaboradora de la Administración

y ostenta el carácter de utilidad pública en Andalucía.

3. La Federación Andaluza de Vela se integrará en la Real

Federación Española de Vela (RFEV), de acuerdo con el pro-

cedimiento y requisitos establecidos en los estatutos de ésta,

gozando así del carácter de utilidad pública, de conformidad

con la Ley del Deporte estatal.

La FAV acepta a la Real Federación Española de Vela como

la única Autoridad Nacional en el ámbito de este deporte por

lo que se refiere a la aprobación y a la aplicación de las nor-

mas, acuerdos y reglamentos de su competencia. 

Por deporte de la vela se entiende aquel que comprende

tanto la competición como la navegación de recreo y sus ense-

ñanzas, siempre y cuando la vela sea considerada como ele-

mento motriz básico o auxiliar en embarcaciones o artefactos

que utilicen el agua como superficie de desplazamiento. Tendrán

la consideración de «Regatas Oficiales» aquellas que designe

la FAV.

Artículo 2. Composición.

La Federación Andaluza de Vela está integrada por los clu-

bes y asociaciones deportivas, secciones deportivas, deportis-

tas, técnicos, jueces y jurados, dedicados al fomento y a la

práctica de la vela en sus diversas manifestaciones y dentro

del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma Andaluza,

que de forma voluntaria y expresa se afilien a través de la pre-

ceptiva licencia.

La afiliación a la FAV es requisito obligatorio para:

- Organizar regatas y competiciones oficiales en este

deporte.

- Participar en regatas oficiales.

- Intervenir en tareas federativas.

- Ser sujeto de los derechos y obligaciones que todo ello

comporta.

Artículo 3. Representatividad.

1. La Federación Andaluza de Vela ostenta la representa-

ción de la Comunidad Autónoma de Andalucía en las activi-

dades y competiciones deportivas oficiales de carácter estatal

e internacional, celebradas dentro y fuera del territorio español.

2. Asimismo, la Federación Andaluza de Vela representa

en el territorio andaluz a la Real Federación Española de Vela

en la que se integra.

Artículo 4. Domicilio social.

La Federación Andaluza de Vela está inscrita en el Registro

Andaluz de Entidades Deportivas con el número 99.037. Tiene

su domicilio social en la ciudad de El Puerto de Santa María

(Cádiz), en la Avda. de la Libertad s/n (Puerto Sherry),

CP 11500.

El cambio de domicilio social necesitará del acuerdo de

la mayoría de los asambleístas presentes en la sesión de la

Asamblea General. El cambio de domicilio deberá comunicarse

al Registro Andaluz de Entidades Deportivas. La Junta Directiva

está facultada para establecer la sede en las oficinas o locales

que estime convenientes, dentro de la misma población.

Artículo 5. Régimen Jurídico.

La Federación Andaluza de Vela se rige por la Ley 6/1998,

de 14 de diciembre, del Deporte; por el Decreto 7/2000, de

24 de enero, de Entidades Deportivas Andaluzas; por el Decreto

236/1999, de 13 de diciembre, del Régimen Sancionador y

Disciplinario Deportivo y demás normativa deportiva Autonómica

de aplicación, así como por los presentes estatutos, y los regla-

mentos federativos, y por las normas y reglamentos técnicos

nacionales e internacionales emanados de aquellas federa-

ciones o asociaciones a que se halle adscrita directa o indi-

rectamente a través de la RFEV.

Artículo 6. Funciones propias.

1. Son funciones propias de la Federación Andaluza de

Vela las de gobierno, administración, gestión, organización,

desarrollo y promoción del deporte de la vela, en todo el terri-

torio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, emitiendo los

preceptos y criterios que sean de menester.

2. Además también es competente la FAV:

a) Aprobar las normas, anuncios, instrucciones y demás

reglamentos que deban regir la organización de regatas y com-

peticiones de ámbito territorial. 

b) Promover la formación de cuadros técnicos, dictando

las normas y reglamentos necesarios para la instrucción y pre-

paración técnica.

c) Tutelar los intereses generales del deporte de la vela,

representándolos ante los poderes públicos, entidades y orga-

nismos.

d) Designar los deportistas que integran los equipos que

representen a Andalucía.

e) Ejercer la autoridad que le confieren las leyes en las

relaciones entre las asociaciones adscritas y entre éstas y sus

miembros.

f) Ejercer las funciones que por delegación le asigne la

Administración Pública o la RFEV.

g) Concertar los convenios necesarios con entidades públi-

cas o privadas, que aseguren el cumplimiento de sus fines.

h) Ejercer funciones de conciliación y arbitraje entre sus

miembros.
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i) Todo lo que pudiera resultar de los presentes estatutos,

de los estatutos de la RFEV, o del ordenamiento jurídico, ya

que la precedente relación es meramente enunciativa, y no

limitativa. 

Artículo 7. Funciones públicas delegadas.

1. Además de sus funciones propias, la Federación Anda-

luza de Vela ejerce por delegación, bajo los criterios y tutela de

la Consejería de Turismo y Deporte, las siguientes funciones

públicas de carácter administrativo:

a) Calificar y organizar, en su caso, las actividades y com-

peticiones oficiales de ámbito autonómico.

b) Expedir licencias deportivas para participar en compe-

ticiones oficiales, así como las inscripciones de los clubes y

demás asociaciones.

c) Asignar, coordinar y controlar la correcta aplicación que

sus asociados den a las subvenciones y ayudas de carácter

público concedidas a través de la Federación.

d) Ejercer la potestad disciplinaria en los términos esta-

blecidos en los presentes Estatutos y reglamentos federativos.

e) Ejecutar, en su caso, las resoluciones del Comité Andaluz

de Disciplina Deportiva.

f) Cualquier otra que se establezca reglamentariamente.

2. La Federación Andaluza de Vela, sin la autorización de

la Administración competente, no podrá delegar el ejercicio de

las funciones públicas delegadas, si bien podrá encomendar

a terceros actuaciones materiales relativas a las funciones pre-

vistas en las letras a), b) y c) del apartado anterior.

3. Las acciones realizadas por la FAV en el ejercicio de sus

funciones públicas de carácter administrativo, son susceptibles

de recurso ante la Secretaría General para el Deporte, cuyas

resoluciones agotan la vía administrativa.

Artículo 8. Otras funciones.

La Federación Andaluza de Vela de conformidad con lo

preceptuado en el artículo 22.5 de la Ley del Deporte de

Andalucía, ejerce además las siguientes funciones:

a) Colaborar con la Administraciones Públicas y con la

Real Federación Española de Vela en la promoción de sus moda-

lidades deportivas en todo el territorio andaluz, en la ejecución

de los planes y programas de preparación de los deportistas

de alto nivel en Andalucía, participando en su diseño y en la

elaboración de las relaciones anuales de deportistas de alto

nivel y ámbito estatal que realiza el Consejo Superior de

Deportes.

b) Colaborar con la Administración de la Junta de Andalucía

y con la RFEV en la promoción de los deportistas de alto ren-

dimiento y en la formación de técnicos, jueces y oficiales de

regatas.

c) Colaborar con la Junta de Andalucía y con la Adminis-

tración Deportiva del Estado en la prevención, control y repre-

sión del uso de sustancias y grupos farmacológicos prohibidos,

así como en la prevención de la violencia en el deporte.

d) Colaborar en la organización de las competiciones ofi-

ciales y actividades deportivas que se celebren en el territorio

de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de carácter estatal

o internacional.

e) Elaborar sus propios reglamentos deportivos, así como

disponer cuanto convenga para la promoción y mejora de la

práctica de la vela.

f) Gestionar instalaciones deportivas de titularidad pública,

de acuerdo con la legislación de patrimonio. 

Artículo 9. Tutela de la Administración Deportiva.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 29.1 del

Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas

Andaluzas, la Federación Andaluza de Vela se somete a las

siguientes funciones de tutela de la Secretaría General para el

Deporte:

a) Convocatoria de los órganos federativos cuando se

incumplan las previsiones contenidas en los presentes estatu-

tos al respecto.

b) Instar del Comité Andaluz de Disciplina Deportiva la

incoación del procedimiento disciplinario al Presidente y demás

miembros directivos de la Federación y, en su caso, la sus-

pensión cautelar de los mismos.

c) Convocar elecciones a los órganos de gobierno y repre-

sentación de la Federación, así como el nombramiento de una

Comisión Gestora, cuando se produzca una dejación mani-

fiesta de las atribuciones de los órganos federativos compe-

tentes para el desarrollo de tal actividad.

d) Comprobar, previa a la aprobación definitiva, la ade-

cuación a la legalidad vigente de los reglamentos deportivos

de la Federación Andaluza de Vela, así como sus modifica-

ciones.

e) Resolución de recursos contra los actos que la Federa-

ción Andaluza de Vela haya dictado en el ejercicio de funcio-

nes públicas de carácter administrativo.

f) Inspeccionar los libros y documentos oficiales y regla-

mentarios.

g) Avocar y revocar el ejercicio de las funciones públicas

que la Federación Andaluza de Vela tenga atribuidas. 

De conformidad con el Artículo 29.2. del Decreto 7/2000,

de 24 de enero, de Entidades Deportivas Andaluzas, en el caso

de notoria inactividad o dejación de funciones por parte de la

FAV o de algunos de sus órganos, que suponga incumplimiento

grave de sus deberes legales o estatutarios, la Consejería de

Turismo y Deporte podrá sustituirla en el ejercicio de sus fun-

ciones mientras sea necesario para que se restaure el funcio-

namiento legal y regular, sin perjuicio de las correspondientes

sanciones que, en su momento, pudieran recaer por las irre-

gularidades observadas. 

TITULO II

LOS MIEMBROS DE LA FEDERACION

CAPITULO I

La Licencia Federativa

Artículo 10. La Licencia Federativa.

La licencia federativa es el documento mediante el que se

formaliza la relación de especial sujeción entre la Federación

Andaluza de Vela y la persona o entidad de que se trate. Con

ella, se acredita documentalmente la afiliación, sirviendo de

título acreditativo para el ejercicio de los derechos y deberes

reconocidos por los presentes estatutos a los miembros de la

Federación.

La pérdida por su titular de la licencia federativa, por cual-

quiera de las causas previstas, lleva aparejada la de la condi-

ción de miembro de la Federación.

Artículo 11. Expedición de la licencia.

1. La expedición y renovación de las licencias se efectuará

en el plazo de un mes desde su solicitud, siempre que el soli-

citante cumpla con los requisitos que fijan los presentes esta-

tutos y los reglamentos federativos.

2. La Junta Directiva acordará la expedición de la corres-

pondiente licencia federativa o la denegación de la misma. Se

entenderá estimada la solicitud si una vez transcurrido el plazo

mencionado en el apartado anterior no hubiese sido resuelta

y notificada expresamente. 
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3. La denegación de la licencia será siempre motivada y

contra la misma podrá interponerse recurso de alzada ante el

órgano competente de la Administración Deportiva.

Artículo 12. Pérdida de la Licencia.

El afiliado a la Federación perderá la licencia federativa,

por las siguientes causas:

a) Por voluntad expresa del federado.

b) Por sanción disciplinaria.

c) Por falta de pago de las cuotas establecidas.

La pérdida de la licencia por la causa señalada en el apar-

tado c), requerirá la previa advertencia al afiliado, con notifi-

cación fehaciente, concediéndole un plazo no inferior a diez

días para que proceda a la liquidación del débito con indica-

ción de los efectos que se producirían en caso de no atender

a la misma.

CAPITULO II

Los Clubes y Secciones Deportivas

Artículo 13. Requisitos de los Clubes y las Secciones

Deportivas.

Podrán ser miembros de la Federación los clubes y las

secciones deportivas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que su objeto exclusivo o principal lo constituya la prác-

tica del deporte.

b) Que estén inscritos en el Registro Andaluz de Entidades

Deportivas.

c) Que estén interesados en los fines de la Federación y

se adscriban a la misma.

Artículo 14. Régimen de los Clubes y las Secciones Depor-

tivas.

Los clubes y secciones deportivas integrados en la Fede-

ración Andaluza de Vela deberán someterse a las disposicio-

nes y acuerdos emanados de sus órganos de gobierno y repre-

sentación, y estarán sujetos a la potestad disciplinaria de la

Federación de conformidad con lo dispuesto en su reglamento

disciplinario y demás normativa de aplicación. A su vez, la FAV

podrá exigir una actividad deportiva mínima a los clubes y aso-

ciaciones afiliadas, tanto para su admisión, como para su per-

manencia como miembros de derecho. Esta actividad mínima

será fijada por la Asamblea General. 

Artículo 15. Participación en competiciones oficiales.

La participación de los clubes y secciones en competicio-

nes oficiales de ámbito autonómico se regirá por lo dispuesto

en los presentes estatutos, por los reglamentos federativos y

demás disposiciones de aplicación.

Artículo 16. Solicitud de integración en la Federación.

El procedimiento de integración de los clubes y secciones

deportivas en la Federación Andaluza de Vela, conforme a lo

previsto en los artículos 10 y 11 de estos estatutos, se iniciará

a instancia de los mismos dirigida al Presidente, a la que se

adjuntará certificado del acuerdo de la Asamblea General en

el que conste el deseo de la entidad de federarse y de cumplir

los estatutos de la Federación Andaluza de Vela. 

Las Secciones de vela de aquellos clubes no integrados

en la F.A.V., podrán afiliarse a ésta constituyéndose a tal efecto

en sección conforme a las normas deportivas vigentes.

Las Comisiones Navales de Regatas pertenecientes a las

Fuerzas Armadas, podrán también adscribirse a la FAV, previo

acuerdo de la Autoridad competente y con arreglo a su legis-

lación específica, creando una sección deportiva de vela dada

de alta en el Registro de Entidades Deportivas de la Junta de

Andalucía. También podrán afiliarse mediante igual procedi-

miento las Secciones de vela de las Escuelas de la Marina Civil,

las Agrupaciones Deportivas de vela, las asociaciones privadas

constituidas por personas relacionadas por vínculos profesio-

nales y las demás asociaciones que se relacionen de alguna

forma con el deporte de la vela y sean aceptadas por la FAV.

En definitiva, podrán adscribirse a la FAV todas las perso-

nas físicas o jurídicas, agrupaciones, comisiones navales, aso-

ciaciones o entidades que dediquen todo o parte de su activi-

dad al deporte de la vela, y siempre que cumplan los requisitos

previstos en estos estatutos.

Artículo 17. Pérdida de la condición de miembro de la

Federación.

1. Los clubes y las secciones deportivas podrán solicitar

en cualquier momento la baja en la Federación, mediante escrito

dirigido al Presidente de la misma al que acompañarán acuerdo

adoptado por la Asamblea General en dicho sentido.

2. Asimismo perderán la condición de miembro de la

Federación cuando incurran en los siguientes supuestos:

a) Por extinción del club.

b) Por pérdida de la licencia federativa.

Artículo 18. Derechos de los Clubes y Secciones Deportivas.

Los Clubes y Secciones Deportivas miembros gozarán de

los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos de

gobierno y representación de la Federación Andaluza de Vela

y ser elegidos para los mismos, en las condiciones estableci-

das en la normativa electoral deportiva de la Junta de Andalucía

y en los reglamentos electorales federativos. 

b) Estar representado en la Asamblea General de la Federa-

ción, con derecho a voz y voto.

c) Podrán crear escuelas de vela para la enseñanza de

este deporte, conforme a la normativa vigente.

d) Tomar parte en las competiciones y actividades oficia-

les federativas, así como en cuantas actividades sean organi-

zadas por la misma.

e) Beneficiarse de las prestaciones y servicios previstos

por la Federación para sus miembros.

f) Ser informado sobre las actividades federativas.

g) Separarse libremente de la Federación.

h) Recibir el apoyo y ayuda por parte de la FAV, cuando

las circunstancias lo requieran o lo aconsejaran. La FAV evitará

las disputas entre clubes y mediará en los conflictos de inte-

reses y en las discrepancias que pudiesen producirse.

Artículo 19. Obligaciones de los Clubes y Secciones Depor-

tivas.

Serán obligaciones de las entidades miembros:

- La práctica de la vela y el fomento de su afición.

- Acatar las prescripciones contenidas en los presentes

estatutos y en los reglamentos de la FAV y RFEV, los acuerdos

válidamente adoptados por los órganos de la Federación.

- Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como las

periódicas correspondientes a las licencias de integración.

- Cooperar al cumplimiento de los fines de la Federación.

- Poner a disposición de la Federación a sus deportistas

federados, al objeto de integrar las selecciones deportivas anda-

luzas, de acuerdo con la Ley del Deporte andaluz y disposi-

ciones que la desarrollan.

- Poner a disposición de la Federación a sus deportistas

federados, con el objeto de llevar a cabo programas específi-

cos encaminados a su desarrollo deportivo.

- Aquellas otras que le vengan impuestas por la legislación

vigente, por los presentes estatutos, o por los acuerdos váli-

damente adoptados por los órganos federativos.
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CAPITULO III

Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbitros

Sección Primera

Disposiciones generales de integración y baja

Artículo 20. Integración en la Federación.

Los deportistas, entrenadores, técnicos, árbitros y jueces,

como personas físicas y a título individual pueden integrarse

en la Federación y tendrán derecho, de acuerdo con los artículos

10 y 11 de estos estatutos, a una licencia de la clase y cate-

goría establecida en los reglamentos federativos, que servirá

como ficha federativa y habilitación para participar en activi-

dades y competiciones deportivas oficiales, así como para el

ejercicio de los derechos y obligaciones reconocidos a los miem-

bros de la Federación. 

Artículo 21. Pérdida de la condición de miembro de la Fede-

ración.

Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbitros

cesarán en su condición de miembro de la Federación por pér-

dida de la licencia federativa.

Sección Segunda

Los deportistas

Artículo 22. Definición.

Se consideran deportistas quienes practican el deporte de

la vela respetando las condiciones federativas y estando en

posesión de la correspondiente licencia. 

Artículo 23. Derechos de los deportistas.

Los deportistas tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos de

gobierno y representación de la Federación y ser elegidos para

los mismos, en las condiciones establecidas en los reglamen-

tos electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la

Federación, con derecho a voz y voto.

c) Estar en posesión de un seguro médico que cubra los

daños y riesgos derivados de la práctica de la vela.

d) Tomar parte en las competiciones y actividades oficia-

les federativas, así como en cuantas actividades sean organi-

zadas por la misma en el marco de las reglamentaciones que

rigen el deporte de la vela.

e) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas cuando

sean convocados para ello.

f) Ser informado sobre las actividades federativas.

g) Separarse libremente de la Federación.

Artículo 24. Deberes de los deportistas.

Los deportistas tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes

estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órga-

nos federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como

las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los fines

de la Federación.

d) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas y a los

programas específicos federativos encaminados a favorecer su

desarrollo deportivo.

e) Aquellos otros que le vengan impuestos por la legisla-

ción vigente, por los presentes Estatutos, o por los acuerdos

válidamente adoptados por los órganos federativos.

f) Prestarse a los Controles antidopaje. Los deportistas con

licencia para participar en competiciones oficiales de cualquier

ámbito, estarán obligados a someterse a los controles antido-

paje durante las competiciones o fuera de ellas, a requerimiento

de cualquier Organismo con competencias para ello.

Sección Tercera

Los técnicos

Artículo 25. Definición.

Son técnicos las personas que, con la titulación recono-

cida de acuerdo con la normativa vigente, ejercen funciones

de enseñanza, formación, perfeccionamiento y dirección téc-

nica del deporte de la vela, respetando las condiciones fede-

rativas y estando en posesión de la correspondiente licencia.

Artículo 26. Derechos de los técnicos.

Los técnicos tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos de

gobierno y representación de la Federación y ser elegidos para

los mismos, en las condiciones establecidas en los reglamen-

tos electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la

Federación, con derecho a voz y voto.

c) Ser beneficiario de un seguro médico que cubra los

daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen en rela-

ción con la práctica de la vela.

d) Ser informado sobre las actividades federativas.

e) Separarse libremente de la Federación.

Artículo 27. Deberes de los técnicos.

Los técnicos tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes

estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órga-

nos federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como

las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los fines

de la Federación.

d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convoca-

dos por la Federación.

e) Aquellos otros que le vengan impuestos por la legisla-

ción vigente, por los presentes estatutos, o por los acuerdos

válidamente adoptados por los órganos federativos.

Sección Cuarta

Los Jueces y Oficiales de Regatas

Artículo 28. Definición.

Son Jueces y Oficiales de Regatas las personas que, con las

categorías que reglamentariamente se determinen, velan por la

aplicación de las reglas del juego, respetando las condiciones

federativas y estando en posesión de la correspondiente licencia.

Artículo 29. Derechos de los Jueces y Oficiales de Regatas.

Los Jueces y Oficiales de Regatas tendrán los siguientes

derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos de

gobierno y representación de la Federación y ser elegidos para

los mismos, en las condiciones establecidas en los reglamen-

tos electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la

Federación, con derecho a voz y voto.

c) Ser beneficiario de un seguro médico que cubra los

daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen refe-

rentes a la práctica de la vela.
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d) Ser informado sobre las actividades federativas.

e) Separarse libremente de la Federación.

Artículo 30. Deberes de los Jueces y Oficiales de Regatas.

Los Jueces y Oficiales de Regatas tendrán los siguientes

deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes

estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órga-

nos federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como

las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los fines

de la Federación.

d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convoca-

dos por la Federación.

e) Aquellas otras que le vengan impuestas por la legisla-

ción vigente, por los presentes estatutos, o por los acuerdos

válidamente adoptados por los órganos federativos.

TITULO III

LA ESTRUCTURA ORGANICA

CAPITULO I

Organos Federativos

Artículo 31. Organos federativos.

Son órganos superiores de gobierno, representación y admi-

nistración de la Federación Andaluza de Vela:

a) De gobierno y representación:

- La Asamblea General.

- La Junta Directiva.

- El Presidente.

b) De Administración:

- La Secretaría General.

- El Interventor.

c) Técnicos:

- El Comité de Jueces y Oficiales de Regatas.

- El Comité de Entrenadores.

- Comités Específicos.

d) Jurisdiccionales:

- El Comité de Disciplina.

- La Comisión Electoral.

e) De Estructura Territorial:

- Las Delegaciones Territoriales.

CAPITULO II

Organos de Gobierno y representación

Sección Primera

La Asamblea General

Artículo 32. La Asamblea General.

La Asamblea General es el órgano supremo y soberano

de gobierno y representación de la FAV y está integrada por clu-

bes, secciones y asociaciones deportivas, deportistas, entre-

nadores, técnicos, jueces y árbitros.

Articulo 33. Composición.

Estará compuesta por un máximo de 100 miembros, deter-

minándose su numero exacto en el reglamento electoral a los

efectos aprobado por la Asamblea General. Dichos miembros

serán elegidos por y de entre los distintos estamentos men-

cionados en este estatuto, de conformidad con lo dispuesto en

la normativa electoral deportiva de la Junta de Andalucía y en

el reglamento electoral de esta Federación.

Artículo 34. Elección a miembros de la Asamblea General.

Los miembros de la Asamblea General serán elegidos,

cada cuatro años, coincidiendo con los años de celebración

de los Juegos Olímpicos de verano, mediante sufragio libre,

secreto y directo, entre y por los componentes de cada esta-

mento de la Federación y de conformidad con las proporcio-

nes que se establezcan en el reglamento electoral federativo.

Artículo 35. Electores y elegibles.

1. Son electores y elegibles para miembros de la Asamblea

General de la Federación:

a) Los Clubes deportivos y las secciones deportivas que,

en la fecha de la convocatoria y al menos desde la anterior

temporada oficial, figuren inscritos en el Registro Andaluz de

Entidades Deportivas y estén afiliados a la Federación.

b) Los deportistas, técnicos, jueces y jurados que sean

mayores de edad, para ser elegibles, y que no sean menores

de 16 años para ser electores, con licencia federativa en vigor

en el momento de la convocatoria de las elecciones y que la

hayan tenido en la temporada anterior.

Para ser elector o elegible en cualquiera de los estamen-

tos federativos es además necesario haber participado, al menos

desde la anterior temporada oficial, en competiciones o activi-

dades oficiales, salvo causa de fuerza mayor debidamente jus-

tificada o que no hubiera existido competición o actividad con

dicho carácter, bastando acreditar tal circunstancia. Igualmente

se considerará actividad oficial el ejercicio de cargo federativo

sea dentro de su Junta Directiva, como Delegado Territorial, o

en cualquier Organo Técnico, Arbitral o Disciplinario

2. Los requisitos exigidos para ser elector o elegible a la

Asamblea General deberán concurrir el día en que se publique

la convocatoria de elecciones.

Artículo 36. Causas de baja en la Asamblea General.

Los miembros de la Asamblea General causarán baja en

los siguientes casos:

a) Expiración del periodo de mandato.

b) Fallecimiento.

c) Dimisión.

d) Incapacidad que impida el desempeño del cargo.

e) Sanción disciplinaria o resolución judicial que comporte

inhabilitación para ocupar cargos en la organización deportiva

o privación de la licencia federativa.

f) Cambio o modificación de la situación federativa que

implique la alteración de las condiciones y requisitos exigidos

para su elección, siendo requisito necesario la apertura del

correspondiente expediente contradictorio con audiencia al inte-

resado durante el plazo de diez días.

Transcurrido dicho plazo, la Junta Directiva de la Federación

resolverá sobre la mencionada baja. Esta resolución se comu-

nicará a la Dirección General de Actividades y Promoción

Deportiva el día siguiente al de su adopción y se notificará al

interesado, que podrá interponer recurso contra la misma ante
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la Comisión Electoral Federativa, en el plazo de cinco días natu-

rales desde su notificación.

Artículo 37. Competencias.

Son competencias exclusivas e indelegables de la Asamblea

General:

a) La aprobación y modificación de los Estatutos.

b) La aprobación del presupuesto anual, su modificación

y su liquidación.

c) La elección del Presidente.

d) La resolución de la moción de censura y de la cuestión

de confianza del Presidente.

e) Adoptar el acuerdo de disolución voluntaria de la Fede-

ración o conocer de la disolución no voluntaria y articular el

procedimiento de liquidación. 

f) La aprobación del calendario deportivo y la memoria

deportiva anual.

g) Aprobar las normas de expedición y revocación de las

licencias federativas. 

h) Aprobar las operaciones económicas que impliquen el

gravamen o enajenación de sus bienes inmuebles o que impli-

quen comprometer gastos de carácter plurianual.

i) La aprobación y modificación del Reglamento Electoral

y Reglamento Disciplinario.

j) Resolver aquellas otras cuestiones que hayan sido some-

tidas a su consideración en la convocatoria y se hallen en el

Orden del Día.

k) La designación o cese del Interventor, a propuesta del

Presidente.

l) La designación de los miembros de la Comisión Electoral

Federativa.

m) La designación de los miembros del Comité de Disci-

plina Deportiva.

n) Cualquier otra que se le atribuya en los presentes esta-

tutos o se le otorguen reglamentariamente.

ñ) Otorgar la calificación oficial de actividades y competi-

ciones deportivas.

Artículo 38. Sesiones.

La Asamblea General se reunirá en sesión plenaria y con

carácter ordinario al menos una vez al año para la aprobación

de las cuentas y memoria de las actividades deportivas del año

anterior, así como del calendario, programas y presupuesto

anuales

Podrán convocarse reuniones de carácter extraordinario a

iniciativa del Presidente o de un número de miembros de la

Asamblea General no inferior al veinte por ciento de los mismos.

Artículo 39. Convocatoria.

1. La convocatoria deberá efectuarse siempre por el

Presidente y mediante comunicación escrita a todos los miem-

bros de la Asamblea General con expresa mención del lugar,

día y hora de celebración en primera y segunda convocatoria,

así como el Orden del Día de los asuntos a tratar. Entre la pri-

mera y la segunda convocatoria deberá mediar una diferencia

de al menos 30 minutos.

2. Las convocatorias se efectuarán con una antelación

mínima de 15 días naturales a su celebración, salvo casos de

urgencia debidamente justificados, y deberá publicarse en el

Tablón Oficial de Anuncios de la FAV.

Artículo 40. Constitución.

La Asamblea General quedará válidamente constituida

cuando concurran en primera convocatoria la mayoría de sus

miembros o, en segunda convocatoria, cualquiera que sea el

número de los asistentes.

Artículo 41. Presidencia.

1. El Presidente de la Federación presidirá las reuniones

de la Asamblea General y moderará los debates, regulando el

uso de la palabra y sometiendo a votación las proposiciones o

medidas a adoptar. El Presidente resolverá las cuestiones de

orden y procedimiento que pudieran plantearse.

2. Antes de entrar a debatir los asuntos previstos en el

Orden del Día se procederá al recuento de asistentes, mediante

la verificación de los asambleístas de conformidad con la nor-

mativa de aplicación.

Artículo 42. Asistencia de personas no asambleístas.

El Presidente, a iniciativa propia o a petición de un tercio

de los miembros de la Asamblea General, podrá convocar o

permitir la asistencia a las sesiones de la misma a personas

que no sean miembros de ella, para informar de los temas que

se soliciten, actuar de federativos, secretarios de mesa o ase-

sores, o asistir como invitados.

Asimismo, podrán asistir a las reuniones de la Asamblea

General, con voz y sin voto, los miembros de la Junta Directiva

de la Federación que no lo sean de la Asamblea General.

Artículo 43. Acuerdos.

1. Los acuerdos deberán ser adoptados, con carácter gene-

ral, por mayoría de los votos emitidos, salvo que estos estatu-

tos prevean otra cosa.

2. El voto de los miembros de la Asamblea General es per-

sonal e indelegable.

3. La votación será secreta en la elección del Presidente,

en la moción de censura, en la cuestión de confianza y en la

adopción de acuerdo sobre la remuneración del Presidente.

Será pública en los casos restantes, salvo que la décima parte

de los asistentes solicite votación secreta.

4. El Presidente tendrá voto de calidad, en caso de empate,

en la adopción de los acuerdos de la Asamblea General.

Artículo 44. Secretario.

El Secretario de la Asamblea General será el Secretario

General de la FAV, y en su ausencia se designará uno entre los

miembros de la Asamblea.

Artículo 45. Acta.

1. El Acta de cada reunión especificará los nombres de

los asistentes, las personas que intervengan y el contenido fun-

damental de las deliberaciones, así como el texto de los acuer-

dos que se adopten y el resultado de las votaciones y, en su

caso, los votos particulares contrarios a los acuerdos adop-

tados.

2. Podrá ser aprobada al finalizar la sesión del Pleno corres-

pondiente, sin perjuicio de su posterior remisión a los miem-

bros del mismo.

En caso de no ser sometida a la aprobación al término de

la reunión, será remitida a todos los miembros de la Asamblea

para su aprobación en la próxima Asamblea General que se

celebre, sin perjuicio de la inmediata ejecutividad de los acuer-

dos adoptados, que sólo podrán suspenderse por acuerdo del

órgano competente.

Sección Segunda

El Presidente

Artículo 46. El Presidente.

1. El Presidente de la Federación es el órgano ejecutivo de

la misma. Ostenta su representación legal, convoca y preside

los órganos superiores de gobierno y representación, y ejecuta

u ordena los acuerdos de los mismos.

Asimismo, otorga la representación de la entidad y ostenta

la dirección superior de la administración federativa, contra-
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tando al personal administrativo y técnico que se precise, asis-

tido por la Junta Directiva.

2. El Presidente nombra y cesa a los miembros de la Junta

Directiva de la Federación así como a los Delegados Territoriales

de la misma.

Artículo 47. Mandato.

El Presidente de la Federación será elegido cada cuatro

años, en el momento de constitución de la Asamblea General,

coincidiendo con los años de los Juegos Olímpicos de Verano

y mediante sufragio libre, directo y secreto por y entre los miem-

bros de la Asamblea General. 

Artículo 48. Candidatos.

1. Los candidatos a Presidente de la Federación deberán

ser presentados como mínimo por el 15% de los miembros de

la Asamblea General.

2. Los clubes integrantes de la Asamblea, que no serán

elegibles para el cargo de Presidente, podrán proponer un can-

didato que, además del requisito de presentación exigido en el

apartado anterior, deberá ser socio del club y tener la condi-

ción de elegible para los órganos de gobierno y representación

del mismo.

Artículo 49. Elección.

La elección del Presidente de la Federación se producirá

mediante votación de los miembros de la Asamblea General,

regulada en el reglamento electoral vigente en cada momento.

Regirá el sistema de doble vuelta. Si en la primera vota-

ción ningún candidato de los presentados alcanzara la mayo-

ría absoluta del total de los miembros de la Asamblea, se rea-

lizará una nueva votación entre los dos candidatos más votados,

resultando elegido el que obtenga mayor número de votos. En

caso de empate, tras un receso de dos horas como mínimo,

se repetirá la votación y, de persistir el empate, se dirimirá el

mismo mediante sorteo.

Artículo 50. Sustitución.

1. En caso de ausencia, enfermedad, incapacidad o vacante,

le sustituirá el Vicepresidente, sin perjuicio de las delegaciones

que considere oportuno realizar, quien además le auxiliará nor-

malmente en sus funciones.

2. La sustitución en la Presidencia de la Asamblea, en el

caso de que el Vicepresidente no sea miembro de la misma,

recaerá en el miembro que sea designado por la Asamblea

entre los asistentes.

Artículo 51. Cese.

El Presidente cesará por: 

a) Por el transcurso del plazo para el que fue elegido.

b) Por fallecimiento.

c) Por dimisión.

d) Por incapacidad legal sobrevenida.

e) Por prosperar una moción de censura o no ser apro-

bada una cuestión de confianza en los términos que se regu-

lan en los presentes estatutos.

f) Por inhabilitación o destitución del cargo acordada en

sanción disciplinaria firme en vía administrativa.

g) Por incurrir en las causas de inelegibilidad o incompa-

tibilidad establecidas en este Estatuto, en el Decreto 7/2000,

de Entidades Deportivas Andaluzas, y en la legislación vigente.

Artículo 52. Vacante.

En el caso de que, excepcionalmente, quede vacante la

presidencia por cualquier causa que no sea la finalización del

mandato o el haber prosperado una moción de censura, la

Asamblea General Extraordinaria, que se celebrará en el plazo

de un mes, procederá a elegir nuevo Presidente por el tiempo

que falte hasta la terminación del plazo correspondiente al man-

dato ordinario.

Artículo 53. Moción de censura.

1. La moción de censura contra el Presidente de la Fede-

ración habrá de formularse por escrito, mediante solicitud al

Presidente de la Comisión Electoral en la que consten las fir-

mas y los datos necesarios para la identificación de los pro-

motores, que serán, como mínimo, los señalados en el esta-

tuto federativo, acreditando el apoyo del 25% de los miembros

de la Asamblea General. La moción de censura deberá incluir

necesariamente un candidato alternativo a Presidente.

2. En el plazo de cinco días desde la presentación de la

moción de censura, se constituirá una Mesa Electoral, formada

por cuatro miembros, cada uno de ellos de circunscripción y

estamento diferente y elegida entre los miembros de la asam-

blea, que comprobará la admisibilidad de la moción de cen-

sura, y en caso de ser admitida, solicitará al Presidente y la

Junta Directiva que convoque Asamblea General extraordina-

ria, para su celebración en un plazo no superior a un mes desde

su presentación.

3. La Asamblea, sus debates y la votación serán dirigidos

por la Mesa, la que resolverá, por mayoría, cuantos incidentes

y reclamaciones se produzcan. Finalizada la votación, la Mesa

realizará el escrutinio. Para ser aprobada, la moción de cen-

sura requiere el voto favorable de la mayoría consignada a los

efectos en los estatutos federativos. Si así ocurre, el candidato

alternativo será elegido Presidente de la Federación.

4. Sólo cabrán impugnaciones, cualquiera que fuese su

naturaleza una vez concluida la Asamblea, tras ser rechazada

o prosperar la moción de censura. Tales impugnaciones debe-

rán formularse, en el plazo de tres días, ante la Comisión

Electoral, que resolverá en otros tres días, y, en su caso, pro-

clamará definitivamente Presidente al candidato alternativo

electo, sin perjuicio de los recursos administrativos y jurisdic-

cionales que procedan. Las mismas impugnaciones y recur-

sos proceden contra la decisión de la Mesa de no tramitar la

moción de censura.

5. Unicamente podrán formularse dos mociones de cen-

sura en cada mandato de la Asamblea, y, entre ellas, deberá

transcurrir, como mínimo, un año.

Artículo 54. Cuestión de confianza.

1. El Presidente de la Federación podrá plantear a la

Asamblea General la cuestión de confianza sobre un programa

o una declaración de política general de la entidad deportiva.

2. La cuestión de confianza se debatirá en sesión extra-

ordinaria de la Asamblea General. A la convocatoria se acom-

pañará escrito justificativo de los motivos que fundamenten la

petición de confianza.

3. La sesión de la Asamblea General se iniciará con la pre-

sentación por el Presidente federativo de los términos de la

confianza solicitada. Tras su exposición, podrán intervenir los

miembros de la Asamblea que lo soliciten y, en turno de con-

testación, individual o colectiva, el propio Presidente.

4. Concluido el debate o, en su defecto, tras la interven-

ción del Presidente, tendrá lugar la votación. La confianza se

entenderá otorgada por el voto favorable de la mayoría de asis-

tentes a la Asamblea. La denegación de la confianza supone

el cese inmediato del Presidente de la Federación.

5. Sólo cabrán impugnaciones, cualquiera que fuese su

naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser otorgada

o denegada la confianza. Tales impugnaciones deberán for-

mularse, en el plazo de cinco días, ante la Comisión Electoral

Federativa, que las resolverá en tres días.

Artículo 55. Remuneración.

El cargo de Presidente podrá ser remunerado, siempre que

tal acuerdo, así como la cuantía de la remuneración, sea apro-
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bado en votación secreta por la mayoría simple de los asis-

tentes en la sesión de la Asamblea General.

En todo caso, la remuneración del Presidente concluirá,

con el fin de su mandato, no pudiendo extenderse más allá de

la duración del mismo.

En ningún caso dicha remuneración podrá ser satisfecha

con cargo a subvenciones públicas.

Artículo 56. Incompatibilidad.

El cargo de Presidente de la Federación será incompatible

con el desempeño de cualquier otro en la misma o en los clu-

bes o secciones deportivas que se integren en la Federación.

Sección Tercera

La Junta Directiva

Artículo 57. La Junta Directiva.

1. La Junta Directiva es el órgano colegiado de gestión,

representación y administración de la Federación. Estará pre-

sidida por el Presidente.

2. La Junta Directiva asiste al Presidente en el cumpli-

miento de sus funciones y, en particular, en la confección del

proyecto de presupuesto y de las cuentas anuales de la

Federación, elaboración de la memoria anual de actividades,

coordinación de las actividades de las distintas Delegaciones

Territoriales, designación de técnicos de las Selecciones

Deportivas andaluzas, concesión de honores y recompensas y

en la adopción de disposiciones interpretativas de los estatu-

tos y reglamentos federativos.

Artículo 58. Composición e incompatibilidades:

1. Su número no podrá ser inferior a cinco, estando com-

puesta, como mínimo por el Presidente, un Vicepresidente, un

Secretario y dos vocales.

2. Son causas que impiden ostentar cargos en la Junta

Directiva:

a) No tener residencia habitual en España.

b) Haber sido declarado incapaz por sentencia firme.

c) Haber sido condenado a inhabilitación por sentencia

firme.

d) Ser Presidente o directivo de otra Federación deportiva.

e) Tener intereses económicos incompatibles con la acti-

vidad de la FAV.

Artículo 59. Nombramiento y cese.

Los miembros de la Junta Directiva serán nombrados y

cesados libremente por el Presidente. De tal decisión se infor-

mará a la Asamblea General.

Artículo 60. Convocatoria y constitución.

Corresponde al Presidente, a iniciativa propia, la convo-

catoria de la Junta Directiva, que contendrá el lugar, fecha y

hora de su celebración, así como el Orden del Día. La Junta

Directiva se reunirá con carácter ordinario al menos una vez

dentro de cada trimestre natural, y además cuantas más veces

sea necesario.

La convocatoria deberá ser comunicada, al menos, con

siete días de antelación, salvo en los casos urgentes, en los

que bastará una antelación de 48 horas.

Quedará válidamente constituida con un mínimo de tres

miembros asistentes, siempre que uno de ellos sea el Presidente

o Vicepresidente.

Igualmente quedará válidamente constituida la Junta

Directiva, aunque no se hubiesen cumplido los requisitos de

convocatoria, si concurren todos sus miembros y así lo acuer-

dan por unanimidad.

Artículo 61. Actas.

De las reuniones se levantarán las correspondientes Actas

que se someterán a su aprobación al final de la sesión res-

pectiva o al comienzo de la siguiente sesión como primer punto

del Orden del Día. Actuará como Secretario de Actas el

Secretario de la Junta Directiva de la Federación y en su ausen-

cia el Secretario General.

Artículo 62. Acuerdos.

Los acuerdos de la Junta Directiva serán adoptados por

mayoría simple, teniendo el Presidente voto de calidad en caso

de empate, y serán inmediatamente ejecutivos.

Artículo 63. Comité Ejecutivo.

Para la resolución de asuntos de mero trámite, de notoria

urgencia, de ejecución de los acuerdos de la Junta y preparación

de propuestas concretas, se podrá constituir un Comité Ejecutivo

cuya composición y funciones decidirá la propia Junta Directiva.

De los acuerdos del Comité Ejecutivo se dará cuenta en

la primera reunión de la Junta Directiva, que podrá ratificarlos

o modificarlos en la parte pendiente de cumplimiento y que no

afecte a derechos adquiridos por terceros.

CAPITULO III

Organos de Administración

Sección Primera

La Secretaría General

Artículo 64. La Secretaría General. 

Es la oficina de gestión de los asuntos administrativos y

financieros de la Federación Andaluza de Vela y asiste a todos

los órganos técnicos y comités en labores de idéntica natura-

leza. Al frente de la misma estará el Secretario General de la

FAV, que será designado por su Presidente.

Sección Segunda

El Secretario General

Artículo 65. Naturaleza.

El Secretario General es el órgano administrativo de la

Federación que, además de las funciones que se especifican

en el artículo 66 estará encargado de su régimen de adminis-

tración conforme a los principios de legalidad, transparencia y

eficacia, con sujeción a los acuerdos de los órganos de gobierno,

a los presentes estatutos y a los reglamentos federativos.

Artículo 66. Funciones.

Son funciones propias del Secretario General:

a) Levantar acta de las sesiones de los Organos en los

cuales actúa como Secretario.

b) Expedir las certificaciones oportunas, con el visto bueno del

Presidente, de los actos y acuerdos adoptados por dichos órganos.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos citados en

el anterior punto.

d) Llevar los Libros federativos.

e) Preparar las estadísticas y la memoria de la Federación.

f) Resolver y despachar los asuntos generales de la

Federación.

g) Prestar el asesoramiento oportuno al Presidente en los

casos en que fuera requerido para ello.

h) Ostentar la jefatura del personal de la Federación.

i) Preparar la documentación y los informes precisos para

las reuniones de los órganos en los que actúa como Secretario.

j) Coordinar la ejecución de las tareas de los órganos fede-

rativos.
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k) Velar por el cumplimiento de las normas jurídico-depor-

tivas que afecten a la actividad de la Federación, recabando el

asesoramiento externo necesario para la buena marcha de los

distintos órganos federativos.

l) Velar por el buen orden de las dependencias federati-

vas, adoptando las medidas precisas para ello, asignando las

funciones y cometidos entre los empleados y vigilando el estado

de las instalaciones.

m) Facilitar a los directivos y órganos federativos los datos

y antecedentes que precisen para los trabajos de su compe-

tencia.

n) Cuidar de las relaciones públicas de la Federación ejer-

ciendo tal responsabilidad, bien directamente, bien a través de

los departamentos federativos creados al efecto.

ñ) Aquellas que le sean asignadas por el Presidente de la

Federación.

Artículo 67. El Secretario General será nombrado por el

Presidente y dependerá directamente de él.

Sección Tercera

El Interventor

Artículo 68. El Interventor.

El Interventor de la Federación es la persona responsable

del ejercicio de las funciones de control y fiscalización interna

de la gestión económico-financiera, patrimonial y presupues-

taria, así como de contabilidad y tesorería.

El Interventor será designado y cesado por la Asamblea

General a propuesta del Presidente.

CAPITULO IV

Organos Técnicos

Sección Primera

Comité de Jueces y Oficiales de Regatas

Artículo 69. Composición y funciones

1. En el seno de la Federación Andaluza de Vela se cons-

tituye el Comité de Jueces y Oficiales de Regatas, cuyo Presi-

dente y cuatro vocales serán nombrados y cesados por el

Presidente de la Federación. 

Sus acuerdos serán adoptados por mayoría simple,

teniendo voto de calidad el Presidente en caso de empate.

2. El Comité de Jueces y Oficiales de Regatas ostenta las

funciones de gobierno y representación de los mismos y ten-

drá, entre otras, las siguientes funciones: 

a) Establecer los niveles de formación de Jueces y Oficiales

de Regatas de conformidad con los fijados por la RFEV.

b) Proponer la clasificación técnica de los Jueces y Oficiales

de Regatas y la adscripción a las categorías correspondientes.

c) Proponer los métodos retributivos de los mismos.

d) Coordinar con la RFEV los niveles de formación.

e) Designar, atendiendo a criterios objetivos, a los Jueces

y Oficiales de Regatas que dirijan y resuelvan las regatas de las

competiciones oficiales de ámbito andaluz.

f) Informar de sus miembros cuando les sea requerido por

otros órganos.

Sección Segunda

El Comité de Entrenadores

Artículo 70. Composición y Funciones.

1. En el seno de la Federación Andaluza de Vela se cons-

tituye el Comité de Entrenadores, cuyo Presidente y cuatro voca-

les serán nombrados y cesados por el Presidente de la Fede-

ración. 

Sus acuerdos serán adoptados por mayoría simple,

teniendo voto de calidad el Presidente en caso de empate.

2. El Comité de Entrenadores ostenta las funciones de

gobierno y representación de los entrenadores y técnicos de la

Federación y tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

a) Proponer, de conformidad con las normas vigentes, los

métodos complementarios de formación y perfeccionamiento.

b) Emitir informe razonado sobre las solicitudes de licen-

cia formalizadas por los técnicos y entrenadores en Andalucía.

c) Proponer y, en su caso, organizar cursos o pruebas de

perfeccionamiento y actualización para técnicos y entrenadores.

Sección Tercera

Comités específicos

Artículo 71. Comités Específicos.

1. Se podrán crear Comités Específicos para asuntos con-

cretos de especial relevancia.

2. El Presidente y los vocales de los mismos serán desig-

nados por el Presidente de la Federación.

3. Corresponderá a estos Comités el asesoramiento del

Presidente y de la Junta Directiva en cuantas cuestiones afec-

ten a la materia para el que ha sido creado, así como la ela-

boración de informes y propuestas relacionados con la plani-

ficación deportiva, reglamentos de competiciones o asuntos

que se le encomiende.

CAPITULO V

Organos Jurisdiccionales

Sección Primera

El Comité de Disciplina Deportiva de la FAV

Artículo 72. Naturaleza, funciones y composición.

1. El Presidente y los vocales serán designados, por un

periodo de cuatro años, por la Asamblea General de la FAV a

propuesta del Presidente de la Federación.

2. La potestad disciplinaria deportiva en la Federación

Andaluza de Vela corresponde a su Comité de Disciplina

Deportiva, quien la ejercerá sobre las personas o entidades

integradas en la misma, clubes y entidades, deportistas, téc-

nicos, jueces y jurados, directivos y en general, sobre quienes

de forma federada desarrollen la modalidad deportiva de la

vela en todas sus clases y especialidades.

3. Corresponde al Comité de Disciplina Deportiva de la FAV

la resolución en única instancia de las cuestiones disciplinarias

que se susciten como consecuencia de la infracción a las reglas

de juego o competición y a las normas generales deportivas.

En su actuación se diferenciarán las fases de instrucción

y resolución, de forma que se desarrollen de forma neutral e

independiente entre sí.

4. Sus resoluciones agotan la vía federativa, contra las que

se podrá interponer recurso ante el Comité Andaluz de Disciplina

Deportiva.

5. El Comité de Disciplina de la FAV estará formado por

tres miembros, más otros tantos suplentes. De ellos al menos

siempre deberá actuar uno que sea Licenciado en Derecho. 

Sección Segunda

La Comisión Electoral Federativa

Artículo 73. Composición y funciones.

1. La Comisión Electoral estará integrada por tres miem-

bros y sus suplentes, designados por la Asamblea General, por
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un periodo de cuatro años, en sesión anterior a la convocato-

ria del proceso electoral, siendo preferentemente uno de sus

miembros y su suplente licenciado en Derecho, sin que se

requiera su pertenencia al ámbito federativo. Su Presidente y

Secretario serán también designados entre los elegidos por la

Asamblea General.

2. La condición de miembros de la Comisión Electoral será

incompatible con haber desempeñado cargos federativos en el

ámbito federativo durante los tres últimos años, excepto en

órganos disciplinarios o en anteriores Comisiones Electorales.

Tampoco podrán ser designados para cargo directivo alguno

durante el mandato del Presidente electo.

3. La Comisión Electoral es el órgano encargado de con-

trolar que los procesos electorales de la federación se ajusten

a la legalidad, correspondiéndole las siguientes funciones:

a) Admisión y publicación de candidaturas. 

b) Designación, por sorteo, de las Mesas Electorales.

c) Autorización a los interventores.

d) Proclamación de los candidatos electos.

e) Conocimiento y resolución de las impugnaciones que

se formulen durante el proceso electoral, en la cobertura de

bajas o vacantes y en los supuestos de cese del Presidente o

moción de censura en su contra. 

f) Actuación de oficio cuando resulte necesario.

4. Contra los acuerdos de la Comisión Electoral federativa

resolviendo las impugnaciones contra los distintos actos del

proceso electoral, podrá interponerse recurso ante el Comité

Andaluz de Disciplina Deportiva en el plazo que establezca el

Reglamento electoral de la FAV y la Orden de la Consejería de

Turismo y Deporte de la Junta de Andalucía de 7 de febrero de

2000 por la que se regulan los procesos electorales de las

Federaciones Deportivas Andaluzas o reglamentación aplica-

ble que la sustituya.

CAPITULO VI

De la Organización Territorial

Sección Primera

Las Delegaciones Territoriales

Artículo 74. Justificación, funcionamiento y titular.

1. La estructura territorial de la Federación se acomoda a

la organización territorial de la Comunidad Autónoma, articu-

lándose a través de las Delegaciones Territoriales.

2. Las Delegaciones Territoriales, que estarán subordina-

das jerárquicamente a los órganos de gobierno y representa-

ción de la Federación, ostentarán la representación de la misma

en su ámbito y se regirán por las normas y reglamentos ema-

nados de la Federación Andaluza de Vela.

3. Al frente de cada Delegación Territorial existirá un

Delegado que será designado y cesado por el Presidente de la

Federación y que deberá ostentar la condición de miembro de

la Asamblea General, salvo en el supuesto en que lo sea de la

Junta Directiva.

Artículo 75. Funciones.

Son funciones propias de los Delegados todas aquellas

que le sean asignadas específicamente por el Presidente de

entre sus propias funciones en cuanto a la ejecución y direc-

ción de la Política Deportiva, Económica y Administrativa de la

FAV en su territorio.

Artículo 76. Obligaciones

Los Delegados Territoriales están obligados a acatar las

órdenes emanadas de los órganos de gobierno de la FAV, a ren-

dir cuentas económicas y de rendimientos deportivos ante el

Presidente, y a facilitar cuantos datos sean necesarios, incluso

la contabilidad de la Delegación de forma integra a los efectos

de la obligatoria integración de ésta dentro de la contabilidad

general de la FAV.

CAPITULO VII

Disposiciones Generales

Artículo 77. Incompatibilidades de los cargos.

Sin perjuicio de las demás incompatibilidades previstas

en los presentes estatutos, el ejercicio del cargo de Presidente,

miembro de la Junta Directiva, Delegado Territorial, Secretario,

Interventor y Presidentes de los Comités y Comisiones exis-

tentes en la Federación, será incompatible con:

a) El ejercicio de otros cargos directivos en una federación

andaluza o española distinta a la que pertenezca aquella donde

se desempeñe el cargo.

b) El desempeño de cargos o empleos públicos directa-

mente relacionados con el ámbito deportivo.

c) La realización de actividades comerciales directamente

relacionadas con la Federación.

TITULO IV

LAS COMPETICIONES OFICIALES

Artículo 78. Competiciones oficiales.

La calificación de la actividad o competición como oficial

corresponde, de oficio o previa solicitud, en exclusiva a la

Federación.

Artículo 79. Requisitos de la solicitud de calificación.

En el supuesto de solicitud de calificación de una competi-

ción como oficial, deberán especificarse las razones por las que

se formula y, asimismo, las condiciones en que se desarrollará

tal actividad o competición, siendo requisito mínimo e indispen-

sable el que esté abierta a todos sin discriminación alguna, sin

perjuicio de las diferencias derivadas de los méritos deportivos.

Artículo 80. Calificación de competiciones oficiales.

Para calificar una actividad o competición deportiva como

de carácter oficial, se tendrán en cuenta, entre otros, los siguien-

tes criterios:

a) Existencia de una modalidad o especialidad deportiva

oficialmente reconocida.

b) Capacidad y experiencia organizativa y de gestión de

los promotores.

c) Nivel técnico y relevancia de la actividad o competición

en el ámbito deportivo andaluz.

d) Garantía de medidas de seguridad contra la violencia.

e) Control y asistencia sanitaria.

f) Aseguramiento de responsabilidad civil, de acuerdo con

la legislación vigente.

g) Conexión o vinculación de la actividad o competición

deportiva con otras actividades y competiciones deportivas de

ámbito estatal e internacional.

h) Disponibilidad de reglamentación específica para su

desarrollo, incluyendo la disciplinaria.

i) Previsión de fórmulas de control y represión de dopaje.

TITULO V

EJERCICIO DE LAS FUNCIONES PUBLICAS DELEGADAS

Artículo 81. Procedimiento.

1. Los actos que se dicten por la Federación Andaluza de

Vela en el ejercicio de las funciones públicas delegadas se ajus-
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tarán a los principios inspiradores de las normas reguladoras

del procedimiento administrativo común.

2. En este tipo de actos se deberá producir previamente

un trámite de audiencia a los interesados durante un periodo

mínimo de cinco días hábiles y un plazo de resolución, para

los iniciados mediante solicitud de los interesados, que no

podrá ser superior a un mes.

Artículo 82. Recurso.

Los actos dictados por la Federación Andaluza de Vela en

el ejercicio de las funciones públicas de carácter administra-

tivo son susceptibles de recurso ante el Secretario General para

el Deporte, con arreglo al régimen establecido para el recurso

de alzada en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, rigiéndose

por su normativa específica los que se interpongan contra los

actos dictados en ejercicio de la potestad disciplinaria, cuyo

conocimiento corresponde al Comité Andaluz de Disciplina

Deportiva.

TITULO VI

REGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 83. Potestad disciplinaria deportiva.

La Federación Andaluza de Vela ejerce la potestad disci-

plinaria deportiva sobre las personas y entidades integradas

en la misma: clubes o secciones deportivas y sus deportistas,

técnicos, entrenadores, jueces y árbitros y, en general, sobre

quienes de forma federada desarrollen la modalidad deportiva

propia de la Federación. Todos los afiliados a la FAV deben reco-

nocer sus normas de disciplina deportiva y quedan obligados

a acatar las decisiones de sus órganos de autoridad compe-

tentes, con arreglo a estos estatutos y reglamentos que lo desa-

rrollen.

Artículo 84. Organos disciplinarios.

La potestad disciplinaria federativa se ejercerá por la

Federación Andaluza de Vela a través de los órganos discipli-

narios establecidos en estos estatutos.

Artículo 85. Régimen disciplinario.

1. El régimen disciplinario será regulado mediante un regla-

mento de disciplina deportiva de la FAV, que será redactado

de conformidad con la normativa autonómica, y aprobado por

la Asamblea General.

2. Dicho Reglamento disciplinario deberá contener como

mínimo los siguientes extremos:

a) Un sistema tipificado de infracciones, calificándolas

según su gravedad.

b) Un sistema de sanciones correspondientes a cada una

de las infracciones.

c) Las causas o circunstancias que eximan, atenúen o

agraven las sanciones y responsabilidades y los requisitos de

su extinción.

d) Los criterios y principios aplicables para la graduación

de sanciones.

e) El procedimiento disciplinario aplicable y el recurso admi-

sible.

TITULO VII

CONCILIACION EXTRAJUDICIAL

Artículo 86. Objeto.

Cualquier cuestión litigiosa de naturaleza jurídico-depor-

tiva que se suscite entre deportistas, técnicos, árbitros o jue-

ces, clubes y demás partes interesadas, como miembros inte-

grantes de la Federación, podrá ser objeto de conciliación

extrajudicial y voluntariamente sometida al Comité de Conci-

liación.

Artículo 87. Composición y funciones.

El Comité de Conciliación lo integrará un Presidente y dos

vocales, con la formación adecuada y específica en la mate-

ria, que serán nombrados y cesados, con igual número de

suplentes, por el Presidente de la Federación Andaluza de Vela.

Sus funciones son las de promover la solución de los con-

flictos en materia deportiva a través de la conciliación entre las

partes, adoptando aquellas medidas que garanticen los prin-

cipios de contradicción, igualdad y audiencia del procedimiento

de conciliación y la ejecución voluntaria de sus resoluciones.

Artículo 88. Materias excluidas de conciliación.

Se exceptúan aquellas materias que afecten al régimen

sancionador deportivo y a aquellas otras que, de conformidad

con la legislación vigente, se refieran a derechos personalísi-

mos no sometidos a libre disposición.

Artículo 89. Solicitud.

Toda persona física o jurídica que manifieste su voluntad

de someter a conciliación una cuestión litigiosa en materia

deportiva ante el Comité de Conciliación, deberá así solicitarlo

expresamente a este órgano federativo, por escrito y haciendo

constar los hechos que lo motivan y los fundamentos de dere-

cho que puedan ser invocados, así como las pruebas que se

propongan y las pretensiones de la demanda.

Dicho escrito se acompañará de documento donde figure

su inequívoca voluntad de someterse a la conciliación extraju-

dicial.

Artículo 90. Contestación.

El Comité de Conciliación, una vez recibida la solicitud,

dará traslado de la misma a las partes implicadas para que,

en un plazo de quince días, formulen contestación. En ella se

contendrá, en todo caso, la aceptación de la conciliación con

expresa mención de someterse a la resolución que pudiera dic-

tarse, pretensiones, alegaciones y, en su caso, las pruebas per-

tinentes que se deriven de las cuestiones suscitadas o, por el

contrario, la oposición a la conciliación. En este último supuesto

se darán por concluidas las actuaciones.

Artículo 91. Recusación de los miembros del Comité de

Conciliación.

Los miembros del Comité de Conciliación podrán ser recu-

sados por alguna de las causas previstas en el ordenamiento

jurídico administrativo. Si la recusación, que será resuelta por

el propio Comité, fuera aceptada, los recusados serán susti-

tuidos por sus suplentes. De los nuevos nombramientos se

dará traslado a todos los interesados en el procedimiento de

conciliación.

Artículo 92. Práctica de pruebas y trámite de audiencia.

Recibida la contestación a que se refiere el artículo 96 sin

oposición alguna al acto de conciliación, el Comité de Concilia-

ción procederá, a continuación, a valorar los escritos de

demanda y oposición, practicar las pruebas que estime perti-

nentes y convocará a todas las partes en un mismo acto, para

que, en trámite de audiencia, expongan sus alegaciones y apor-

ten las pruebas que a su derecho convengan.

En este acto, cuyos debates serán moderados por el

Presidente del Comité de Conciliación, se hará entrega a las

partes de copia del expediente tramitado hasta ese momento.

Artículo 93. Resolución.

En un plazo de veinte días desde la celebración de la ante-

rior convocatoria, el Comité de Conciliación dictará resolución

en el expediente de conciliación, que será notificada y suscrita

por las partes intervinientes.
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La resolución conciliadora será ejecutiva y cumplida en el

plazo de diez días desde que fue notificada. 

Artículo 94. Duración del procedimiento.

El procedimiento de conciliación tendrá una duración

máxima de dos meses, sin perjuicio de ser prorrogado por

expreso acuerdo de todas las partes.

TITULO VIII

REGIMEN ECONOMICO-FINANCIERO DE LA FEDERACION

Artículo 95. Presupuesto y patrimonio.

1. La Federación Andaluza de Vela tiene presupuesto y

patrimonio propio para el cumplimiento de sus fines, debiendo

aplicar la totalidad de sus rentas a los fines deportivos para los

que se constituye.

2. El patrimonio de la Federación está integrado por los

bienes y derechos propios y por los que le sean cedidos por la

Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía o

cualesquiera otras Administraciones Públicas. 

3. El proyecto de presupuesto anual será elaborado por el

Presidente y la Junta Directiva, que lo presentarán para su

debate y aprobación a la Asamblea General. La Federación no

podrá aprobar presupuestos deficitarios, salvo autorización

expresa de la Consejería de Turismo y Deporte. La liquidación

del presupuesto deberá ser aprobada por la Asamblea General,

previo informe de la Junta Directiva.

Artículo 96. Recursos.

1. Son recursos de la Federación, entre otros, los siguientes:

a) Las subvenciones que puedan concederle las Entidades

públicas.

b) Sus ingresos por precio de licencias y afiliaciones, así

como las cuotas que la Asamblea pudiese establecer para los

afiliados.

c) Las cuotas de inscripción y otros ingresos que produz-

can las actividades y competiciones deportivas propias de su

objeto social que organice, así como los derivados de los con-

tratos y convenios que realice.

d) Los frutos y rentas de su patrimonio, actividades y ser-

vicios accesorios y complementarios.

e) Los préstamos o créditos que obtenga. 

f ) Las donaciones, patrocinios, herencias y legados que

reciba y premios que le sean otorgados.

g) Cualesquiera otros que se le atribuyan por disposición

legal o en virtud de convenio.

2. Los recursos económicos de la Federación deberán

estar depositados en cuentas en entidades bancarias o de aho-

rro a nombre de «Federación Andaluza de Vela». Las disposi-

ciones de dichos recursos con cargo a dichas cuentas serán

siempre autorizadas por el Presidente con la firma conjunta del

Vicepresidente u otro miembro de la Junta Directiva, pero siem-

pre de forma conjunta, aunque se podrá disponer en caja de

las cantidades que señale el Presidente para atender a los

pagos ordinarios y corrientes.

Artículo 97. Contabilidad.

1. La Federación someterá su contabilidad y estados eco-

nómicos o financieros a las prescripciones legales aplicables.

El Interventor ejercerá las funciones de control y fiscaliza-

ción interna de la gestión económico-financiera, patrimonial y

presupuestaria, así como de contabilidad y tesorería. 

2. La Federación ostenta las siguientes competencias eco-

nómico-financieras:

a) Gravar y enajenar sus bienes inmuebles, salvo los que

le sean cedidos por las Administraciones Públicas, siempre que

con ello no se comprometa de modo irreversible el patrimonio

federativo. Cuando el importe de la operación sea igual o supe-

rior al 10 por 100 de su presupuesto requerirá la aprobación

por mayoría absoluta en la sesión de la Asamblea General. 

b) Gravar y enajenar sus bienes muebles.

c) Ejercer actividades de carácter industrial, comercial,

profesional o de servicios, siempre que los posibles beneficios

sean destinados al cumplimiento de su objeto social. En nin-

gún caso podrán repartirse directa o indirectamente los posi-

bles beneficios entre los integrantes de la Federación.

d) Comprometer gastos de carácter plurianual. Cuando el

gasto anual comprometido supere el 10 por 100 del presu-

puesto o rebase el periodo de mandato del Presidente reque-

rirá la aprobación por mayoría absoluta en la sesión de la

Asamblea General. 

e) Tomar dinero a préstamo en los términos establecidos

en la legislación vigente.

Artículo 98. Gravamen y enajenación de bienes.

1. El gravamen y enajenación de los bienes inmuebles

financiados, en todo o en parte, con subvenciones o fondos

públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía requerirán

autorización previa de la Dirección General de Actividades y

Promoción Deportiva.

2. El gravamen y enajenación de los bienes muebles, finan-

ciados total o parcialmente con fondos públicos, requiere dicha

autorización cuando superen los dos millones de pesetas.

Artículo 99. Auditorías.

La Federación se someterá, cada dos años como mínimo

o cuando la Dirección General de Actividades y Promoción

Deportiva de la Consejería de Turismo y Deporte lo estime nece-

sario, a auditorías financieras y de gestión sobre la totalidad

de sus gastos o, en su caso, a verificaciones de contabilidad.

La Federación remitirá los informes de dichas auditorías a la

Consejería de Turismo y Deporte.

Artículo 100. Subvenciones y ayudas públicas.

La Federación asignará, coordinará y controlará la correcta

aplicación que sus asociados den a las subvenciones y ayudas

de carácter público concedidas a través de ella conforme a lo

establecido legalmente.

TITULO IX

REGIMEN DOCUMENTAL DE LA FEDERACION

Artículo 101. Libros.

1. La Federación Andaluza de Vela llevará los siguientes

libros:

a) Libro de Registro de Delegaciones Territoriales, que

deberá reflejar la denominación, domicilio social y demás cir-

cunstancias de las mismas. Se hará constar también en él, los

nombres y apellidos de los Delegados Territoriales y, en su caso,

miembros de los órganos colegiados, de representación y

gobierno de la Delegación Territorial, así como las fechas de

toma de posesión y cese de estos cargos.

b) Libro de Registro de Clubes y demás asociaciones afi-

liadas a la FAV, en el que se hará constar su denominación,

domicilio social, nombre y apellidos de su Presidente y miem-

bros de la Junta Directiva, con indicación de las fechas de toma

de posesión y cese. 

En este Libro se inscribirán también las secciones depor-

tivas integradas en la Federación.

c) Libro de Actas, en el que se incluirán las Actas de las

reuniones de la Asamblea General, de la Junta Directiva y demás

órganos colegiados de la Federación. Las Actas especificarán

necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión,

las circunstancias de lugar y de tiempo en que se han celebrado,
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los puntos principales de las deliberaciones así como el con-

tenido de los acuerdos adoptados.

d) Libro de entrada y salida de correspondencia, en el que

se hará el correspondiente asiento de todo escrito que sea pre-

sentado o se reciba en la Federación y también se anotará la

salida de escritos de la Federación a otras entidades o parti-

culares. Los asientos se practicarán respetando el orden tem-

poral de recepción o salida. El sistema de registro garantizará

la constancia en cada asiento, ya sea de entrada o de salida,

de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha de

entrada o de salida, identificación del remitente y destinatario,

y referencia al contenido del escrito.

e) Libros de contabilidad, de conformidad con la norma-

tiva de aplicación, en los que figurarán el patrimonio, derechos

y obligaciones, ingresos y gastos de la FAV, con expresión de

la procedencia y destino.

f) Cualesquiera otros que procedan legalmente.

Todos los libros anteriores podrán ser llevados informáti-

camente, y ser encuadernados posteriormente sus hojas suel-

tas, debidamente diligenciados por el Registro de Entidades

Deportivas de Andalucía, o fedatario público.

2. Con independencia de los derechos de información y

acceso de los miembros de la Federación y señaladamente de

los asambleístas que, en lo que atañe a su específica función,

deberán disponer de la documentación relativa a los asuntos

que se vayan a tratar en la Asamblea General con una antela-

ción mínima de 10 días a su celebración, los Libros federati-

vos están abiertos a información y examen, de acuerdo con la

legislación vigente, cuando así lo dispongan decisiones judi-

ciales, de los órganos competentes en materia deportiva y, en

su caso, de los auditores. 

TITULO X

LA DISOLUCION DE LA FEDERACION

Artículo 102. Causas de disolución.

La Federación Andaluza de Vela se disolverá por las siguien-

tes causas:

a) Acuerdo de la Asamblea General, convocada en sesión

extraordinaria y con ese único punto del Orden del Día. 

Dicho acuerdo, que será adoptado necesariamente por

mayoría cualificada de dos tercios de los miembros de la

Asamblea, así como la certificación acreditativa del estado de

la tesorería, se comunicará al órgano administrativo deportivo

competente de la Junta de Andalucía, a los efectos previstos

en la normativa aplicable. 

b) Integración en otra Federación Deportiva andaluza.

c) No elevación a definitiva de la inscripción provisional

en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas, a los dos años

de su inscripción.

d) Revocación administrativa de su reconocimiento.

e) Resolución judicial.

f) Aquellas otras previstas en el ordenamiento jurídico.

Artículo 103. Destino del patrimonio neto.

En el acuerdo de disolución, la Asamblea General desig-

nará una Comisión liquidadora del patrimonio de la Federación,

con capacidad para administrar, conservar y recuperar los bie-

nes y derechos de la entidad, efectuar pagos y, en general, ejer-

cer aquellas otras acciones imprescindibles para practicar la

liquidación final. 

En todo caso, el patrimonio neto resultante, si lo hubiera,

se destinará al fomento y práctica de actividades deportivas,

salvo que por resolución judicial se determine otro destino.

TITULO XI

APROBACION Y MODIFICACION DE LOS ESTATUTOS Y

REGLAMENTOS FEDERATIVOS

Artículo 104. Acuerdo.

Los estatutos, reglamento electoral y reglamento discipli-

nario al igual que sus modificaciones serán aprobados por la

Asamblea General Extraordinaria mediante acuerdo por mayo-

ría absoluta de los miembros de la Asamblea General.

Artículo 105. Procedimiento de modificación.

1. El procedimiento de modificación de los estatutos se

iniciará a propuesta del Presidente o de un tercio de los miem-

bros de la Asamblea General.

Dicha propuesta, acompañada de un informe detallado

que motive las causas que la originan, será sometida a la

Asamblea General, en convocatoria extraordinaria y con expresa

inclusión de la misma en el Orden del Día.

2. La modificación de los reglamentos seguirá el procedi-

miento establecido en el apartado anterior.

Artículo 106. Inscripción en el Registro Andaluz de Entida-

des Deportivas.

1. Los acuerdos de aprobación o de modificación adop-

tados, serán remitidos para su ratificación al órgano adminis-

trativo competente en materia deportiva de la Junta de

Andalucía. Asimismo, se solicitará su inscripción en el Registro

Andaluz de Entidades Deportivas.

2. Las disposiciones aprobadas o modificadas sólo pro-

ducirán efectos frente a terceros desde la fecha de inscripción

en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

Disposición Final.

Sin perjuicio de su publicación en el Boletín Oficial de la

Junta de Andalucía, los presentes estatutos surtirán efectos

frente a terceros una vez ratificados por el Director General de

Actividades y Promoción Deportiva e inscritos en el Registro

Andaluz de Entidades Deportivas.

RESOLUCION de 17 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Actividades y Promoción Deportiva, por
la que se dispone la publicación de los estatutos de la
Federación Andaluza de Golf.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 del

Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas

Andaluzas, por Resolución de esta Dirección General de

Actividades y Promoción Deportiva de 25 de junio de 2001, se

aprobaron los estatutos de la Federación Andaluza de Golf y

se acordó su inscripción en el Registro Andaluz de Entidades

Deportivas, así como su publicación en el Boletín Oficial de la

Junta de Andalucía.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-

posición antes mencionada, se dispone la publicación de los

estatutos de la Federación Andaluza de Golf, que figura como

anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 17 de junio de 2002.- El Director General, José P.

Sanchís Ramírez.
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ESTATUTOS DE LA FEDERACION ANDALUZA DE GOLF

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO I

Régimen Jurídico

Artículo 1. La Federación Andaluza de Golf (FAG) es una

entidad asociativa privada sin ánimo de lucro, con personali-

dad jurídica y patrimonio propio e independiente del de sus

asociados.

Goza de plena capacidad de obrar para el cumplimiento

de sus fines y está integrada por clubes, secciones deportivas,

deportistas, técnicos-entrenadores, jueces-árbitros y otros colec-

tivos interesados que promueven, practican o contribuyen al

desarrollo del deporte del Golf dentro del territorio andaluz.

Además de sus propias atribuciones, ejerce por delega-

ción funciones públicas de carácter administrativo, actuando

en este caso, como agente colaborador de la Administración

Pública. Ostenta carácter de utilidad pública en Andalucía.

La Federación Andaluza de Golf se integrará en la Real

Federación Española de Golf, gozando así del carácter de uti-

lidad publica, de acuerdo con la Ley del Deporte Estatal.

Artículo 2. La Federación Andaluza de Golf se rige por la

Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte, por el Decreto

7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas Andaluzas,

por el Decreto 236/1999, de 13 de diciembre, del Régimen

Sancionador y Disciplinario Deportivo y demás normativa auto-

nómica de aplicación, así como por los presentes estatutos y

los reglamentos federativos.

Artículo 3. El domicilio de la Federación Andaluza de Golf

se encuentra en Málaga, en la calle Sierra de Grazalema 33-

5-1.º, el cual podrá ser modificado por acuerdo de la Asamblea

General, a propuesta de la Junta Directiva.

CAPITULO II

Funciones

Artículo 4. 1. La Federación Andaluza de Golf, además de

sus actividades propias de gobierno, administración, gestión,

organización y reglamentación del deporte del Golf.

A) Ejerce bajo la coordinación y tutela de la Consejería de

Turismo y Deportes, las siguientes funciones públicas de carác-

ter administrativo:

a) Calificar y organizar, en su caso, las actividades y com-

peticiones oficiales de ámbito autonómico.

b) Ejercer la potestad disciplinaria deportiva, en los tér-

minos establecidos en la Ley y sus específicas disposiciones

de desarrollo, los presentes Estatutos y sus Reglamentos

Internos.

c) Ejercer el control de las subvenciones que asignen a las

asociaciones y entidades deportivas en las condiciones que fije

la Dirección General de Actividades y Promoción Deportiva.

d) Ejecutar, en su caso, las resoluciones de los Comités

de Disciplina Deportiva y del Comité Andaluz de Disciplina

Deportiva.

e) Expedir licencias deportivas para participar en compe-

ticiones oficiales.

f)  Asignar, coordinar y controlar la correcta aplicación de

las subvenciones concedidas a sus asociados.

g) Cualquier otra prevista reglamentariamente.

B) Así mismo, puede ejercer estas otras funciones:

a) Actuar en coordinación con las Delegaciones de ámbito

territorial para la promoción general del deporte del Golf en

todo el territorio regional y colaborar con la Real Federación

Española de Golf.

b) Diseñar, elaborar y ejecutar, en colaboración, en su

caso, con las delegaciones de ámbito territorial, los planes de

preparación de los deportistas de alto nivel, así como partici-

par en la elaboración de las listas anuales de los mismos, de

acuerdo con los criterios fijados por la Real Federación Española

de Golf.

c) Colaborar con la Administración Autónoma en la for-

mación de técnicos deportivos y en la prevención, control y

represión del uso de sustancias y grupos farmacológicos prohi-

bidos, y métodos no reglamentarios en el deporte.

d) Organizar o tutelar las competiciones oficiales y activi-

dades deportivas de carácter regional que se celebren en terri-

torio de Andalucía.

e) Establecer y expedir una licencia deportiva válida para

la práctica del deporte del golf en instalaciones y campos fede-

rados.

f)  Elaborar sus Estatutos y Reglamentos, así como dis-

poner cuanto convenga para la promoción y mejora de la prác-

tica del Golf.

g) Cualquier otra prevista reglamentariamente.

2. La Federación Andaluza de Golf desempeña respecto

de sus asociados, las funciones de tutela, control y supervisión

que le reconoce el ordenamiento jurídico deportivo.

3. Los actos que dicte la Federación Andaluza de Golf en

el ejercicio de las funciones públicas se ajustarán a los princi-

pios inspiradores de las normas reguladoras del procedimiento

administrativo común. A falta de regulación expresa se fija un

trámite de audiencia a los interesados durante un periodo

mínimo de cinco días hábiles y un plazo de resolución, para

los iniciados mediante solicitud de los interesados, que no

podrá ser superior a un mes.

4. Los actos dictados por la Federación Andaluza de Golf

en el ejercicio de las funciones públicas de carácter adminis-

trativo son susceptibles de recurso ante el Secretario General

para el Deporte que tendrá el régimen establecido para el

recurso de alzada de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a

excepción de los que dicte en el ejercicio de la potestad disci-

plinaria, cuyo conocimiento corresponde al Comité Andaluz de

Disciplina Deportiva. En ambos casos dichas resoluciones ponen

fin a la vía administrativa.

5. La Federación Andaluza de Golf podrá suscribir conve-

nios con entidades públicas o privadas para la realización de

sus actividades. Dichos convenios habrán de ser remitidos a

la Dirección General de Actividades y Promoción Deportiva, a

efectos informativos.

6. Los Reglamentos de la Federación Andaluza de Golf

deberán de contener como mínimo:

a) Régimen de funcionamiento interno de los órganos de

Gobierno y de Administración.

b) Régimen Electoral.

c) Las normas que regulen la organización y desarrollo de

las competiciones y torneos.

d) El Régimen Disciplinario.

Los Reglamentos serán presentados para su ratificación

en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas, en el plazo

máximo de un mes desde su aprobación.

7. La Federación Andaluza de Golf no podrá delegar sin

autorización del Secretario General para el Deporte, el ejerci-

cio de las funciones públicas delegadas.

8. La Federación Andaluza de Golf se somete a las siguien-

tes funciones de tutela de la Secretaría General para el Deporte:
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a) Convocatoria de los órganos federativos cuando se

incumplan las previsiones contenidas en los presentes estatutos.

b) Instar al Comité Andaluz de Disciplina Deportiva la inco-

ación del procedimiento disciplinario al Presidente y demás

miembros directivos de la Federación y, en su caso, la sus-

pensión cautelar de los mismos.

c) Convocar elecciones a los órganos de gobierno y repre-

sentación de la Federación, así como el nombramiento de la

Comisión Gestora, cuando se produzca una dejación mani-

fiesta de las atribuciones de los órganos federativos compe-

tentes en el desarrollo de tal actividad.

d) Comprobar, previa a la aprobación definitiva, la ade-

cuación a la legalidad vigente de los reglamentos deportivos

de la Federación, así como sus modificaciones.

e) Resolución de recursos contra los actos que la Federa-

ción haya dictado en el ejercicio de funciones públicas de carác-

ter administrativo.

f)  Inspeccionar los libros y documentos oficiales y regla-

mentarios.

g) Avocar y revocar el ejercicio de las funciones públicas

que la Federación tenga atribuidas. 

Artículo 5. Las competiciones oficiales se integrarán en la

Guía de Campos de Golf de Andalucía y Calendario Oficial de

Competiciones que cada año publica la Federación Andaluza

de Golf, así mismo todas aquellas que afecten a la ficha de

actividad del jugador, modificando o no su hándicap. Las com-

peticiones oficiales no contemplarán discriminaciones de nin-

gún tipo a excepción de las derivadas de las condiciones téc-

nicas de naturaleza deportiva. 

Los deportistas participantes deberán estar en posesión

de la correspondiente licencia con hándicap que habilite para

tal participación.

CAPITULO III

Representatividad

Artículo 6. La Federación Andaluza de Golf es la única enti-

dad competente dentro de toda la Comunidad Autónoma

Andaluza para la organización y control de las competiciones

oficiales de carácter autonómico que se celebren en Andalucía.

Ostenta la representación de la Comunidad Autónoma de

Andalucía en las actividades y competiciones oficiales de carác-

ter estatal e internacional dentro y fuera del territorio español.

CAPITULO IV

Integración y Representatividad de las Delegaciones

Territoriales

Artículo 7. 1. La Federación Andaluza de Golf se estructu-

rará orgánica y territorialmente en Delegaciones Territoriales,

que deberán ajustarse a la propia de la Comunidad Autónoma

de Andalucía, salvo en los casos excepcionales, previa y debi-

damente autorizados por la Consejeria de Turismo y Deporte.

Las cuales estarán subordinadas jerárquicamente a los órga-

nos de gobierno y representación de la Federación.

2. Al frente de cada Delegación existirá un Delegado

Territorial, que deberá tener su residencia habitual en el ámbito

provincial de que se trate. Las Delegaciones Territoriales se regi-

rán por las normas y reglamentos emanados de la Federación

Andaluza de Golf. 

Artículo 8. 1. Los Delegados Territoriales serán designados

por el Presidente de la Federación Andaluza de Golf y deberán

de ostentar la condición de miembros de la Asamblea General,

salvo en el supuesto de que tengan la condición de miembros

de la Junta Directiva. 

2. Las Delegaciones Territoriales, integradas en la Federa-

ción Andaluza de Golf, ostentarán la representación de ésta en

las respectivas provincias.

3. Las Delegaciones Territoriales de Golf no tendrán per-

sonalidad jurídica propia.

4. En caso de cese, vacante, ausencia o enfermedad, el

Presidente de la Federación Andaluza de Golf designará el sus-

tituto.

5. El Delegado cesará por:

a) Transcurso del plazo para el que fue elegido.

b) Cese del Presidente.

c) Destitución por el Presidente.

d) Dimisión.

e) Fallecimiento.

f)  Por cualquier causa física o jurídica que le imposibilite

para el ejercicio de sus funciones.

6. Las funciones de los Delegados Territoriales, serán las

siguientes:

a) Ejecutar los acuerdos de la Junta Directiva y de la

Asamblea General.

b) Rendir cuentas y ser responsable ante la Federación

Andaluza de Golf, de su gestión económica y deportiva al frente

de la Delegación Territorial.

c) Acudir a las reuniones y convocatorias de los órganos

de que forme parte.

d) Organizar las competiciones autonómicas que le sean

asignadas por la Federación Andaluza de Golf, así como las

propias de la Delegación Territorial.

e) Aprobar y ejecutar el Calendario de actividades que

deberá proponer para su inclusión en el de la Federación

Andaluza de Golf.

f)  Tramitar ante la Federación Andaluza las licencias que

le sean solicitadas en forma.

g) Representar a la Federación Andaluza de Golf en cuantas

negociaciones sean necesarias. Sin embargo, para suscribir

cualquier tipo de acuerdo definitivo o que implique la respon-

sabilidad patrimonial de la Federación, se requerirá apode-

ramiento expreso y en forma del Presidente de la misma.

h) Proponer antes del fin de cada ejercicio económico, los

presupuestos del ejercicio siguiente correspondiente a la

Delegación Territorial para su integración en los Presupuestos

y Programas de la Federación Andaluza de Golf.

i) Presentar, dentro del primer mes del ejercicio, los balan-

ces y contabilidad del ejercicio anterior, para su integración en

el Balance de la Federación Andaluza de Golf.

CAPITULO V

Licencias

Artículo 9. Los clubes, las secciones deportivas, los depor-

tistas, técnicos-entrenadores y jueces-árbitros y otros colecti-

vos interesados se integrarán a petición propia en la Federación

Andaluza de Golf a través de las Delegaciones Territoriales que

les correspondan por la situación geográfica y su domicilio legal,

ajustándose a la legislación vigente y se comprometerán a cum-

plir los Estatutos y Reglamentos de la Federación Andaluza de

Golf y de la Real Federación Española de Golf, y a someterse

a la autoridad de los órganos federativos respectivos, en las

materias de la competencia de cada uno.

Artículo 10. 1. La integración en la Federación Andaluza

de Golf se producirá mediante la concesión por parte de ésta

de la correspondiente licencia, que tendrá validez para todo el

territorio autonómico andaluz.
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2. El otorgamiento de licencias temporales a deportistas

extranjeros corresponde a la Real Federación Española de Golf.

3. La pérdida de la licencia, por cualquiera de las causas

previstas, lleva aparejada la de la condición de miembro de la

Federación Andaluza de Golf.

4. La expedición y renovación de las licencias se efectuará

en el plazo de un mes desde su solicitud, siempre que se cum-

plan los requisitos que fijan los presentes Estatutos y los

Reglamentos federativos.

5. Se entenderá por estimada una solicitud si transcurrido

el plazo mencionado en el punto 4 de este artículo no hubiese

sido resuelta y notificándose expresamente los motivos, pudién-

dose en tal caso interponer recurso de alzada ante el órgano

competente de la Administración Deportiva.

6. La pérdida de la licencia puede venir motivada por las

siguientes causas:

a) Por voluntad expresa del federado.

b) Por sanción disciplinaria.

c) Por falta de pago de las cuotas establecidas. 

Artículo 11. 1. Para que la Federación Andaluza de Golf

conceda la licencia a los clubes y otros colectivos interesados,

éstos deberán comprometerse a exigir el cumplimiento de lo

establecido en la normativa vigente, a toda persona, cualquiera

que sea su nacionalidad, que quiera utilizar las instalaciones

dependientes de aquellos.

2. Los clubes, las secciones deportivas y otros titulares de

instalaciones deportivas que organicen pruebas oficiales, cual-

quiera que sea su ámbito territorial, con inscripción abierta a

sus socios, abonados o cualquier otro tipo de participantes,

tanto nacionales como extranjeros, tendrán que contar con ins-

talaciones en juego que posean nueve o más hoyos y estén

homologadas por la Real Federación Española de Golf o la

Federación Andaluza de Golf. 

Artículo 12. 1. El especial carácter del deporte del golf exige

a todo jugador que quiera competir, la convalidación del hán-

dicap personal inscrito en su correspondiente ficha de acti-

vidad.

2. El servicio de control y administración del hándicap para

deportistas españoles estará a cargo de la Real Federación

Española de Golf.

Artículo 13. Los técnicos-entrenadores y jueces-árbitros de

ámbito regional que quieran desarrollar sus funciones en las

instalaciones deportivas dependientes de clubes y otros colec-

tivos interesados afiliados a la Federación Andaluza de Golf

podrán estar integrados en esta última.

Artículo 14. La Federación Andaluza de Golf expedirá las

licencias solicitadas en el plazo de un mes desde que la soli-

citud tenga entrada en el Registro General, una vez verificado

el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta sección

para su expedición y previo pago de la cuota anual correspon-

diente al año de expedición de la licencia.

Artículo 15. 1. La Federación Andaluza de Golf al estar

integrada en la Real Federación Española de Golf podrá emitir

licencias, siempre que se respeten las condiciones mínimas de

carácter económico y formal previstas en estos Estatutos y en

los de la Real Federación Española de Golf.

2. Las licencias expedidas por la Federación Andaluza de

Golf que, conforme a lo previsto en los párrafos anteriores, habi-

liten para la participación en actividades o competiciones depor-

tivas oficiales de ámbito estatal, consignarán los datos corres-

pondientes, al menos, en la lengua española oficial del Estado.

Dichas licencias reflejarán tres conceptos económicos:

a) Seguro obligatorio a que se refiere el artículo 40 de la

Ley del Deporte de Andalucía, o normativa aplicable con arre-

glo a la legislación vigente. 

b) Cuota correspondiente a la Real Federación Española

de Golf y cuota para la Federación Andaluza de Golf. Las cuo-

tas para la Real Federación Española de Golf serán fijadas por

la Asamblea de la Real Federación Española de Golf.

TITULO II

ORGANOS DE GOBIERNO, REPRESENTACION

ADMINISTRACION Y CONTROL

CAPITULO I

Estructura Orgánica General

Artículo 16. 1. Son órganos de gobierno y representación

de la Federación Andaluza de Golf, la Asamblea General, el

Presidente y la Junta Directiva.

2. Son órganos complementarios de los de gobierno y

representación, el Interventor, el Secretario General y el Director

Gerente, así mismo lo son los Delegados Territoriales y los

Comités.

3. El Presidente, la Asamblea General y demás órganos

así establecidos por los Estatutos, son órganos electivos. La

Junta Directiva, el Secretario General de la Federación así como

los Delegados Territoriales, los Comités correspondientes y el

Director Gerente serán designados y revocados libremente por

el Presidente.

4. El Interventor es elegido y cesado por la Asamblea

General a propuesta del Presidente de la Federación Andaluza

de Golf.

Artículo 17. 1. Tendrán la consideración de electores y ele-

gibles para los órganos de gobierno y representación de la

Federación Andaluza de Golf:

a) Los deportistas mayores de edad para ser elegibles y

no menores de dieciséis años para ser electores, que tengan

licencia en vigor, con o sin hándicap, homologado por la

Federación Andaluza de Golf en el momento de la convocato-

ria de las elecciones, y la hayan tenido durante todo el año

anterior.

b) Los clubes deportivos y las secciones deportivas ins-

critas en la Federación Andaluza de Golf y que, en la fecha de

la convocatoria y al menos desde la temporada anterior, figu-

ren inscritos en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

c) Los técnicos entrenadores mayores de edad que ten-

gan licencia de Maestro o Asistente de Maestro en vigor en el

momento de convocarse las elecciones y la hayan tenido

durante el año anterior.

d) Los jueces-árbitros mayores de edad que tengan licen-

cia en vigor y el título de árbitro provincial, regional, nacional

o internacional, la hayan tenido al menos durante el año ante-

rior durante el que habrán debido participar en alguna com-

petición de carácter oficial y ámbito provincial, regional o estatal.

2. La circunscripción electoral para clubes, las secciones

deportivas y deportistas será la provincial. Para técnicos-entre-

nadores y jueces-árbitros la circunscripción será la autonómica,

previa autorización de la Consejeria de Turismo y Deporte.

El desarrollo de los procesos electorales se regulará regla-

mentariamente, y se ajustará en todo caso a lo dispuesto por

las Ordenes de la Junta de Andalucía en las que se establecen

los criterios para la realización de los procesos electorales de

los órganos de Gobierno y representación en las Federaciones

Andaluzas de Deportes.

3. La Comisión Electoral estará integrada por tres miem-

bros y sus suplentes, elegidos por la Asamblea General, en
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sesión anterior a la convocatoria del proceso electoral, siendo

preferentemente uno de sus miembros y su suplente licenciado

en Derecho, sin que se requiera su pertenecía al ámbito fede-

rativo. Su presidente y secretario serán designados entre los

elegidos en la Asamblea General.

La condición de miembro de la Comisión Electoral será

incompatible con haber desempeñado cargos federativos en el

ámbito federativo durante los tres últimos años, excepto en los

órganos disciplinarios o en las anteriores Comisiones Electorales.

Tampoco podrá ser designado para cargo directivo alguno

durante el mandato del presidente electo. Finalizando su man-

dato con la elección de la nueva Comisión Electoral.

La Comisión Electoral es el órgano encargado de contro-

lar que los procesos electorales de la Federación Andaluza de

Golf se ajusten a la legalidad, correspondiéndole las siguientes

funciones:

a) Admisión y publicación de candidaturas.

b) Designación, por sorteo, de las Mesas Electorales.

c) Autorización a los Interventores.

d) Proclamación de los candidatos electos.

e) Conocimiento y resolución de las impugnaciones que

se formulen durante el proceso electoral, en la cobertura de

bajas o vacantes y en los supuestos de cese del Presidente o

moción de censura en su contra.

f)  Actuación de oficio cuando resulte necesario.

Contra los acuerdos de la Comisión Electoral federativa

resolviendo las impugnaciones contra los distintos actos del

proceso electoral, podrá interponerse recurso ante el Comité

Andaluz de Disciplina Deportiva en el plazo de tres días hábi-

les desde el siguiente al de su notificación.

CAPITULO II

La Asamblea General

Artículo 18. 1. La Asamblea General es el órgano Superior

de la Federación Andaluza de Golf en el que estarán repre-

sentados los clubes, secciones deportivas, los deportistas, los

técnicos-entrenadores y los jueces-árbitros, y sean susceptibles

legalmente, de contar con representación en la Asamblea

General.

2. La Asamblea General estará formada por un número

de miembros que no podrá exceder los límites que marque la

legislación vigente en cada momento y que determinará el

Reglamento Electoral de la Federación Andaluza de Golf. Los

miembros de la Asamblea General serán elegidos cada cuatro

años, coincidiendo con los años de Juegos Olímpicos de verano,

por sufragio libre y secreto, igual y directo entre y por los com-

ponentes de cada estamento de los que integran la Federación

Andaluza de Golf en la proporción que en cada momento esta-

blezcan las disposiciones legales y que serán reflejadas en los

Reglamentos Electorales correspondientes.

Artículo 19.  Corresponde a la Asamblea General, en reu-

nión plenaria:

a) La aprobación del presupuesto anual y su liquidación.

b) La aprobación de sus Reglamentos Deportivos,

Electorales, Funcionamiento Interno y Disciplinario. 

c) La aprobación y modificación de los Estatutos y

Reglamentos Federativos.

d) La elección y cese, por moción de censura, del Pre-

sidente.

e) La disolución de la Federación Andaluza de Golf, tanto

voluntaria, como no voluntaria, y articular el procedimiento de

liquidación

f)  La autorización de gastos plurianuales.

g) El nombramiento de los miembros titulares y suplentes

del Comité de Disciplina Deportiva.

h) La aprobación de integración de una nueva disciplina

deportiva.

i)  La aprobación y modificación de las cuotas de las

licencias.

j)  Otorgar la calificación oficial de actividades y competi-

ciones deportivas y aprobar el calendario deportivo, así como

su memoria anual.

k) Aprobar las normas de expedición y revocación de las

licencias federativas, así como sus cuotas.

l) Crear Comisiones Delegadas, con la composición, fun-

ciones y sistema de renovación de acuerdo con un Reglamento

y cuyos componentes serán elegidos por la Asamblea General

entre sus miembros.

m) El nombramiento de la Comisión Electoral federativa,

así como a sus suplentes.

n) El nombramiento del Interventor.

o) La designación de los miembros del Comité de Con-

ciliación.

p) La resolución de la cuestión de confianza del Presidente.

q) Resolver aquellas otras cuestiones que hayan sido some-

tidas a su consideración en la convocatoria y se hallen en el

Orden del Día.

r) Cualquier otra que se atribuya en los presentes estatu-

tos o se le otorgue reglamentariamente.

Artículo 20. 1. La Asamblea General se reunirá, en sesión

plenaria, con carácter ordinario, como mínimo, una vez den-

tro de los tres primeros meses de cada año natural, para la

aprobación de los balances económicos y deportivos del año

anterior, así como del calendario, programas y presupuestos

del año en curso. La Asamblea General podrá aprobar el calen-

dario, programas y presupuestos antes de iniciarse el año

natural.

2. Todas las demás reuniones que celebre la Asamblea

General en sesión plenaria, tendrán carácter extraordinario y

serán convocadas por el Presidente, a iniciativa propia o a peti-

ción de un número de miembros de la Asamblea que repre-

senten como mínimo el 20 por 100 del total de los miembros

de la Asamblea General.

Artículo 21. Las reuniones de la Asamblea General tanto

de carácter ordinario como extraordinario, serán convocadas

con una antelación mínima de 15 días a la fecha de su cele-

bración mediante comunicación que será cursada por carta

con acuse de recibo, fax o telegrama a todos sus miembros y

en la que se expresará con toda claridad el orden del Día, así

como lugar, fecha y hora de celebración tanto de la primera

como de la segunda convocatoria entre las que deberá mediar

al menos una hora, salvo casos de urgencia debidamente jus-

tificados.

Artículo 22. Para que las reuniones de la Asamblea General

queden válidamente constituidas será necesario que concu-

rran en primera convocatoria, la mayoría de sus miembros. En

segunda convocatoria la sesión quedará válidamente consti-

tuida siempre que el número de miembros que estén presen-

tes represente al menos el 33% de los miembros de la

Asamblea.

Artículo 23. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de

los miembros presentes en cada reunión. Salvo que se exijan

en estos estatutos otra mayoría distinta. Al efecto se levantará

acta de cada reunión, donde se especificarán los nombres de

los asistentes, las personas que intervengan y el contenido fun-

damental de las deliberaciones, así como el texto de los acuer-

dos que se adopten y el resultado de las votaciones y, en su

caso, los votos particulares contrarios a los acuerdos adoptados.
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El acta de cada sesión podrá ser aprobada al finalizar la

misma, sin perjuicio de su posterior remisión a los miembros

del mismo. En caso de no ser sometida a aprobación al tér-

mino de la reunión, será remitida a todos los miembros de la

Asamblea en el plazo máximo de treinta días para su aproba-

ción en la próxima Asamblea General que se celebre, sin per-

juicio de la inmediata ejecutividad de los acuerdos adoptados,

que sólo podrá suspenderse por acuerdo del órgano competente.

Artículo 24. Las vacantes que se produzcan en la Asamblea

General podrán ser cubiertas de conformidad con la norma-

tiva vigente y en la forma que reglamentariamente se determine.

Artículo 25. Podrán ser amortizadas dichas vacantes por

inexistencia de sustitutos siguiendo el procedimiento que se

establezca, de conformidad con la normativa vigente y en el

Reglamento Electoral de la Federación Andaluza de Golf.

CAPITULO III

El Presidente

Artículo 26. El Presidente de la Federación Andaluza de

Golf es el órgano ejecutivo de la misma. Ostenta su represen-

tación legal, convoca y preside los órganos de gobierno y repre-

sentación, y ejecuta los acuerdos de los mismos. Puede nom-

brar y destituir a los miembros de la Junta Directiva así como

contratar y despedir a las personas que presten servicios en la

Federación Andaluza de Golf.

Artículo 27. El Presidente de la Federación Andaluza de

Golf lo será también de la Asamblea General, con voto de cali-

dad en caso de empate en la adopción de los acuerdos de la

Asamblea General plenaria.

Artículo 28. 1. El Presidente será elegido cada cuatro años,

coincidiendo con los años de Juegos Olímpicos de verano,

mediante sufragio libre, directo, igual y secreto, por los miem-

bros de la Asamblea General. Los candidatos, deberán ser pre-

sentados, como mínimo, por el 15 por 100 de los miembros

de la Asamblea y su elección se producirá por un sistema de

doble vuelta, en el caso de que en una primera vuelta ningún

candidato alcance la mayoría absoluta de los votos emitidos.

En segunda votación lo será por mayoría simple.

2. En el caso de que quede vacante la Presidencia antes

de que transcurra el plazo de cuatro años mencionado, la

Asamblea General procederá a una nueva elección para cubrir

dicha vacante por el tiempo que falte hasta la terminación del

plazo correspondiente al mandato ordinario.

Artículo 29. No podrá ser elegido Presidente de la

Federación Andaluza de Golf quien hubiera ostentado ininte-

rrumpidamente tal condición durante los cuatro periodos inme-

diatamente anteriores. 

Artículo 30. El desempeño del cargo de Presidente de la

Federación Andaluza de Golf, será causa de incompatibilidad

para ocupar cargos directivos en otra Federación Deportiva

Andaluza y en la propia Federación Andaluza de Golf.

También será incompatible con el ejercicio de cargos direc-

tivos de cualquier Club o asociación deportiva relacionada con

el deporte del Golf.

Artículo 31. El Presidente cesará por:

1. Transcurso del plazo para el que fue elegido.

2. Fallecimiento.

3. Dimisión.

4. Aprobación de una moción de censura por la Asamblea

General o no ser aprobada una cuestión de confianza en los

términos que se regulan en los presentes Estatutos. 

5. Incurrir en las causas de incompatibilidad o inelegibili-

dad establecidas en los presentes Estatutos o legislación vigente.

6. Por incapacidad legal sobrevenida.

7. Por inhabilitación o destitución de cargo acordada en

sanción disciplinaria firme en vía administrativa.

El Presidente, en el caso del apartado 1 de este artículo,

permanecerá en funciones a fin de no paralizar el normal fun-

cionamiento de la Federación, cometido que finalizara con el

nombramiento de nuevo Presidente electo.

Artículo 32. Vacante la Presidencia por alguna de las cau-

sas previstas en el artículo anterior (salvo la prevista en el

número 1), el Vicepresidente Primero de la Federación Andaluza

de Golf procederá inmediatamente a reunir a la Junta Directiva

quien convocará la Asamblea General para que en el plazo de

los 30 días siguientes celebre reunión plenaria que tendrá como

punto único del orden del día, la elección del nuevo Presidente,

en la forma prevista en el apartado 2 del artículo 28, y por el

período que falte hasta las elecciones generales siguientes.

Artículo 33. 1. La moción de censura contra el Presidente

deberá ser firmada por un 25% de los miembros de la Asamblea

General con los datos para identificar los promotores de la

moción, con expresión escrita de las razones que la motivan y

el candidato alternativo.

2. La moción de censura se presentará al Secretario

General de la Federación Andaluza de Golf, quien dará cono-

cimiento inmediato al Presidente de la Comisión Electoral y

Presidente de la Federación Andaluza de Golf. El Presidente de

la Comisión Electoral, en el plazo de diez días, deberá de cons-

tituir una mesa, integrada por:

a) Dos miembros de la Junta Directiva, designados por ésta.

b) Los dos primeros firmantes de la moción de censura.

c) Un quinto miembro, elegido por la Comisión Gestora

entre federados de reconocida independencia e imparcialidad,

que actuará como Presidente, siendo Secretario el más joven

de los restantes.

3. Comprobada por la Mesa la legalidad de la moción de

censura, solicitará al órgano correspondiente de la Federación

Andaluza de Golf, que convoque Asamblea General Extraordi-

naria, lo que hará en cinco días, para su celebración en un

plazo no superior a un mes desde la constitución de la Mesa.

4. La Asamblea, sus debates y la votación serán dirigidos

por la Mesa, que resolverá, por mayoría, cuantos incidentes y

reclamaciones se produzcan. Finalizada la votación, la Mesa

realizará el escrutinio. Para ser aprobada la moción de censura

requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de la Asamblea

General. Si así ocurre, el candidato propuesto será elegido

Presidente de la Federación Andaluza de Golf.

5. Sólo cabrán impugnaciones, cualesquiera que fuese su

naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser rechazada

o prosperar la moción de censura. Tales impugnaciones debe-

rán formularse, en el plazo de cinco días, ante la Comisión

Electoral, que resolverá en tres días y, en su caso, proclamará

definitivamente Presidente al candidato electo, sin perjuicio de

los recursos administrativos y jurisdiccionales que procedan.

6. Las mismas impugnaciones y recursos procederán con-

tra la decisión de la Mesa de no tramitar la moción de censura.

7. Unicamente podrán formularse dos mociones de cen-

sura en cada mandato de la Asamblea y, entre ellas, deberá

transcurrir, como mínimo, un año.
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Artículo 34. 1. El Presidente podrá plantear a la Asamblea

General la cuestión de confianza sobre un programa o una

declaración de política general de la Federación Andaluza

de Golf.

2. La cuestión de confianza se debatirá en sesión extra-

ordinaria de la Asamblea General. A la convocatoria se acom-

pañará escrito justificativo de los motivos que fundamenten la

petición de confianza.

3. La sesión de la Asamblea General se iniciará con la pre-

sentación por el Presidente de la Federación Andaluza de Golf

de los términos de la confianza solicitada. Tras su exposición,

podrán intervenir los miembros de la Asamblea que lo solici-

ten y, en turno de contestación, individual o colectiva, el pro-

pio Presidente.

4. Concluido el debate o, en su defecto, tras la interven-

ción del Presidente, tendrá lugar la votación. La confianza se

entenderá otorgada por el voto favorable de la mayoría de asis-

tentes a la Asamblea. La denegación de la confianza supone

el cese inmediato del Presidente.

5. Sólo cabrán impugnaciones, cualesquiera que fuese su

naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser otorgada

o denegada la confianza. Tales impugnaciones deberán for-

mularse, en el plazo de cinco días, ante la Comisión Electoral,

que resolverá en tres días.

Artículo 35. En caso de ausencia, enfermedad o vacante,

el Presidente será sustituido por un Vicepresidente, sin perjui-

cio de las delegaciones que considere oportuno realizar. La sus-

titución en la Presidencia de la Asamblea, en caso de que el

Vicepresidente no sea miembro de la misma, recaerá en el

miembro que sea designado por la Asamblea entre los asis-

tentes.

Artículo 36. 1. El cargo de Presidente de la Federación

Andaluza de Golf podrá ser remunerado siempre que tal

acuerdo, así como la cuantía de la remuneración sea aprobada

por la mitad más uno de los miembros presentes en la reunión

de la Asamblea General en que se adopte el acuerdo. La remu-

neración bruta, incluidos los gastos sociales legalmente esta-

blecidos, no podrá ser satisfecha con cargo a las subvencio-

nes públicas que reciba la Federación.

2. La remuneración del Presidente concluirá con el fin de

su mandato no pudiendo extenderse tal remuneración más allá

de la duración del mismo.

Artículo 37. Para el debido ejercicio de sus funciones el

Presidente de la Federación Andaluza de Golf está investido de

las más amplias facultades de representación, administración

y gestión, correspondiéndole todas aquellas que no estén expre-

samente reservadas en la Ley o en estos Estatutos a la

Asamblea General. En particular el Presidente de la Federación

Andaluza de Golf ostentará las facultades que, con carácter

enunciativo aunque no limitativo, se indican a continuación,

siempre respetando lo establecido en los presentes Estatutos

sobre competencias de otros órganos, para ser ejercitadas con

carácter solidario en nombre y representación de la Federación

Andaluza de Golf.

1. Representar en general a la Federación Andaluza de

Golf, en juicio y fuera de él, ante toda clase de personas y enti-

dades admitidas en derecho.

2. Negociar, concertar y solemnizar toda clase de opera-

ciones y contratos y, en particular, comprar, vender, permutar,

y, en general, adquirir, por cualquier título y enajenar y gravar,

por título oneroso, toda clase de acciones, participaciones, bie-

nes muebles e inmuebles, así como prestar y aceptar garan-

tías personales y reales de todas clases y modificar y cancelar

las mismas.

3. Contratar y despedir todo tipo de empleados, fijando

sus condiciones, y representar en la forma más amplia posi-

ble a la Federación Andaluza de Golf, en juicio y fuera de él,

ante toda clase de Tribunales, Organismos, Entidades y Autori-

dades, de cualquier ámbito geográfico, con competencia en

cuestiones laborales o de Seguridad Social, ejercitando las

acciones y derechos pertinentes en defensa de los intereses

de Federación Andaluza de Golf.

4. Representar en la forma más amplia posible a la

Federación Andaluza de Golf ante toda clase de organismos y

autoridades públicas, ya sean de ámbito estatal, autónomo,

provincial, municipal o de cualquier otro tipo, así como ante

toda clase de organismos paraestatales tanto al objeto de cele-

brar toda clase de actos, y contratos que guarden relación

directa o indirecta con las actividades propias de la Federación

Andaluza de Golf como al objeto de promover o interesarse en

expedientes administrativos de todas clases y seguirlos en todos

sus trámites e instancias, y, en particular y de forma mera-

mente enunciativa, tomar parte en subastas, concursos y demás

expedientes encaminados a la contratación de obras o servi-

cios y realizar los actos precisos para la adjudicación y firma

del correspondiente contrato, pudiendo expresamente a tal

efecto constituir, modificar y cancelar fianzas y depósitos de

todo tipo y hacer pagos y cobros ante cualquier organismo,

autoridad o servicio administrativo y aceptar o impugnar adju-

dicaciones provisionales y definitivas.

5. Concertar con cualquier entidad financiera o de crédito

incluido el Banco de España toda clase de operaciones ban-

carias activas y pasivas así como la contratación de servicios

bancarios, incluyendo en forma meramente enunciativa los

contratos de cuenta corriente, de cuenta de ahorro, de depó-

sito, de apertura de crédito documentario o no, de préstamo,

de crédito tanto simple como en cuenta corriente, de descuento,

y cualesquiera otros contratos de financiación, así como con-

tratos de fianza y todos los actos y negocios accesorios o, com-

plementarios para la plena eficacia de los anteriores contratos,

así como movilizar por medio admitido en derecho los saldos

de las cuentas bancarias abiertas a nombre de la Federación

Andaluza de Golf, e ingresar en las mismas los fondos o valo-

res de la Federación Andaluza de Golf.

6. Realizar declaraciones cambiarias de todo tipo en letras

de cambio, cheques, pagarés y cualesquiera otros títulos valo-

res, interviniendo en los mismos como librador, aceptante, inter-

viniente, endosante o avalista, así como, en general, negociar,

descontar, pagar, cobrar y protestar tales títulos.

7. Reclamar y cobrar cualesquiera cantidades que se adeu-

den a la Federación Andaluza de Golf, sean cuales fueren los

títulos o concepto jurídico de la deuda y la persona, natural o

jurídica, obligada al pago o a la devolución incluida la Admi-

nistración Pública, firmar facturas, dar y exigir recibos y cartas

de pago; efectuar pagos; rendir y exigir la rendición de cuen-

tas y constituir y cancelar depósitos de toda clase, incluso en

la Caja General de Depósitos y sus sucursales.

8. Ostentar y otorgar poderes con facultades tan amplias

como fuere preciso para representar a la Federación Andaluza

de Golf ante todo tipo de Tribunales y Juzgados, incluidos el

Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional y comparecer y

querellarse ante los mismos en toda clase de procedimientos,

juicios, causas, negocios y expedientes de cualquier índole,

civiles, penales, administrativos, contencioso-administrativos,

económico-administrativos o laborales, como demandante o

demandada o cualquier otro concepto, utilizando los procedi-

mientos ordinarios y especiales disponibles y realizando den-

tro de los mismos todo tipo de actuaciones que convengan a

la Federación Andaluza de Golf, tal como asistiendo a actos de

conciliación con avenencia o sin ella, entablando cuestiones

de competencia, pidiendo la suspensión de los juicios, desis-

tiendo de la demandada y allanándose a las pretensiones dedu-

cidas por terceros, instando ventas judiciales y embargos o su

alzamiento y cancelación, tachando y recusando testigos o fun-

cionarios, solicitando la práctica de cuantas diligencias exija el

respectivo procedimiento, absolviendo posiciones en juicios

civiles y prestando declaraciones en juicios penales, impug-
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nando y aprobando créditos, suscribiendo o impugnando con-

venios judiciales o extrajudiciales, aceptando la adjudicación

de bienes y derechos de cualquier clase, muebles e inmuebles,

interponiendo y siguiendo los recursos de apelación, casación,

nulidad, queja, responsabilidad, revisión, injusticia notoria,

alzada, reposición y demás ordinarios y extraordinarios y desis-

tiendo de ellos y de los procedimientos cuando lo estime opor-

tuno, constituyendo fianzas y depósitos y retirándolos a su

tiempo, incluso transigiendo los juicios o procedimientos enta-

blados; comprometer a la Federación Andaluza de Golf en todo

tipo de arbitraje, ostentando la representación de la Federación

Andaluza de Golf para intervenir en la forma más amplia posi-

ble en todas las actuaciones arbitrales; transigir fuera de juicio

y otorgar poderes generales o especiales para pleitos a abo-

gados y procuradores, con facultades de sustitución.

9. Retirar de toda clase de oficinas del Estado, de las

Comunidades Autónomas, de la Provincia, del Municipio, de

las Entidades y Organismos Autónomos y de sus dependen-

cias o servicios todas las cartas, certificados, comunicaciones,

despachos, liquidaciones, paquetes, giros postales o telegráfi-

cos, pliegos y valores declarados o cualesquiera otro similar.

10. Retirar de todas las Aduanas del Territorio Nacional o

no, cualquier clase de mercancías consignadas con destino a

la Federación Andaluza de Golf, solicitar su pronto despacho,

presentar documentos y justificantes, incluso declaraciones de

valor, ejercitar los actos y practicar las gestiones necesarias

hasta conseguir la entrega de las referidas mercancías y, para

todo ello, suscribir y firmar escritos, resguardos, recibos y, en

general, cuantos documentos se le exijan y sean precisos, úti-

les o convenientes para la Federación Andaluza de Golf.

11. Retirar de las compañías de ferrocarriles, navieras y

de transporte en general, los géneros o efectos remitidos a la

Federación Andaluza de Golf y formular al efecto protestas y

reclamaciones, hacer dejes de cuenta y abandono de mer-

cancías, así como levantar las actas correspondientes.

12. Firmar cuantos documentos públicos o privados fuere

menester para el ejercicio de las facultades precedentes.

13. Obtener toda clase de concesiones, patentes, privile-

gios, marcas, signos distintivos y derechos de propiedad indus-

trial e intelectual.

14. Contratar y suscribir seguros contra incendios, acci-

dentes laborales y seguros sociales, así como seguros, que

cubran cualesquiera otros riesgos.

15. Otorgar todas o parte de las facultades y funciones

mencionadas precedentemente a otras personas con carácter

solidario o mancomunado y revocar en su caso tales apode-

ramientos.

CAPITULO IV

La Junta Directiva y El Interventor

Artículo 38. La Junta Directiva es el órgano colegiado de

gestión de la Federación Andaluza de Golf, sus miembros son

designados y revocados libremente por el Presidente de la

Federación, que la presidirá. De tal decisión se dará cuenta a

la Asamblea General.

Artículo 39. 1. La Junta Directiva de la Federación Andaluza

de Golf estará compuesta por un máximo de veinte miembros,

entre los cuales figurarán: El Presidente, tres Vicepresidentes,

un Tesorero y los vocales que en número no superior a quince,

sean designados.

2. Los miembros de la Junta Directiva que no lo sean de

la Asamblea General tendrán acceso a las sesiones de la

Asamblea General con derecho a voz pero sin voto.

3. El Vicepresidente primero deberá ser miembro de la

Asamblea General y sustituirá al Presidente en caso de ausencia.

Artículo 40. Todos los cargos de la Junta Directiva son

honoríficos y quienes los ocupen no percibirán remuneración

alguna, a excepción del Presidente.

Artículo 41. 1. La Junta Directiva se reunirá como mínimo

tres veces al año, procurándose que no transcurran más de

ciento cincuenta días entre dos reuniones consecutivas.

2. El Secretario General cursará por orden del Presidente

la convocatoria que incluirá el orden del día y la documenta-

ción necesaria para conocimiento de sus miembros. La con-

vocatoria deberá ser cursada, al menos, con siete días de ante-

lación, salvo los casos urgentes, en los que bastará una

antelación de cuarenta y ocho horas.

Artículo 42. Las reuniones de la Junta Directiva, queda-

rán válidamente constituidas cuando concurran a ellas, en pri-

mera convocatoria, la mayoría de sus miembros, y en segunda,

un tercio de los mismos.

Artículo 43. 1. No podrán ser designados miembros de la

Junta Directiva quienes se encuentren, además de los referi-

dos en estos estatutos sobre incompatibilidad de cargos, en

alguno de los supuestos siguientes:

a) Haber sido condenado mediante sentencia penal firme

que lleve aneja la pena principal o accesoria de inhabilitación

absoluta o especial para cargo público.

b) No poseer la nacionalidad de algún país miembro de

la Unión Europea.

c) Haber sido declarado incapaz por decisión judicial firme.

2. No podrán desempeñar el cargo de miembro de la Junta

Directiva de la Federación Andaluza de Golf quienes ocupen

cargos directivos en otra Federación Deportiva.

Artículo 44. Es competencia de la Junta Directiva:

1. Preparar las ponencias y documentos que sirvan de

base a la Asamblea General para que la misma ejerza las fun-

ciones que le corresponden.

2. Fijar la fecha y el Orden del Día de la Asamblea General.

3. Convocar elecciones generales a la Asamblea General

y a la Presidencia de la Federación Andaluza de Golf.

4. Proponer a la Asamblea General el cambio de domici-

lio de la Federación Andaluza de Golf en los términos previstos

por el artículo 3 de estos Estatutos.

5. Colaborar con el Presidente en la dirección económica,

administrativa y deportiva de la Federación Andaluza de Golf

y en la ejecución de los acuerdos de los demás órganos cole-

giados superiores de gobierno y representación y control de la

misma.

6. Recibir y recabar informes de los Presidentes de los

Comités Técnicos regulados en el Título IV de estos Estatutos.

7. Coordinar, en su caso, las actividades de las distintas

Delegaciones Territoriales, sin perjuicio de las atribuciones que

al respecto correspondan al Presidente.

8. Elaborar la memoria anual de las actividades de la

Federación.

9. Confección del proyecto de presupuestos y de las cuen-

tas anuales de la Federación.

10. Designación de los técnicos de las selecciones de la

Federación Andaluza de Golf.

11. La adopción de disposiciones interpretativas de los

Estatutos y Reglamentos federativos.

12. Cualesquiera otra que le sea atribuida estatutariamente

o delegada por el Presidente.

Artículo 45. Todos los miembros de la Junta Directiva

desempeñarán su cargo con la máxima diligencia y responde-

rán mancomunadamente frente a la Federación Andaluza de
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Golf, frente a las Delegaciones Territoriales con o sin persona-

lidad jurídica y frente a los acreedores de la Federación Andaluza

de Golf por el daño patrimonial o económico que las actua-

ciones de la Junta Directiva hayan causado por malicia, abuso

de facultades o negligencia grave de cualquiera de ellos. En

cualquier caso estarán exentos de responsabilidad los miem-

bros de la Junta Directiva que hayan salvado su voto en los

acuerdos causantes del daño.

Artículo 46. 1. Los Vicepresidentes, por su orden, susti-

tuirán al Presidente en caso de ausencia, vacancia, enferme-

dad o cualquier otra imposibilidad física o legal y colaborarán

con él siempre que para ello sean requeridos y, de un modo

especial, en todo lo que se refiere a la relación de la Federación

con Organismos nacionales, extranjeros o supranacionales.

2. Todos los miembros de la Junta Directiva, aparte de

desarrollar las funciones específicas de cada cargo, coopera-

rán por igual en la gestión de gobierno que compete a la misma

y desempeñarán las misiones que especialmente les enco-

miende el Presidente o la propia Junta.

Artículo 47. Para el ejercicio de las funciones de control y

fiscalización interna de la gestión económica-financiera, patri-

monial y presupuestaria, así como de la contabilidad y teso-

rería, la Asamblea designará y cesará un Interventor, a pro-

puesta del Presidente de la Federación, el cual puede asistir a

las reuniones de la Junta Directiva, y además son competen-

cias específicas: 

a) Formular los Balances que periódicamente han de pre-

sentarse a la Junta Directiva y que anualmente deberán pre-

sentarse a la Asamblea General.

b) Autenticar con su firma los Presupuestos, Balances y

Cuentas Anuales.

Artículo 48. 1. Los miembros de la Junta Directiva, Comité

de Asesores y Comité de Disciplina Deportiva de la Federación

Andaluza de Golf serán considerados en toda clase de actos,

instalaciones y espectáculos deportivos relacionados con el

deporte del Golf, como invitados de honor, y como tales ten-

drán derecho a presidir los actos a los que asistan, en lugar

destacado.

2. Los miembros de la Junta Directiva de la Federación

Andaluza de Golf tendrán libre acceso a los campos e instala-

ciones de todos los clubes y demás asociaciones deportivas

afiliados directa o indirectamente a la Federación Andaluza de

Golf, pudiendo practicar el Golf en su condición de invitados

de honor.

3. Todos los ex-presidentes de la Federación Andaluza de

Golf tendrán derecho a utilizar la uniformidad de Directivo de

la Federación Andaluza de Golf y podrán representar al Presi-

dente, si éste otorga tal representación, en cuantos actos sea

preciso.

CAPITULO V

El Secretario General

Artículo 49. El Presidente de la Federación Andaluza de

Golf podrá designar un Secretario General previo conocimiento

de su Junta Directiva. Este cargo podrá ser remunerado, si

quien lo ostenta no es miembro de la Junta Directiva.

Artículo 50. El Secretario General ejercerá las funciones

de fedatario y asesor y más específicamente:

a) Asiste y asesora a todos los órganos de gobierno, con-

trol y representación de la Federación Andaluza de Golf en los

aspectos jurídicos de asuntos de su respectiva competencia.

b) Ejerce la función de Secretario en las reuniones de los

órganos a que asista, levanta acta de sus sesiones y expide

certificaciones de los acuerdos adoptados. Una vez aprobadas

las actas, las firmará con el visto bueno del Presidente, y cus-

todiará los correspondientes libros de actas.

c) Organiza, mantiene y custodia el archivo de la Federación

Andaluza de Golf.

CAPITULO VI

Director Gerente

Artículo 51. 1. El Director Gerente garantiza, bajo la supe-

rior autoridad del Presidente, la buena marcha económica y

administrativa de la Federación Andaluza de Golf, lleva la con-

tabilidad, asiste e informa permanentemente a todos los órga-

nos de gobierno, control y representación de la Federación

Andaluza de Golf, cuya inspección económica le compete, en

todos los asuntos de su competencia, prepara la documenta-

ción y estudios en los temas de competencia de aquellos y ase-

gura el cumplimiento de las decisiones y acuerdos adoptados

por los mismos.

2. En particular, son competencias del Director Gerente:

a) Ostenta, por delegación del Presidente, la jefatura de

personal de la Federación Andaluza de Golf.

b) Coordina la actuación de los diversos órganos de la

Federación Andaluza de Golf.

c) Prepara la resolución y despacho de todos los asuntos.

d) Vela, con el oportuno asesoramiento del Secretario

General, por el cumplimiento de todas las normas jurídico-

deportivas, teniendo debidamente informado sobre el conte-

nido de las mismas a los órganos de la Federación Andaluza

de Golf.

e) Prepara las reuniones de los órganos de gobierno y de

los órganos técnicos, actuando en ellos con voz, pero sin voto.

f) Recibe y expide la correspondencia oficial de la

Federación Andaluza de Golf, y lleva un registro de entrada y

salida de la misma.

g) Aporta documentación e informa a los órganos de

gobierno y a los órganos técnicos de la Federación Andaluza

de Golf.

h) Redacta la Memoria Anual de actividades deportivas.

i)  Prepara la Memoria Anual de la Federación Andaluza

de Golf para su presentación a la Asamblea General.

j) Controla la ejecución de los acuerdos económicos y de

manera especial vigila con escrupulosidad el adecuado cum-

plimiento de los destinos asignados a las subvenciones oficia-

les. Tiene asimismo a su cargo la vigilancia del patrimonio de

la Federación Andaluza de Golf.

k) Promueve bajo la superior autoridad del Presidente,

acciones encaminadas a la mayor divulgación y práctica del

Golf en Andalucía.

l) Entabla acciones y prepara acuerdos con empresas y

particulares para la obtención de ayudas, promociones y sub-

venciones privadas en beneficio del Golf Andaluz.

m) Representa a la Federación Andaluza de Golf ante

Autoridades, Organismos, Tribunales, y particulares, en los tér-

minos y con las limitaciones que determinen los poderes otor-

gados por su Presidente y demás órganos superiores.

n) Asiste a Asociaciones deportivas, profesionales del

deporte del Golf en Andalucía y deportistas en los términos,

previstos para cada circunstancia.

Artículo 52. El cargo de Director Gerente podrá ser remu-

nerado, si quien lo ostenta no es miembro de la Junta Directiva,

y tendrá a todos los efectos legales la consideración propia del

personal de Alta dirección. Este cargo podrá ser acumulado al

de Secretario General.
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TITULO III

DERECHOS Y DEBERES BASICOS DE LOS MIEMBROS

DE LA FEDERACION ANDALUZA DE GOLF

Artículo 53. 1. Todos los miembros de la Federación

Andaluza de Golf tienen el derecho a recibir la tutela de la

misma con respecto a sus intereses deportivos legítimos, así

como el de participar en sus actividades y en el funcionamiento

de sus órganos, de acuerdo con los presentes Estatutos y

Reglamentos internos de aquélla.

2. Los miembros de la Federación Andaluza de Golf tie-

nen, a su vez, el deber de acatar los acuerdos de sus órganos,

sin perjuicio de recurrir, ante las instancias federativas com-

petentes y, en su caso, ante la jurisdicción competente, aque-

llos que consideren contrarios a derecho.

Artículo 54. La Federación Andaluza de Golf no permitirá

ningún tipo de discriminación entre sus miembros por razón

de nacimiento, raza, sexo, opinión o cualquier otra condición

o circunstancia personal o social.

TITULO IV

DE LOS OTROS ORGANOS COMPLEMENTARIOS

Artículo 55. Los Comités son Organos Complementarios

de la Federación Andaluza de Golf, que podrán ser Comités o

Comités Técnicos:

a) El Comité Técnico de Jueces-Árbitros y Reglas.

b) El Comité Técnico de Campos.

c) El Comité Técnico de Aficionados masculino.

d) El Comité Técnico de Aficionados femenino.

e) El Comité Técnico de Infantiles y Juvenil.

f)  El Comité Técnico de Profesionales y Técnicos-Entrena-

dores.

g) El Comité Técnico de Seniors.

h) El Comité de Promoción.

i) El Comité de Asesores.

j) El Comité de Disciplina Deportiva.

k) El Comité Comercial de Campos de Golf

l) Todos aquellos cuya creación el Presidente, oída la Junta

Directiva, estime conveniente.

Las competencias específicas de cada Comité se refleja-

rán en las normas reglamentarias. Así mismo el Presidente

podrá establecer Delegaciones Técnicas, como órgano previo

a la creación de un Comité Técnico, el cual tendrá carácter uni-

personal.

CAPITULO I

Normas Generales

Artículo 56. 1. Las normas comunes a los Comités Técnicos

contenidas en el presente Capítulo se aplicarán a todos los enu-

merados en el artículo 55 a excepción del Comité de Asesores

y del Comité de Disciplina Deportiva.

2. El Comité de Asesores se regirá por sus propias normas

contenidas en el Capítulo III del presente Título.

3. El Comité de Disciplina Deportiva se regirá por sus pro-

pias normas contenidas en el Capítulo IV del presente Título.

Artículo 57. Los Comités Técnicos se compondrán de un

Presidente, y como mínimo de dos vocales. El número máximo

de vocales será fijado en cada caso por el Presidente de la

Federación Andaluza de Golf, a propuesta del Presidente del

Comité.

Artículo 58. 1. Los Presidentes de los Comités Técnicos

serán elegidos por el Presidente de la Federación Andaluza de

Golf entre los miembros de su Junta Directiva.

2. Los restantes miembros de los Comités Técnicos serán

designados por el Presidente de la Federación Andaluza de

Golf, oída la Junta Directiva.

Artículo 59. Los Comités Técnicos someterán a la apro-

bación de la Junta Directiva que, en su caso elevará al Organo

que proceda, un programa anual de actividades junto con el

presupuesto de gastos correspondiente.

Artículo 60. Los Comités Técnicos se reunirán con carác-

ter ordinario como mínimo cuatro veces al año.

Artículo 61. Los Comités Técnicos se reunirán con carác-

ter extraordinario, siempre que sean convocados por su

Presidente bien por propia iniciativa o por solicitud de la mitad

más uno de sus Vocales.

Artículo 62. La convocatoria de los Comités Técnicos tanto

ordinaria como extraordinaria deberá realizarse con una ante-

lación mínima de 20 días naturales a la celebración de la reu-

nión. En caso de urgencia podrá convocarse telegráficamente

con 48 horas.

Artículo 63. Los Comités Técnicos se consideran válida-

mente constituidos si asisten a sus reuniones, la mitad más

uno de sus componentes, como mínimo.

CAPITULO II

De las competencias de los Comités Técnicos

Artículo 64. Corresponde al Comité Técnico de Jueces Árbi-

tros y Reglas:

a) Proponer las reglas del juego y sus modificaciones e

interpretarlas y velar para que en todas las pruebas se obser-

ven, escrupulosamente, las reglas del juego en vigor.

b) Establecer los niveles de formación arbitral.

c) Clasificar técnicamente a los Jueces o Árbitros, propo-

niendo la adscripción a las categorías correspondientes.

d) Proponer los candidatos a Juez o Arbitro-Internacionales.

e) Aprobar las normas administrativas regulando el arbi-

traje.

f) Coordinar con las federaciones de ámbito autonómico

los niveles de formación.

g) Designar a los colegiados en las competiciones de

ámbito estatal.

Artículo 65. Al Comité Técnico de Campos le corresponde

inspeccionar, medir y homologar los campos y las variaciones

que puedan producirse en los mismos, declarándolos aptos

para la celebración de pruebas deportivas.

Artículo 66. 1. Al Comité Técnico de Aficionados mascu-

lino le corresponde organizar y coordinar la práctica y el fomento

del deporte del Golf, desarrollado por jugadores aficionados de

sexo masculino.

2. Constituye su peculiar cometido preparar, elaborar y

someter a los Organos que correspondan:

a) El Estatuto del Aficionado y cualquier reforma del mismo

en colaboración con el Comité Técnico de Aficionados feme-

nino.

b) La reglamentación de todas las pruebas de aficionados

de sexo masculino.
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c) Las normas de selección de los distintos equipos regio-

nales que de él dependan, y la designación de los Delegados

Federativos para cada prueba.

d) Las selecciones regionales que de él dependan así como

sus Capitanes respectivos.

e) El calendario de pruebas de carácter regional, a cele-

brar en todo el territorio andaluz, confeccionado en colabora-

ción con el resto de los Comités interesados.

Artículo 67. Son funciones del Comité Técnico de Aficiona-

dos femenino las indicadas en el articulo 66 en relación con

los jugadores aficionados de sexo masculino.

Artículo 68. Son funciones del Comité Técnico de Infantiles

y juvenil las enumeradas en el artículo 66 en relación con los

jugadores infantiles y juveniles de ambos sexos.

Artículo 69. 1. Al Comité Técnico de Profesionales le corres-

ponde proponer la reglamentación para la práctica y el fomento

del deporte del Golf ejecutado por jugadores profesionales, así

como proponer la reglamentación de la actividad de cuantas

personas ejerzan funciones remuneradas, directamente rela-

cionadas con la enseñanza y la práctica del Golf.

2. Las funciones que constituyen su peculiar cometido son

las enumeradas en el artículo 66 en relación con los jugado-

res profesionales.

Artículo 70. Son funciones del Comité Técnico de Seniors

las enumeradas en el artículo 66 en relación con los jugado-

res seniors de ambos sexos.

Artículo 71. Es misión del Comité de Promoción ejercer

cuantas funciones sean necesarias para el desarrollo del Deporte

del Golf en Andalucía y en particular la búsqueda y consecu-

ción de medios que faciliten dicho desarrollo.

Artículo 72. El Comité Comercial de Campos de Golf ejer-

cerá cuantas funciones sean necesarias para el desarrollo y

promoción del Deporte y Turismo de Golf en Andalucía y en

particular la búsqueda y consecución de medios que faciliten

dicho desarrollo.

CAPITULO III

El Comité de Asesores

Artículo 73. 1. El Comité de Asesores, con carácter con-

sultivo informará y asesorará al Presidente y a la Junta Directiva

cuando para ello sea requerido.

2. Serán miembros de este Comité, además de los ex-

Presidentes de la Federación Andaluza de Golf, todas aquellas

personas que hayan dedicado gran parte de su vida activa al

deporte del Golf, como directivos o ejecutivos, nombrados, con

carácter permanente por la Asamblea General a propuesta del

Presidente de la Federación Andaluza de Golf oída la Junta

Directiva.

3. De entre sus miembros, el Presidente de la Federación

Andaluza de Golf nombrará un Presidente que ejercerá tal cargo

durante un período de mandato igual al de la Junta Directiva.

CAPITULO IV

Del Comité de Disciplina Deportiva

Artículo 74. 1. El Comité de Disciplina Deportiva de la

Federación Andaluza de Golf actúa con independencia de los

demás órganos de la misma, en el ámbito del territorio regio-

nal y en las cuestiones disciplinarias deportivas conforme a las

competencias que le atribuyen los presentes Estatutos.

2. El Comité de Disciplina Deportiva de la Federación

Andaluza de Golf estará integrado por un número de miembros

que no será inferior a tres ni superior a seis, de entre los que

se designará un Presidente y un Vicepresidente que le susti-

tuirá en caso de ausencia del Presidente.

3. Cada uno de los miembros tendrá un voto siendo el

voto del Presidente de carácter dirimente en el supuesto de

empate.

4. Los miembros del Comité de Disciplina Deportiva serán

designados por la Asamblea General a propuesta del Presidente

de la Federación Andaluza de Golf, sin perjuicio de las com-

petencias de la Asamblea General en esta materia.

5. No será preciso ser miembro de la Asamblea General

para ser elegido vocal del Comité de Disciplina Deportiva.

6. La duración del mandato de los miembros del Comité

de Disciplina Deportiva será de cuatro años renovándose en la

primera Asamblea que se elija en cada período olímpico fijado.

TITULO V

DE LOS COMITES DE COMPETICION

Artículo 75. 1. En todos los clubes, las secciones deporti-

vas y otros colectivos interesados afiliados a la Federación

Andaluza de Golf, actuará un Comité de Competición, que

estará formado por un mínimo de cuatro miembros, uno de

los cuales ostentará la Presidencia. Para ejercer la presidencia

será necesario poseer la nacionalidad de algún país miembro

de la Unión Europea.

2. En su seno deberán funcionar al menos las Delegaciones

de Señoras, Caballeros, Seniors, Profesionales, Infantiles y

Handicaps, pudiendo ocupar la misma persona hasta dos dele-

gaciones.

3. Los Comités de Competición serán propuestos a la

Federación Andaluza de Golf, por las Juntas Directivas de los

clubes o en su caso, por los representantes de otros colectivos

interesados, quienes igualmente podrán proponer a aquéllas

su sustitución por otros que juzguen más idóneos. La Federación

Andaluza de Golf aceptará o no, las propuestas recibidas, e

informará razonadamente de su decisión a la Real Federación

Española de Golf.

Artículo 76. Son funciones de los Comités de Competición:

a) Organizar todas las pruebas oficiales a celebrar en las

instalaciones de sus respectivos clubes.

b) Decidir sobre cualquier incidencia ocurrida durante la

celebración de una prueba oficial en aplicación de las reglas

de Golf.

c) Elevar informe de las actuaciones de deportistas que

pudieran ser constitutivos de infracción al órgano con compe-

tencia disciplinaria en cada caso y prestar todo el apoyo reque-

rido al mismo de oficio o a su instancia.

TITULO VI

DEL REGIMEN ECONOMICO

Artículo 77. La Federación Andaluza de Golf, que cuenta

con propio patrimonio y presupuesto, ajustará su contabilidad

a las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad

a las Federaciones Deportivas que desarrolle el Instituto de

Contabilidad y Auditoría de Cuentas del Ministerio de Economía

y Hacienda.

Artículo 78. La Junta Directiva preparará el proyecto de

presupuesto de cada ejercicio, que, previo acuerdo de la

Asamblea General.
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Artículo 79. En el primer trimestre de cada año la Junta

Directiva confeccionará los estados financieros previstos en las

normas de adaptación del Plan General de Contabilidad para

Federaciones, así como la liquidación del presupuesto, junto

con la correspondiente memoria explicativa. Dichos estados

financieros serán auditados y el informe que se emita por los

Auditores se pondrá en conocimiento de la Asamblea General.

Artículo 80. Constituyen los ingresos de la Federación

Andaluza de Golf:

1. Las subvenciones de la Dirección General de Actividades

y Promoción Deportiva, del Consejo Superior de Deportes y de

otros órganos de las Administraciones Públicas.

2. Los bienes o derechos que reciba por herencia, legado

o donación.

3. Las cuotas de sus afiliados.

4. Las sanciones pecuniarias que se impongan a sus afi-

liados, de conformidad con la legislación vigente.

5. Los frutos, rentas e intereses de sus bienes patrimo-

niales.

6. Los préstamos o créditos que se le concedan.

7. Los ingresos que obtenga en relación con la organiza-

ción de pruebas deportivas.

8. Las ayudas recibidas de empresas y particulares para

la promoción y el desarrollo del Golf en España.

9. Las contraprestaciones recibidas por la prestación de

servicios de organización, imagen, asesoramiento y promoción

varia.

Artículo 81. La Federación Andaluza de Golf destinará la

totalidad de sus ingresos y de su patrimonio a la consecución

de los fines propios de su objeto, no podrá aprobar presupuestos

deficitarios. Excepcionalmente la Consejeria de Turismo y

Deporte podrá autorizar, motivadamente, autorizar el carácter

deficitario de los citados presupuestos.

Artículo 82. El gravamen o enajenación de los bienes

inmuebles de la Federación Andaluza de Golf, salvo los que le

sean cedidos por la Administración Pública, requerirá autori-

zación de la Asamblea General, siempre que con ello no se

comprometa de modo irreversible el patrimonio federativo.

Cuando el importe de la operación sea igual o superior al

10 por 100 del Presupuesto, o a 25.000.000 de pesetas, reque-

rirá aprobación de la Asamblea General Plenaria. Cuando se

trate de bienes inmuebles que hayan sido financiados, en todo

o en parte, con fondos públicos de la Comunidad Autónoma,

será preceptiva la autorización previa de la Dirección General

de Actividades y Promoción Deportiva para su gravamen o ena-

jenación.

La administración del presupuesto responderá al princi-

pio de caja única, debiendo dedicar sus ingresos propios, de

forma prioritaria a sus gastos de estructura.

TITULO VII

DEL REGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 83. La Federación Andaluza de Golf ejerce la potes-

tad disciplinaria deportiva sobre las personas y entidades inte-

gradas en la misma: Clubes, secciones deportivas, deportis-

tas, técnicos-entrenadores, jueces-árbitros y otros colectivos

interesados.

Artículo 84. La potestad disciplinaria se ejercerá por la

Federación Andaluza de Golf a través de los órganos discipli-

narios establecidos en estos Estatutos.

Artículo 85. El Régimen Disciplinario será regulado regla-

mentariamente, de conformidad con la normativa autonómica,

debiendo de contener como mínimo los siguientes extremos:

a) Un sistema tipificado de infracciones, calificándolas

según su gravedad.

b) Un sistema de sanciones correspondientes a cada una

de las infracciones, así como las causas o circunstancias que

eximan, atenúen o agraven las responsabilidades y los requi-

sitos de su extinción.

c) El procedimiento disciplinario aplicable y el recurso admi-

sible.

TITULO VIII

DEL REGIMEN DOCUMENTAL

Artículo 86. El régimen documental de la Federación

Andaluza de Golf comprenderá los siguientes Libros:

1. Libro de Registro de Delegaciones, que deberá reflejar

las denominaciones de las mismas, su domicilio social, ámbito

de competencias, organización, nombre y apellidos del

Presidente y de los órganos colegiados de gobierno y repre-

sentación, fechas de toma de posesión y cese de los mismos.

2. Libro de Registro de clubes y secciones deportivas en

el que constarán las denominaciones de éstos y domicilio social,

nombre y apellidos de los Presidentes y demás miembros de

la Junta Directiva, fecha de toma de posesión y cese de los

citados cargos.

3. El Libro de Registro de instalaciones deportivas, pro-

piedad o en uso de personas jurídicas, no conceptuadas como

clubes, en el que deberá constar el domicilio social de las mis-

mas y los nombres de sus Presidentes si los hubiere.

4. Libros de Actas, que consignarán los acuerdos adop-

tados en las reuniones que celebren todos los órganos cole-

giados de la Federación Andaluza de Golf, tanto de gobierno y

de representación como técnico.

5. Libros de Contabilidad, en los que figurarán tanto el

patrimonio como los derechos y obligaciones e ingresos y gas-

tos de la Federación Andaluza de Golf, debiendo precisarse la

procedencia de aquellos y la inversión de éstos.

6. Libro de Registro de sanciones impuestas por los dis-

tintos órganos disciplinarios de la Federación Andaluza de Golf

en los que se hará constar la infracción que dio lugar a la san-

ción, cuál fue esta y el órgano que la impuso.

7. Cualesquiera otros que procedan legalmente.

TITULO IX

DE LA DISOLUCION

Artículo 87. La Federación Andaluza de Golf se extinguirá

por las siguientes causas:

a) Acuerdo de Asamblea General, convocada en sesión

extraordinaria y con ese único punto del orden del Día. Dicho

acuerdo, que será adoptado necesariamente por mayoría cua-

lificada de dos tercios de los miembros de la Asamblea, así

como la certificación acreditativa del estado de la tesorería, se

comunicará al órgano administrativo deportivo competente de

la Junta de Andalucía, a los efectos previstos en la normativa

aplicable.

b) Integración en otra Federación Deportiva Andaluza.

c) Revocación administrativa de su reconocimiento.

d) Resolución judicial.

e) Aquellas otras previstas en el ordenamiento jurídico.

Artículo 88. En el acuerdo de disolución, la Asamblea

General designará una Comisión liquidadora del patrimonio de
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la Federación Andaluza de Golf, con capacidad para adminis-

trar, conservar y recuperar los bienes y derechos de la entidad,

efectuar pagos y, en general, ejercer aquellas acciones impres-

cindibles para practicar la liquidación final.

En todo caso, el patrimonio neto resultante, si lo hubiera,

se destinaría al fomento y práctica de actividades deportivas,

salvo que por resolución judicial se determine otro destino.

TITULO X

DE LA MODIFICACION DE LOS ESTATUTOS

Artículo 89. Los Estatutos de la Federación Andaluza de

Golf únicamente podrán ser modificados por acuerdo de la

mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea General en

sesión plenaria, previa inclusión expresa en el orden del Día de

la modificación que se pretende.

Artículo 90. La propuesta de modificación de los Estatutos

a la Asamblea General podrá ser realizada:

1. Por el Presidente.

2. Por la Junta Directiva.

3. Por el 33% de los miembros de la Asamblea General.

Artículo 91. Aprobada la modificación de los Estatutos ésta

sólo será eficaz a partir del momento en que sea inscrita por

la Dirección General de Actividades y Promoción Deportiva.

TITULO XI

DE LA CONCILIACION EXTRAJUDICIAL

Artículo 92. 1. Cualesquiera cuestión litigiosa de natura-

leza jurídico-deportiva que se suscite entre deportistas, técni-

cos-entrenadores, jueces-árbitros, clubes, secciones deportivas

y demás partes interesadas, como integrantes de la Federación

Andaluza de Golf, podrá ser objeto de conciliación extrajudicial

y voluntariamente sometida al Comité de Conciliación.

2. El Comité de Conciliación lo integrarán un Presidente y

dos vocales, con la formación adecuada y específica en la mate-

ria, que serán nombrados, con igual número de suplentes, por

la Asamblea General por un periodo de cuatro años.

3. Las funciones del Comité de Conciliación son las de

promover la solución de los conflictos en materia deportiva a

través de la conciliación entre las partes, adoptando aquellas

medidas que garanticen los principios de contradicción, igual-

dad y audiencia del procedimiento de conciliación y la ejecu-

ción voluntaria de sus resoluciones.

4. Toda persona física o jurídica que manifieste su volun-

tad de someter a conciliación una cuestión litigiosa en mate-

ria deportiva ante el Comité de Conciliación, deberá así solici-

tarlo expresamente a este órgano federativo, por escrito y

haciendo constar los hechos que lo motivan y los fundamen-

tos de derecho que pueden ser invocados, así como las prue-

bas que se propongan y las pretensiones de la demanda. 

Dicho escrito se acompañará de documento donde figure su

inequívoca voluntad de someterse a la conciliación extrajudicial.

5. El Comité de Conciliación, una vez recibida la solicitud,

dará traslado de la misma a las partes implicadas para que,

en un plazo de quince días, formulen contestación. En ella se

contendrá, en todo caso, la aceptación de la conciliación con

la expresa mención de someterse a la resolución que pudiera

dictarse, pretensiones, alegaciones y, en su caso, las pruebas

pertinentes que se deriven de las cuestiones suscitadas o, por

el contrario, de la oposición a la conciliación. En este último

supuesto se darán por concluidas las actuaciones.

6. Los miembros del Comité de Conciliación podrán ser

recusados por alguna de las causas previstas en el ordena-

miento jurídico administrativo. Si la recusación, que será resuelta

por el propio Comité, fuera aceptada, los recusados serán sus-

tituidos por sus suplentes. De los nuevos nombramientos se

dará traslado a todos los interesados en el procedimiento de

conciliación.

7. De aceptarse por todas las partes el acto de concilia-

ción, se procederá a continuación a valorar los escritos de

demanda y oposición, practicar las pruebas que estime perti-

nentes y convocará a todas las partes en un mismo acto, para

que, en trámite de audiencia, expongan sus alegaciones y apor-

ten las pruebas que a su derecho convengan.

8. Los debates deberán de ser moderados por el Presidente

del Comité de Conciliación; se hará entrega a las partes de

copia del expediente tramitado hasta ese momento.

9. En el plazo de veinte días desde la celebración de la

anterior convocatoria, el Comité de Conciliación dictará reso-

lución del expediente de conciliación, que será notificada y sus-

crita por las partes intervinientes. La resolución conciliadora

será ejecutiva y cumplida en el plazo de diez días desde que

fue notificada.

10. El procedimiento de conciliación tendrá una duración

máxima de dos meses, sin perjuicio de ser prorrogado por

expreso acuerdo de las partes.

TITULO XII

DE LA INCOMPATIBILIDAD DE LOS CARGOS

Artículo 93. El ejercicio de Presidente, Delegado Territorial,

miembro de la Junta Directiva, Secretario y cualquier otro que

establezcan los presentes Estatutos, será incompatible con:

a) El ejercicio de otros cargos directivos en otra Federación

Andaluza o Española distinta a la que se desempeña el cargo.

b) El desempeño de cargos o empleos públicos directa-

mente relacionados con el ámbito deportivo.

c) La realización de actividades comerciales directamente

relacionadas con la Federación.

d) Cualquier otro cargo o actividad que establezcan los

presentes Estatutos.

Disposición Final.

La validez y eficacia de los presentes Estatutos y de cua-

lesquiera modificaciones de los mismos, estará condicionada

a la ratificación por el Director General de Actividades y

Promoción Deportiva y publicada en el Boletín Oficial de la

Junta de Andalucía. Surtirá efectos frente a terceros a partir de

la fecha de inscripción en el Registro Andaluz de Entidades

Deportivas. 

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de la comarca de La Janda.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía, esta-

blece la facultad que ostentan las Entidades Locales para cons-

tituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades

privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público

concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de la

Junta de Andalucía, ha tramitado expediente para la aproba-

ción de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad

Territorial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Comarca

de la Janda, siendo objeto de aprobación por la Consejería de
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Empleo y Desarrollo Tecnológico y la Mancomunidad de Muni-

cipios de la Janda.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-

blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de

la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Consorcio

para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y

Tecnológico de la Comarca de la Janda, que se adjuntan como

Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone fin

a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada

ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de

un mes, contado a partir del día siguiente a aquel en que tenga

lugar la notificación del presente acto, de conformidad con lo

establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de

26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso

Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-

RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO

DE LA COMARCA DE LA JANDA

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería

de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y la Mancomunidad de

Municipios de la Comarca de La Janda, de conformidad con

las atribuciones que tienen conferidas, y al amparo y con arre-

glo a lo prevenido en los artículos 57 y 87 de la Ley 7/1985,

de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local; en

el artículo 110 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18

de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Dispo-

siciones Legales vigentes en materia de Régimen Local; en los

artículos 33 a 36 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, de Demar-

cación Municipal de Andalucía y en el artículo 7 de la Ley

30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del Régimen Jurídico

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-

trativo Común, crean el Consorcio: «Unidad Territorial de Empleo

y Desarrollo Local y Tecnológico de la Comarca de La Janda».

Artículo 2. El Consorcio «Unidad Territorial de Empleo y

Desarrollo Local y Tecnológico de la Comarca de La Janda» es

una Entidad de Derecho Público, de carácter asociativo, some-

tida al Derecho Administrativo, que goza de personalidad jurí-

dica propia independiente de la de sus miembros y plena capa-

cidad jurídica para conseguir los fines y objetivos que se

expresan en los presentes Estatutos, con sujeción a los mis-

mos y al Ordenamiento jurídico local vigente.

En consecuencia, podrá adquirir, poseer, reivindicar, per-

mutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, ejercitar accio-

nes y recursos ordinarios y extraordinarios ante autoridades, juz-

gados y tribunales, aceptar legados y donaciones, tomar dinero

a préstamo, obligarse, y, en general realizar cuantos actos y

celebrar cuantos contratos sean necesarios para su correcto

funcionamiento, todo ello dentro de los límites y con sujeción

a los presentes Estatutos y al ordenamiento jurídico local vigente.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo

Local y Tecnológico se configura, adoptando la fórmula admi-

nistrativa de un Consorcio, como un instrumento de impulso

y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico

y de la Mancomunidad de Municipios que la conforma, diri-

gida a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio

consorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la ges-

tión de asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo

y Desarrollo Local y Tecnológico de la Comarca de La Janda

se constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo equi-

librado y sostenido de dicho territorio, mediante la promoción

de medidas para aprovechar plenamente las posibilidades que

ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la eco-

nomía social y en las nuevas actividades ligadas a las necesi-

dades aún no satisfechas por el mercado, y a la vez, posibilitar

el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y compe-

tencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,

así como reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades

locales prestan a los ciudadanos en el territorio que conforma

el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se mar-

can como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento: Información pública gene-

ral sobre programas y servicios de la Consejería. Esta infor-

mación irá desde la más genérica hasta la más específica.

Facilitación de todo tipo de impresos y solicitudes. Información

sobre plazos y requisitos a cumplir en las distintas convocato-

rias. Identificación de los órganos responsables de la tramita-

ción de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación: Recepción

fechada y registrada de toda la documentación para los dife-

rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa: Apoyo a la tra-

mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la

Delegación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de

documentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación

Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos: Estudio preliminar de los

expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-

tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarro-

llo local: Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de

influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar

a nuevos proyectos de emprendedores.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona: Acción

basada en un análisis de la situación local y cuyo objetivo será

el establecimiento de una estrategia común y de medidas inno-

vadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico: Análisis periódi-

cos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia, que

permitan conocer debilidades, amenazas, fortalezas y oportu-

nidades, y en última instancia la información necesaria para

el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las nue-

vas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo: Ofreciendo servicio de aten-

ción personalizada.

9. Creación de Empresas: Mediante la divulgación de los

programas existentes y, en especial, los de la Consejería de

Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así

como la captación de emprendedores beneficiarios de las accio-

nes de formación profesional ocupacional que hayan presen-

tado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las Pymes

en el territorio: Adaptación a las nuevas condiciones de la eco-

nomía en un mercado más amplio de carácter globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse a

otros fines que interesen en común a la pluralidad de los miem-
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bros consorciados, mediante acuerdo adoptado por doce votos

favorables del Consejo Rector, y ratificado por los órganos com-

petentes de las entidades consorciadas.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otras Entidades

Locales se realizará mediante acuerdo plenario de solicitud y

de aprobación de los Estatutos, cuyas disposiciones serán de

obligatorio cumplimiento para el ente local incorporado.

En iguales términos al apartado anterior, podrán adherirse

otras Entidades que así lo deseen, si bien el acuerdo o resolu-

ción de solicitud de adhesión y de aprobación de los Estatutos

se regirán por el procedimiento que legalmente esté estable-

cido para las Entidades referidas.

En ambos casos, la incorporación o adhesión al Consorcio

del nuevo miembro habrá de ser aprobada por el Consejo Rector

del Consorcio, con la mayoría cualificada prevista en el artículo

20.3 de estos Estatutos.

Artículo 8.

1. El Consorcio fija su sede en la de la Mancomunidad de

Municipios de la Comarca de la Janda, en la ciudad de Medina

Sidonia y su domicilio en C/ San Juan núm. 12, sin perjuicio

de que su actuación y ámbito de influencia se extienda nece-

sariamente a todo el ámbito territorial de los municipios inte-

grantes de la Mancomunidad. En función del tamaño y ámbito

de actuación del Consorcio se podrán establecer diferentes ofi-

cinas de dicho Consorcio en otros municipios, mediante acuerdo

del Consejo Rector.

2. El Consejo Rector queda facultado para variar el domi-

cilio y la sede de la entidad dentro del ámbito territorial del

Consorcio, así como para establecer, modificar o suprimir depen-

dencias, oficinas o delegaciones en cualquier lugar, con el

cometido, facultades o modalidades de funcionamiento que

en su caso pudieran determinarse.

3. No obstante lo anterior, los órganos colegiados podrán

celebrar sus sesiones en cualquiera de las sedes de las

Entidades consorciadas, de las instalaciones afectadas al ser-

vicio, y asimismo en cualquiera de los Municipios que integran

la Mancomunidad.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración

indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de los

Entes consorciados y los fines de interés común encomenda-

dos a aquél. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los pre-

sentes Estatutos sobre su disolución.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

CAPITULO I

Organización

Artículo 10. Son órganos del Consorcio:

1. El Consejo Rector.

2. El Presidente.

3. El Vicepresidente.

4. El Director.

Artículo 11. El Consejo Rector.

1. El Consejo Rector es el órgano colegiado superior que

gobierna y dirige el Consorcio y establece las directrices de

actuación del mismo, de conformidad con la voluntad común

de las entidades consorciadas.

2. Estará integrado por los siguientes miembros:

Presidente: El Delegado en la Provincia de la Consejería

de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidente: El Presidente de la Mancomunidad de

Municipios de la Comarca de La Janda.

Vocales:

- Los Alcaldes de los Ayuntamientos que forman parte de

la Mancomunidad de Municipios o miembro de la respectiva

Corporación en quien delegue, siempre y cuando sea miem-

bro de la Mancomunidad.

- Dos vocales designados por las organizaciones sindica-

les más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo esta-

blecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de

agosto, de Libertad Sindical, con voz y sin voto.

- Dos vocales designados por las organizaciones empresa-

riales de carácter intersectorial más representativas en Andalucía,

de acuerdo con lo establecido en la Disposición Adicional Sexta

del Estatuto de los Trabajadores, con voz y sin voto.

Secretario, con voz y sin voto.

El Director, con voz y sin voto.

El número de vocales podrá aumentarse conforme se vaya

produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio.

3. El Consejo Rector ostenta las siguientes atribuciones:

1. Ejercer el gobierno y dirección superior de todos los ser-

vicios del Consorcio.

2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del

Consorcio y su propuesta a las entidades consorciadas, para

su debida ratificación.

3. Aprobar la incorporación o adhesión de nuevos miem-

bros al Consorcio, así como la separación, la modificación de

los presentes Estatutos y la disolución del Consorcio. En todos

estos casos el acuerdo incluirá la correspondiente propuesta

para su posterior ratificación por los órganos competentes de

las entidades consorciadas, de conformidad con lo dispuesto

en los presentes Estatutos.

4. Aprobar la ampliación de la competencia consorcial a

que se refiere el artículo 6.

5. Aprobar el Presupuesto anual del Consorcio, así como

sus modificaciones.

6. Aprobar los planes y los programas de actuación, inver-

sión y financiación.

7. Aprobar las cuentas anuales previstas en la legislación

vigente.

8. Aprobar la estructura organizativa de los servicios del

Consorcio, en razón de las necesidades de la gestión deriva-

das de los objetivos para la consecución de los fines del

Consorcio.

9. Aprobar la plantilla del personal y la relación de pues-

tos de trabajo existentes en su organización.

10. Aprobar los Acuerdos y Convenios Colectivos del per-

sonal funcionario y laboral del Consorcio, respectivamente.

11. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los

diferentes servicios del Consorcio.

12. Aprobar el inventario de bienes y derechos.

13. Contratar, en los términos previstos en los presentes

Estatutos y en la normativa vigente.

14. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles e

inmuebles.

15. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.

16. Aceptar y administrar con las limitaciones que esta-

blezca la normativa vigente, los bienes del Consorcio y los que

procedan de donaciones, subvenciones o legados.

17. Además de las enunciadas, asumirá las competencias

que la legislación de régimen local atribuya en cada momento

al Pleno.

En este mismo sentido, las atribuciones contempladas en

los números 13 y 14 que anteceden corresponderán al Consejo
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Rector en los mismos supuestos en que de acuerdo con la nor-

mativa legal vigente competan al Pleno.

4. El Consejo Rector podrá delegar atribuciones en el

Presidente y en el Vicepresidente cuando lo estime conveniente

para el logro de la mayor eficacia en la gestión del Consorcio

y en los mismos supuestos y con iguales limitaciones que esta-

blezca la normativa vigente para los Plenos de las Entidades

Locales. En todo caso, quedan excluidas de la delegación las

atribuciones del Consejo Rector en las que de acuerdo con los

presentes Estatutos sea necesaria mayoría diferente de la simple.

Artículo 12. El Presidente.

1. El Presidente del Consorcio será el Delegado de la

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Provincia

y le corresponderá presidir el Consejo Rector y cualquier otro

órgano del Consorcio de carácter colegiado que pudiera crearse

en función de las necesidades de gestión de éste.

2. El Presidente del Consorcio ostenta las siguientes atri-

buciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento

de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión del

Consorcio.

2. Representar legalmente al Consorcio en los actos, con-

venios y contratos en que éste intervenga y ejercitar las accio-

nes judiciales y jurídicas que procedan ante toda clase de enti-

dades y personas públicas y privadas, y conferir mandatos y

poderes para ejercitar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones

del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-

tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo

Rector.

5. Nombrar y, en su caso, contratar al director del Consor-

cio, a propuesta del Consejo Rector.

6. Autorizar y disponer gastos incluidos en el Presupuesto

hasta el límite máximo que se determine en las Bases de eje-

cución del Presupuesto de cada ejercicio.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases de

ejecución del presupuesto anual.

8. Aprobar la liquidación del Presupuesto y la incorpora-

ción de remanentes.

9. Contratar, en los mismos supuestos en que sea com-

petente el Alcalde, de acuerdo con la normativa vigente.

10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean pre-

cisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en la

sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el Vicepresidente o Director cuantas atri-

buciones estime convenientes para el logro de la mayor efica-

cia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto del Plan y/o programas de

actuación y del Presupuesto anual.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos

cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquellas no expresamente atribuidas a otros órganos.

15. La concesión de subvenciones, conforme a los crite-

rios previamente aprobados por el Consejo Rector, pudiendo

éste último delegarle esta competencia.

16. Aceptar subvenciones, dando cuenta al Consejo Rector.

17. Además de las enunciadas, asumirá las competencias

que la legislación de régimen local atribuya, en cada momento,

al Alcalde.

Artículo 13. El Vicepresidente.

1. El Vicepresidente sustituirá al Presidente del Consorcio

en la totalidad de sus atribuciones, incluido el voto de calidad,

en los casos de ausencia, enfermedad o situación que le impo-

sibilite para el ejercicio de las mismas.

2. Asimismo, ejercerá las atribuciones del Presidente enu-

meradas en el artículo 12 que expresamente le sean delega-

das por éste y las que pudiera delegarle, en los términos pre-

vistos en los presentes Estatutos, el Consejo Rector.

Artículo 14. El Director.

1. El cargo de Director del Consorcio deberá recaer sobre

persona técnicamente cualificada.

2. La forma de selección y designación, así como su retri-

bución será establecida por el Consejo Rector.

3. El cargo no podrá recaer en ningún miembro de los

órganos del Consorcio.

4. Si recayera en funcionario o personal laboral de cual-

quier Administración Pública, quedará en la situación admi-

nistrativa que proceda conforme a la normativa aplicable.

5. Ostentará las siguientes atribuciones:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rector

y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios

del Consorcio.

3. Disponer gastos en la cuantía máxima que determinen

las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos

aquellos que el Presidente le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen

las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aque-

llos que el Presidente le delegue.

5. Despachar la documentación y custodiar los archivos

y documentación del Consorcio.

6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales vigen-

tes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.

7. Elaborar todas las propuestas que hubieran de ser some-

tidas a los órganos del Consorcio para su aprobación.

8. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.

9. Todas aquellas otras atribuciones que le confieran el

Consejo Rector o el Presidente.

10. En general, ejercer las funciones gerenciales necesa-

rias para el correcto funcionamiento y gestión de los objetivos

y fines del Consorcio.

Artículo 15. Funciones públicas necesarias.

1. Las funciones públicas necesarias para la gestión del

Consorcio, como entidad vinculada a las Administraciones

Públicas, con responsabilidad jurídico-administrativa, referen-

tes a la fe pública y asesoramiento legal preceptivo, se corres-

ponderán con el puesto de Secretaría General; las referentes

al control y fiscalización interna de la gestión económico-finan-

ciera y presupuestaria con el puesto de Intervención de Fondos;

y las de manejo y custodia de fondos, valores y efectos de la

entidad y la Jefatura de los Servicios de Recaudación, con las

del puesto de Tesorería. Todas ellas de conformidad con las

atribuciones que se contienen en la vigente legislación sobre

funcionarios de Administración Local con habilitación de carác-

ter nacional.

2. Desempeñarán los puestos de Secretario General,

Interventor de Fondos y Tesorero, bien funcionarios de la

Delegación Provincial de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico con titulación suficiente para el ejercicio de las fun-

ciones de tales puestos, bien funcionarios pertenecientes a la

Escala de funcionarios de Administración Local con habilita-

ción de carácter nacional de las Subescalas de Secretaría e

Intervención-Tesorería, en régimen de acumulación, lo que

implica el carácter voluntario de la aceptación de tales puestos.
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CAPITULO II

Funcionamiento y Régimen Jurídico

Sección Primera

Régimen de Funcionamiento

Articulo 16. Régimen de sesiones.

1. El régimen de las sesiones y acuerdos del Consorcio y,

en general, su funcionamiento, se acomodará a lo dispuesto

en la legislación de régimen local, en cuanto le sea de aplica-

ción, sin perjuicio de las particularidades derivadas de la orga-

nización del Consorcio.

2. Las sesiones del Consejo Rector del Consorcio podrán

tener carácter ordinario o extraordinario, tendrán lugar en el

domicilio del Consorcio, salvo que expresamente se indique

otro, y no tendrán carácter público.

3. Son sesiones ordinarias aquellas cuya periodicidad está

preestablecida, fijándose la misma mediante acuerdo del

Consejo Rector, sin perjuicio de sus posibles modificaciones.

En defecto del mismo, se celebrará sesión ordinaria, al menos

dos veces al año, con motivo de la aprobación de los Presu-

puestos anuales y de la memoria de gestión económica y del

balance de actividad. Las sesiones ordinarias se convocarán,

al menos, con dos días hábiles de antelación.

4. Son sesiones extraordinarias las que se convocan por

el Presidente con tal carácter, a iniciativa propia o a solicitud

del Vicepresidente o de un mínimo de cuatro vocales con dere-

cho al voto  del Consejo Rector. Las sesiones extraordinarias

se convocarán al menos, con dos días hábiles de antelación.

5. Son sesiones extraordinarias de carácter urgente las

convocadas por el Presidente cuando la urgencia del asunto o

asuntos a tratar no permitan convocar sesión extraordinaria

con la antelación establecida en el párrafo anterior. En este

caso, como primer punto del orden del día se incluirá la ratifi-

cación de la urgencia de la convocatoria. Si ésta no resultase

apreciada por mayoría del Consejo Rector, se levantará acto

seguido la sesión.

Artículo 17. Convocatoria.

Las convocatorias correspondientes a las sesiones del

Consejo Rector se cursarán de orden del Presidente, incluirán

el orden del día y la hora de la primera y segunda convocato-

rias, debiendo mediar, entre ésta y aquélla, un plazo mínimo

de una hora.

Artículo 18. Quórum.

El Consejo Rector quedará válidamente constituido cuando

concurran al mismo el Presidente y el Secretario o quienes

legalmente le sustituyan y un mínimo de cuatro vocales.

En las sesiones del Consejo Rector podrán adoptarse acuer-

dos sobre asuntos no incluidos en el orden del día cuando así

lo solicite algún miembro con derecho al voto por razones de

urgencia y se apruebe la urgencia por mayoría de doce votos.

Artículo 19. Actas.

1. Se llevará un libro de actas de sesiones, donde se con-

signará en cada acta, el lugar, día y hora con que comience la

sesión, los nombres y apellidos del Presidente y asistentes, los

asuntos sometidos a deliberación, las opiniones emitidas cuando

así lo requiera el interesado y los acuerdos adoptados.

2. Las actas serán autorizadas con la firma del Secretario

y el visto bueno del Presidente.

3. Además del libro de Actas del Consejo Rector, existirá

un Libro de Resoluciones del Presidente.

Artículo 20. Votos del Consejo Rector y adopción de acuerdos.

1. En función de la naturaleza y composición del Consorcio,

a los efectos de la toma de decisiones, el total de votos del

Consejo Rector se establece en dieciocho (18), atribuyéndose

a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50% del

total de votos del Consejo Rector, es decir, nueve votos al

Presidente del Consorcio.

- Mancomunidad: 50% del total de votos del Consejo Rector

asignados de la siguiente manera:

- Ocho de los votos del Consejo Rector repartidos a razón

de uno por municipio que integra la Mancomunidad, cada uno

de los cuales corresponde a los alcaldes respectivos o miem-

bro en quien delegue, de acuerdo con lo dispuesto en estos

Estatutos respecto de la composición del Consejo Rector.

- Un voto al Vicepresidente del Consorcio.

Si se produjera un aumento de miembros del Consorcio,

se recalcularía el número de votos de cada uno de los inte-

grantes.

2. Los acuerdos se adoptan por mayoría simple de los

votos emitidos, dirimiendo los empates el Presidente con voto

de calidad.

3. No obstante, resultará necesaria la mayoría de doce

votos favorables como mínimo para la adopción de acuerdos

en las siguientes materias:

a) Modificación de los Estatutos.

b) Incorporación o separación de miembros en el Consorcio

y determinación de las condiciones en que deba realizarse.

c) Disolución del Consorcio.

d) Enajenación de bienes pertenecientes al Consorcio

cuando su cuantía exceda del 10% de los recursos ordinarios

del presupuesto anual.

Sección Segunda

Régimen Jurídico

Artículo 21. Actos del Consorcio.

El régimen jurídico de los actos del Consorcio será el esta-

blecido con carácter general por las disposiciones que regulan

el procedimiento administrativo aplicable a las Corporaciones

Locales.

Artículo 22. Recursos y Reclamaciones.

1. Los actos de todos los órganos del Consorcio agotan la

vía administrativa.

2. Contra los actos y acuerdos del Consorcio que pongan

fin a la vía administrativa, los interesados podrán interponer

los recursos que procedan contra los actos de tal carácter en

la Administración local, de acuerdo con la normativa vigente.

3. La reclamación previa a la vía judicial civil o a la labo-

ral se dirigirá al Presidente del Consorcio, a quien correspon-

derá la resolución de la misma.

Artículo 23. Contratación.

1. El Consorcio podrá contratar, siguiendo los procedi-

mientos establecidos en la legislación aplicable a los contratos

que celebran las Corporaciones Locales.

2. El Consejo Rector será el órgano de contratación res-

pecto de aquellos contratos que, por su cuantía o duración,

excedan del ámbito competencial asignado al Presidente en

esta materia. Será igualmente el órgano competente para la

concertación de operaciones de crédito a medio y largo plazo,

así como de las operaciones de tesorería, con sujeción a las

condiciones y límites establecidos en la legislación reguladora

de las Haciendas Locales.
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Sección Tercera

Legislación Supletoria

Artículo 24. 1. En lo no previsto en los presentes Estatutos

respecto al funcionamiento y régimen jurídico del Consorcio

regirá con carácter supletorio la Ley 7/1985, de 2 de abril; Ley

39/1988, de 30 de diciembre; Ley 30/1992, de 26 de noviem-

bre, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, y demás

normativa de general aplicación y de desarrollo de las ante-

riores leyes.

2. Si sobre algunas de las materias tratadas en alguno de

los artículos anteriores del presente Título se suscitase alguna

duda o problema interpretativo, resolverá el Presidente, oído el

Secretario.

TITULO III

PATRIMONIO Y REGIMEN ECONOMICO-FINANCIERO

CAPITULO I

Patrimonio

Artículo 25. El Patrimonio del Consorcio estará constituido

por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le perte-

nezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes y

derechos que pueden ser adquiridos por las entidades con-

sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-

ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-

dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados

como patrimonio de afectación o propio según corresponda.

Artículo 26. Las entidades consorciadas podrán afectar,

en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros

bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la pro-

piedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con que

consten en los respectivos inventarios donde figuren.

CAPITULO II

Hacienda

Articulo 27. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-

bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos

integrantes del Patrimonio del Consorcio, así como los ingre-

sos de Derecho privado.

b) Por las aportaciones que destinen para tal fin las enti-

dades consorciadas con cargo a sus respectivos Presupuestos.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las

Corporaciones Locales con cargo a sus respectivos presu-

puestos. La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico

sufragará el 100% de los gastos del personal del Consorcio que

conformen la estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los

costes de personal de la estructura complementaria de los

Agentes de Desarrollo Local, siendo asumido el resto por los

municipios que integran la Mancomunidad en función del lugar

en que se encuentren localizados o en su caso según se

acuerde en el seno de la Mancomunidad. El Ayuntamiento en

el que resida la oficina de la Unidad Territorial sufragará los

costes de mantenimiento del inmueble, y los municipios que

conformen la Unidad aportarán al presupuesto de la misma

las cantidades necesarias para sufragar los gastos de funcio-

namiento de dicha Unidad en proporción al número de habi-

tantes de cada uno de ellos. La incorporación de otras enti-

dades, órganos u organizaciones determinará la modificación

de la anterior aportación por el sólo acuerdo del Consejo Rector

sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las aportaciones y subvenciones procedentes de

entidades u organismos públicos y privados.

d) Por las donaciones y legados de personas físicas o jurí-

dicas, así como las transmisiones a título gratuito a favor del

Consorcio.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus servi-

cios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga,

así como los procedentes de operaciones de crédito.

g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

h) Cualquier otro que pudiera corresponderle conforme a

la ley.

Artículo 28. La Hacienda del Consorcio responderá de las

obligaciones y deudas contraídas por el mismo.

Artículo 29. Los beneficios y rentas que produzca el

Consorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en pri-

mer lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que

establezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a

mejorar y ampliar los servicios, las instalaciones y edificios afec-

tos al Consorcio.

Artículo 30. El Consorcio llevará el mismo sistema de con-

tabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-

pendencia de que por el Consejo Rector pudieran establecerse

otras formas complementarias para el estudio del rendimiento

y productividad.

Artículo 31. La liquidación del Presupuesto y la Cuenta

General serán elaboradas por la Intervención y aprobadas por

la Presidencia y el Consejo Rector, respectivamente, siguiendo

los procedimientos y plazos establecidos en la normativa vigente

para las Administraciones Locales.

La Cuenta General aprobada se rendirá ante la Cámara

de Cuentas de Andalucía.

Artículo 32. En caso de disolución del Consorcio, el haber

resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros del

mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 33. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-

dica de Entidad de derecho público promovida y participada

por entidades locales, siéndole de aplicación las exenciones

fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales para

las entidades de tal naturaleza.

CAPITULO III

Presupuesto

Artículo 34. El Consorcio dispondrá anualmente de un

Presupuesto propio que será aprobado por el Consejo Rector.

El régimen de tramitación del Presupuesto, su contenido

y modificaciones, así como las demás obligaciones formales

procedentes, seguirá la normativa en cada momento vigente

sobre los Presupuestos de las Entidades Locales.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 35. El personal contratado para atender los dife-

rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la

legislación laboral vigente. Las condiciones de trabajo y sala-

riales se desarrollarán en el marco de lo establecido en el

Estatuto de los Trabajadores. Igualmente las distintas Adminis-

traciones Públicas podrán adscribir personal, funcionario o
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laboral, al servicio del Consorcio en la forma permitida en la

legislación vigente y la adopción del acuerdo por el Consejo

Rector.

Artículo 36. La selección del personal al servicio del

Consorcio se sujetará a los mismos principios y normativa que

rige en la selección del personal al servicio de las Administra-

ciones Públicas.

Las condiciones de trabajo y salariales del personal fun-

cionario o laboral se desarrollarán en el marco de lo estable-

cido en las disposiciones administrativas y laborales vigentes

que le sean de aplicación en cada caso.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 37. A las Administraciones consorciadas les corres-

ponde la inspección superior de la gestión desarrollada por el

Consorcio.

Artículo 38. 1. El Presidente del Consorcio presentará anual-

mente, en el primer trimestre del año, al Consejo Rector la

«Memoria de Gestión Económica y del Balance de Actividad»,

correspondiente al ejercicio anterior, así como Balance de

Desarrollo de cada uno de los Programas de Actividades.

2. El Consejo Rector, una vez aprobada la «Memoria de

la Gestión Económica y del Balance de Actividad» dará cono-

cimiento de ésta a las entidades consorciadas.

Artículo 39. La actividad económica-financiera del Consor-

cio está sujeta a las actuaciones de control interno y externo

en los términos establecidos en el Capítulo IV del Título VI de

la Ley 39/1988, de las Haciendas Locales.

El control interno será ejercido por la Intervención del

Consorcio y revestirá las modalidades de función interventora

y de control financiero y de calidad. El ejercicio del control finan-

ciero podrá ejercerse directamente o bien mediante la contra-

tación de empresa externa, según las normas establecidas en

las Bases de Ejecución del Presupuesto.

Lo anterior se entiende sin perjuicio del control externo a

que están sometidas las Entidades Públicas y, en concreto las

Entidades que integran la Administración Local.

TITULO VI

MODIFICACION Y DISOLUCION

Artículo 40. Modificación.

La modificación de estos Estatutos, mediante acuerdo del

Consejo Rector adoptado con el quórum de doce votos favo-

rables como mínimo, habrá de ser ratificado por las entidades

consorciadas con las formalidades exigidas para la aprobación

de aquéllos.

Artículo 41. Separación de miembros.

1. La separación de un Ente del Consorcio, precisará los

siguientes requisitos:

a) Acuerdo adoptado por el órgano competente de la enti-

dad interesada en la separación, comunicándolo con una ante-

lación de un año a la Presidencia del Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligacio-

nes y compromisos anteriores respecto del Consorcio, asumir

el cumplimiento de las obligaciones pendientes o, en su caso,

garantizar el cumplimiento de todo ello.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-

juicio o  riesgo evidente para la realización inmediata de cual-

quiera de los servicios o actividades del consorcio,ni perjuicio

para los intereses públicos al mismo encomendados.

Articulo 42. Disolución.

1. El Consorcio podrá disolverse por alguna de las causas

siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad o

acuerdo del Consejo Rector, con el voto favorable de doce votos,

lo que habrá de ser ratificado por los órganos competentes de

las entidades consorciadas.

b) Por acuerdo unánime adoptado en el seno del Consejo

Rector.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que haya

de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio y la

reversión a los Entes consorciados de las obras, instalaciones,

y en general, de los bienes propios y de los que el Consorcio

administre en régimen de cesión de uso, cuya titularidad corres-

pondiese a otras Entidades o Administraciones Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos se

producirá una vez aprobados definitivamente por los Entes

Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín

Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referi-

dos Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del

Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a la

fecha de la publicación a que se refiere la disposición anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la designa-

ción y constitución de los órganos de gestión, gobierno y repre-

sentación y a la fijación de la fecha y hora de celebración de

las reuniones ordinarias de los indicados órganos consorciales.

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de El Puerto de Santa María.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía, esta-

blece la facultad que ostentan las Entidades Locales para cons-

tituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades

privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público

concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de la

Junta de Andalucía, ha tramitado expediente para la aproba-

ción de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad

Territorial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de Puerto Real,

siendo objeto de aprobación por la Consejería de Empleo y

Desarrollo Tecnológico y el municipio de El Puerto de Santa

María.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-

blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de

la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Consorcio

para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y

Tecnológico del Puerto de Santa María, que se adjuntan como

Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone fin

a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
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ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de

un mes, contado a partir del día siguiente a aquel en que tenga

lugar la notificación del presente acto, de conformidad con lo

establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de

26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso

Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTO DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITORIAL

DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO

DE EL PUERTO DE SANTA MARIA

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería

de Empleo y Desarrollo Tecnológico y el municipio de El Puerto

de Santa María, de conformidad con las atribuciones que tie-

nen conferidas, y al amparo y con arreglo a lo prevenido en los

artículos 57 y 87 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora

de las Bases de Régimen Local; en el artículo 110 del Real

Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se

aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigen-

tes en materia de Régimen Local; en los artículos 33 a 36 de

la Ley 7/1993, de 27 de julio, de Demarcación Municipal de

Andalucía y en el artículo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, Reguladora del Régimen Jurídico de las Administra-

ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,

crea el Consorcio «Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo

Local y Tecnológico de El Puerto de Santa María».

Artículo 2. El Consorcio: «Unidad Territorial de Empleo y

Desarrollo Local y Tecnológico El Puerto de Santa María», es

una Entidad de Derecho Público, de carácter asociativo, some-

tida al Derecho Administrativo, que goza de personalidad jurí-

dica propia independiente de la de sus miembros y plena capa-

cidad jurídica para conseguir los fines y objetivos que se

expresan en los presentes Estatutos, con sujeción a los mis-

mos y al Ordenamiento Jurídico Local vigente.

En consecuencia, podrá adquirir, poseer, reivindicar, per-

mutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, ejercitar accio-

nes y recursos ordinarios y extraordinarios ante autoridades,

juzgados y tribunales, aceptar legados y donaciones, tomar

dinero a préstamo, obligarse, realizar cuantos actos y celebrar

cuantos contratos sean necesarios para su correcto funciona-

miento, todo ello dentro de los límites y con sujeción a los pre-

sentes Estatutos y al ordenamiento jurídico vigente.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo

Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación

administrativa de un Consorcio, como un instrumento de

impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y de la Entidad Local que lo conforma, dirigida a

conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio consor-

ciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión

de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la «Unidad Territorial de Empleo

y Desarrollo Local y Tecnológico El Puerto de Santa María», se

constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo equili-

brado y sostenido del municipio, mediante la promoción de

medidas para aprovechar plenamente las posibilidades que

ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la eco-

nomía social y en las nuevas actividades ligadas a las necesi-

dades aún no satisfechas por el mercado, y a la vez posibilitar

el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y compe-

tencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,

así como reforzar la eficacia de los servicios que la Entidad

Local presta a los ciudadanos en el territorio que conforma el

Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se mar-

can como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y Asesoramiento: Información pública gene-

ral sobre los programas y servicios de la Consejería. Esta infor-

mación irá desde la más genérica hasta la más específica.

Facilitación de todo tipo de impresos y solicitudes. Información

sobre los plazos y requisitos a cumplir en las distintas convo-

catorias. Identificación de los órganos responsables de la tra-

mitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de la documentación. Recepción

fechada y registrada de toda la documentación para los dife-

rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-

mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la

Delegación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de

documentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación

Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los

expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-

tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarro-

llo local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de

influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar

a nuevos proyectos de emprendedores.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona: Acción

basada en un análisis de la situación local y cuyo objetivo será

el establecimiento de una estrategia común y de medidas inno-

vadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis periódi-

cos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia, que

permitan conocer debilidades, amenazas, fortalezas y oportu-

nidades, y en última instancia, la información necesaria para

el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las nue-

vas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción de autoempleo, ofreciendo servicio de aten-

ción personalizada.

9. Creación de empresas. Mediante la divulgación de los

programas existentes, y en especial, los de la Consejería de

Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así

como la captación de emprendedores beneficiarios de las accio-

nes de formación profesional ocupacional que hayan presen-

tado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las

Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones de

la economía en un mercado más amplio de carácter globali-

zador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse a

otros fines que interesen en común a la pluralidad de los miem-

bros consorciados, mediante resolución o acuerdo favorable

de todos los miembros del Consorcio y la adecuada modifica-

ción de estos Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios

o Entidades Locales se realizará mediante acuerdo plenario de

solicitud y aprobación de los Estatutos, cuyas disposiciones

serán de obligatorio cumplimiento para el ente local incorporado.

En iguales términos al apartado anterior, podrán adherirse

otras Entidades que así lo deseen, si bien el acuerdo o resolu-

ción de solicitud de adhesión y de aprobación de los Estatutos

se regirán por el procedimiento que legalmente esté estable-

cido para las Entidades referidas.
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En ambos casos, la incorporación o adhesión al Consorcio

del nuevo miembro habrá de ser aprobada por el Consejo Rector

del Consorcio.

Artículo 8.

1. El Consorcio fija su sede en la ciudad de El Puerto de

Santa María y su domicilio en C/ Larga núm. 74, sin perjuicio

de que su actuación y ámbito de influencia se extenderá nece-

sariamente a todo el territorio municipal. En función del tamaño

y ámbito de actuación del Consorcio se podrán establecer dife-

rentes oficinas de dicho Consorcio en otros municipios.

2. El Consejo Rector queda facultado para variar el domi-

cilio y sede de la entidad dentro del ámbito territorial del

Consorcio, así como para establecer, modificar o suprimir depen-

dencias, oficinas o delegaciones en cualquier lugar, con el

cometido, facultades o modalidades de funcionamiento que

en su caso pudieran determinarse.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración

indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de los

Entes consorciados y los fines de interés común encomenda-

dos a aquél, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los pre-

sentes estatutos sobre su disolución.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

CAPITULO I

Organización

Artículo 10. Son órganos del Consorcio:

1. El Consejo Rector.

2. El Presidente

3. El Vicepresidente.

4. EL Director.

Artículo 11. El Consejo Rector.

1. El Consejo Rector es el órgano colegiado superior que

gobierna y dirige el consorcio y establece las directrices de

actuación del mismo, de conformidad con la voluntad común

de las Entidades Consorciadas.

2. Estará integrado por los siguientes miembros:

Presidente: El Delegado provincial de la Consejería de

Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidente: El Alcalde del Excmo. Ayuntamiento del

Puerto de Santa María.

Vocales:

- El Teniente Alcalde del Area de Fomento del Excmo.

Ayuntamiento de El Puerto de Santa María.

- Dos vocales designados por las organizaciones sindica-

les más representativas en Andalucía de acuerdo con lo esta-

blecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de

agosto, de Libertad Sindical, con voz y sin voto.

- Dos vocales designados por las organizaciones empre-

sariales de carácter intersectorial más representativas en

Andalucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición

Adicional Sexta del Estatuto de los Trabajadores, con voz y sin

voto.

Secretario, con voz y sin voto.

Director, con voz y sin voto.

El número de vocales podrá aumentarse conforme se vaya

produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio

sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

3. El Consejo Rector ostenta las siguientes atribuciones:

1. Ejercer el gobierno y dirección superior de todos los ser-

vicios del Consorcio.

2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las entidades consorciadas.

3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al Consor-

cio, así como la separación y la fijación de sus aportaciones,

estableciendo las condiciones en que deberá llevarse a cabo

dicha incorporación.

4. Aprobar la ampliación de la competencia consorcial a

que se refiere el artículo 6, previos los acuerdos y/o Resolu-

ciones de los miembros del Consorcio.

5. Aprobar la disolución del Consorcio y su propuesta a

las entidades consorciadas.

6. Aprobar el Presupuesto anual del Consorcio, así como

sus modificaciones.

7. Aprobar los planes y/o programas de actuación, inver-

sión y financiación.

8. Aprobar las cuentas anuales previstas en la legislación

vigente.

9. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes ser-

vicios del Consorcio, en razón de las necesidades de gestión

derivadas de los objetivos para la consecución de los fines del

Consorcio.

10. Aprobar la plantilla de personal y la Relación de Puestos

de Trabajo existentes en su organización.

11. Aprobar los Acuerdos reguladores de las condiciones

de trabajo y retribuciones, y los Acuerdos y Convenios Colectivos

del personal funcionario y laboral del Consorcio, respectiva-

mente.

12. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los

diferentes servicios del Consorcio.

13. Aprobar el inventario de bienes y derechos.

14. Contratar obras, servicios y suministros, en los térmi-

nos previstos en los Estatutos.

15. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles e

inmuebles.

16. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.

17. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limitacio-

nes que establezca la normativa vigente, los bienes del

Consorcio y los que procedan de donaciones, subvenciones o

legados.

18. Además de las enunciadas, asumirá las competencias

que la legislación de régimen local atribuya, en cada momento

al Pleno.

En este mismo sentido las atribuciones contempladas en

los números 14 y 15 le corresponderán al Consejo Rector en

los mismos supuestos en que, de acuerdo con la normativa

legal vigente competan al Pleno.

4. El Consejo Rector podrá delegar atribuciones en el

Presidente cuando lo estime conveniente para el logro de la

mayor eficacia en la gestión del Consorcio y en los mismos

supuestos y con iguales limitaciones que establezca la nor-

mativa vigente para los Plenos de las Entidades Locales.

Artículo 12. El Presidente.

1. El Presidente del Consorcio será el Delegado de la

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Provincia

y le corresponderá presidir el Consejo Rector y cualquier otro

órgano del Consorcio de carácter colegiado que pudiera crearse

en función de las necesidades de gestión de éste.

2. El Presidente del Consorcio ostenta las siguientes atri-

buciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento

de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión del

Consorcio.
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2. Representar legalmente al Consorcio en los actos, con-

venios y contratos en que éste intervenga y ejercitar las accio-

nes judiciales y jurídicas que procedan ante toda clase de enti-

dades y personas públicas y privadas, y conferir mandatos y

poderes para ejercitar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones

del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-

tes con votos de calidad en las acciones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo

Rector.

5. Nombrar y, en su caso, contratar al Director del Consor-

cio, a propuesta del Consejo Rector.

6. Autorizar y disponer gastos incluidos en el Presupuesto

hasta el límite máximo que se determine en las Bases de eje-

cución del Presupuesto de cada ejercicio.

7. Reconocer y liquidar obligaciones y ordenar los pagos

que se determinen en las Bases de Ejecución del presupuesto

anual.

8. Aprobar la liquidación del Presupuesto y la incorpora-

ción de remanentes.

9. Contratar, en los mismos supuestos en que sea com-

petente el Alcalde, de acuerdo con la normativa vigente.

10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean pre-

cisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en la

sesión más inmediata que celebre éste.

11. Delegar en el Vicepresidente o Director cuantas atri-

buciones estime convenientes para el logro de la mayor efica-

cia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de Actuación y

Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos

cuya resoluciones finales corresponden a éste.

14. Aquellas no expresamente atribuidas a otros órganos.

15. Concesión de subvenciones previamente sometidas al

Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la competencia.

16. Aceptar subvenciones, dando cuenta al Consejo Rector.

17. Además de las enunciadas, asumirá las competencias

que la legislación de Régimen Local atribuya, en cada momento,

al Alcalde.

Artículo 13. El Vicepresidente.

1. El Vicepresidente sustituirá al Presidente del Consorcio

en la totalidad de sus atribuciones, en los casos de ausencia,

enfermedad o situación que le imposibilite para el ejercicio de

las mismas.

2. Asimismo ejercerá las atribuciones del Presidente enu-

meradas en el artículo 12 que expresamente le sean delega-

das por éste.

Artículo 14. El Director.

1. El cargo de Director del Consorcio deberá recaer sobre

personas técnicamente cualificadas.

2. La forma de su selección y designación, así como su

retribución será establecida por el Consejo Rector.

3. El cargo no podrá recaer en ningún miembro de los

órganos del Consorcio.

4. Si recayera en funcionario o personal laboral de cual-

quier Administración Pública, quedará en la situación admi-

nistrativa que proceda, conforme a la normativa aplicable.

5. Ostentará las siguientes atribuciones:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rector

y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios

del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen

las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos

aquellos que el Presidente le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen

las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aque-

llos que el Presidente le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.

6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales vigen-

tes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.

7. Ejercer las funciones de Tesorero determinadas en las

disposiciones de las Corporaciones Locales.

8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.

9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas

10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el

Consejo Rector o Presidente.

Artículo 15. Funciones públicas necesarias.

1. La Secretaría y la Intervención.

Las funciones públicas necesarias para la gestión del

Consorcio, como entidad vinculada a las Administraciones

Públicas, con responsabilidad jurídico-administrativa, referen-

tes a la Secretaría General del Consorcio, comprensiva de la fe

pública y el asesoramiento legal preceptivo, y a la Intervención

de Fondos, comprensiva del control y fiscalización interna de

la gestión económico-financiera y presupuestaria, serán desem-

peñadas bien por funcionario o funcionarios de la Administración

Local con habilitación de carácter nacional de la entidad local

consorciada, por estar reservadas estas competencias al res-

pectivo cuerpo dentro del ámbito de la Administración local, o

bien por un funcionario de la Delegación Provincial de la

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico con titulación

y capacidad suficiente para su desempeño. Para el desempeño

de la Secretaría y de la Intervención o de la Secretaría-Interven-

ción, en su caso, se podrán adscribir funcionarios de las

Entidades consorciadas mediante acumulación de funciones

o en cualquier otra forma que determine o permita la legisla-

ción vigente sobre la materia.

2. La Tesorería.

La función del manejo y custodia de fondos, valores y efec-

tos y jefatura de los servicios de recaudación del Consorcio

será competencia del Tesorero, función que podrá ser desem-

pañada por el Director o por un vocal del Consejo Rector o fun-

cionario del Consorcio o bien podrá ser nombrado al efecto

cualquier miembro electo o funcionario de las Entidades con-

sorciadas. En todo caso, las funciones de Tesorero serán incom-

patibles con los puestos de Presidente, Vicepresidente e

Interventor de Fondos.

CAPITULO II

Funcionamiento y Régimen Jurídico

Sección Primera

Régimen de Funcionamiento

Artículo 16. Régimen de sesiones.

1. El régimen de las sesiones y acuerdos del Consorcio, y

en general, su funcionamiento, se acomodará a lo dispuesto

en la legislación de régimen local, en cuanto le sea de aplica-

ción, sin perjuicio de las particularidades derivadas de la orga-

nización propia de Consorcio.

2. Las sesiones del Consejo Rector del Consorcio podrán

tener carácter ordinario o extraordinario, tendrán lugar en el

domicilio del Consorcio salvo que expresamente se indique otro,

y no tendrán carácter público.

3. Son sesiones ordinarias aquellas cuya periodicidad está

preestablecida, fijándose la misma mediante acuerdo del

Consejo Rector, sin perjuicio de sus posibles modificaciones.

En defecto del mismo, se celebrará sesión ordinaria, al menos

dos veces al año, con motivo de la aprobación de los Presupues-
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tos anuales y de la memoria de gestión económica y del balance

de actividad. Las sesiones ordinarias se convocarán, al menos,

con dos días hábiles de antelación.

4. Son sesiones extraordinarias las que se convocan por

el Presidente con tal carácter, a iniciativa propia o a solicitud

de vocales del Consejo Rector que representen al menos al

25% de los votos del mismo. Las sesiones extraordinarias se

convocarán al menos, con dos días hábiles de antelación.

5. Son sesiones extraordinarias de carácter urgente las

convocadas por el Presidente cuando la urgencia del asunto o

asuntos a tratar no permitan convocar sesión extraordinaria

con la antelación establecida en párrafo anterior. En este caso,

como primer punto del orden del día se incluirá la ratificación

de la urgencia de la convocatoria. Si ésta no resultase apre-

ciada por mayoría del Consejo Rector, se levantará acto seguido

la sesión.

Artículo 17. Convocatoria.

Las convocatorias correspondientes a las sesiones del

Consejo Rector se cursarán de orden del Presidente, incluirán

el orden del día y la hora de la primera y segunda convocato-

rias, debiendo mediar entre ésta y aquella un plazo mínimo de

una hora.

Artículo 18. Quórum.

El Consejo Rector quedará válidamente constituido en pri-

mera convocatoria cuando concurran al mismo el Presidente

y el Secretario o quienes legalmente le sustituyan y los miem-

bros presentes supongan el 100% de los votos representados

en el Consejo Rector.

En las sesiones del Consejo Rector podrán adoptarse acuer-

dos sobre asuntos no incluidos en el orden del día cuando así

lo solicite algún miembro por razones de urgencia y se apruebe

la urgencia por la mayoría absoluta del número legal de votos

ponderados.

Artículo 19. Actas.

1. Se llevará un libro de actas de sesiones, donde se con-

signará en cada acta, el lugar, día y hora con que comience la

sesión, los nombres y apellidos del Presidente y asistentes, los

asuntos sometidos a deliberación, las opiniones emitidas cuando

así lo requiera el interesado y los acuerdos adoptados.

2. Las actas serán autorizadas con la firma del Secretario

y el visto bueno del Presidente.

3. Además del libro de Actas del Consejo Rector, existirá

el Libro de Resoluciones del Presidente y, en su caso, del

Director, cuya llevanza corresponderá al Secretario.

Artículo 20. Votos del Consejo Rector y adopción de

acuerdos.

1. En función de la naturaleza y composición del Consorcio,

a los efectos de la toma de decisiones, el total de votos del

Consejo Rector se establece en 100, atribuyéndose a cada uno

de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50% del

total de los votos del Consejo Rector.

- Municipio integrante del Consorcio: 50% del total de los

votos del Consejo Rector.

Si se produjera un aumento de los miembros del Consorcio

se recalculará el número de votos de cada uno de los inte-

grantes sin necesidad de modificar los estatutos

2. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de los

votos emitidos, dirimiendo los empates el Presidente con voto

de calidad.

3. Es necesario el voto unánime de los entes consorcia-

dos para la adopción de acuerdos en las siguientes materias:

a) Modificación de los Estatutos.

b) Incorporación o separación de miembros en el Consorcio

y determinación de las condiciones en que deba realizarse.

c) Disolución del Consorcio.

d) Enajenación de bienes pertenecientes al Consorcio

cuando su cuantía exceda del 10% de los recursos ordinarios

del presupuesto anual.

Sección Segunda

Régimen Jurídico

Artículo 21. Actos del Consorcio.

El régimen jurídico de los actos del Consorcio será el esta-

blecido con carácter general por las disposiciones que regulan

el procedimiento administrativo aplicable a las Corporaciones

Locales.

Artículo 22. Recursos y Reclamaciones.

1. Los actos de todos los órganos del Consorcio agotan la

vía administrativa.

2. Contra los actos y acuerdos del Consorcio que pongan

fin a la vía administrativa, los interesados podrán interponer

los recursos que procedan contra los actos de tal carácter en

la Administración Local de acuerdo con la normativa vigente.

3. La reclamación previa a la vía judicial civil y laboral se

dirigirá al Presidente del Consorcio a quien corresponderá la

resolución de la misma.

Artículo 23. Contratación.

1. El Consorcio podrá contratar, siguiendo los procedi-

mientos establecidos en la legislación aplicable a los contratos

que celebren las Corporaciones Locales.

2. El Consejo Rector será el órgano de contratación res-

pecto de aquellos contratos que, por su cuantía o duración,

excedan del ámbito competencial asignado al Presidente en

esta materia. Será igualmente el órgano competente para la

concertación de operaciones de crédito a medio y largo plazo,

así como de las operaciones de tesorería, con sujeción a las

condiciones y límites establecidos en la legislación reguladora

de las Haciendas Locales.

Sección Tercera

Legislación Supletoria

Artículo 24. 1. En lo no previsto en los presentes Estatutos

respecto al funcionamiento y régimen jurídico del Consorcio

regirá con carácter supletorio la Ley 7/1985, de 2 de abril; la

Ley 39/1988, de 28 de diciembre; la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, modificada por Ley 4/1999, de 13 de enero y

demás normativa de general aplicación y de desarrollo de las

anteriores leyes.

2. Si sobre algunas de las materias tratadas en alguno de

los artículos anteriores del presente título se suscitase alguna

duda o problema interpretativo, resolverá el Presidente, oído el

Secretario.

TITULO III

PATRIMONIO Y REGIMEN ECONOMICO-FINANCIERO

CAPITULO I

Patrimonio

Artículo 25. El Patrimonio del Consorcio estará constituido

por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le perte-

nezcan.
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Este patrimonio podría ser incrementado por los bienes y

derechos que pueden ser adquiridos por las entidades con-

sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-

ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-

dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados

como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.

Artículo 26. Las entidades consorciadas podrán afectar,

en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros

bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la pro-

piedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con que

constan en los respectivos inventarios donde figuren.

CAPITULO II

Hacienda

Artículo 27. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-

bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos

integrantes del Patrimonio del Consorcio, así como los ingre-

sos de derecho privado.

b) Por las aportaciones que destinen para tal fin la Conse-

jería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y el municipio con-

sorciado con cargo a sus respectivos presupuestos. La

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el

100% de los gastos del personal del Consorcio que conformen

la estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes del per-

sonal de la estructura complementaria de los Agentes de

Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-

tantes del municipio en que se encuentre localizado. El Ayunta-

miento de El Puerto de Santa María, donde reside la oficina

de la Unidad Territorial sufragará los costes del mantenimiento

del inmueble, y las cantidades necesarias para sufragar los

gastos de funcionamiento de dicha Unidad, en proporción al

número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación

de otras Entidades, órganos u organizaciones determinará la

modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del

Consejo Rector, sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las aportaciones y subvenciones procedentes de los

organismos públicos y privados.

d) Por las donaciones y legados de personas físicas o jurí-

dicas, así como las transmisiones a título gratuito a favor del

Consorcio.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus ser-

vicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga,

así como los procedentes de operaciones de crédito.

g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

h) Cualquier otro que pudiera corresponderle conforme a

la ley.

Artículo 28. La Hacienda del Consorcio responderá de las

obligaciones y deudas contraídas por el mismo.

Artículo 29. Los beneficios y rentas que produzca el

Consorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en pri-

mer lugar, a constituir fondos de reservas en las cuantías que

establezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a

mejorar y ampliar las instalaciones y edificios afectos al

Consorcio.

Artículo 30. El Consorcio llevará el mismo sistema de con-

tabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-

pendencia de que por el Consejo Rector pudieran establecerse

otras formas complementarias para el estudio del rendimiento

y productividad.

Artículo 31. La liquidación del Presupuesto y la Cuenta

General serán elaboradas por la Intervención y aprobadas por

la Presidencia y el Consejo Rector, respectivamente, siguiendo

los procedimientos y plazos establecidos en la normativa vigente

para las Administraciones Locales.

La Cuenta General aprobada se rendirá ante la Cámara

de Cuentas de Andalucía.

Artículo 32. En caso de disolución del Consorcio, el haber

resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros del

mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 33. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-

dica de Entidad de Derecho Público promovida y participada

por entidades locales, siéndole de aplicación las exenciones

fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales para

las entidades de tal naturaleza.

CAPITULO III

Presupuesto

Artículo 34. El Consorcio dispondrá anualmente de un

Presupuesto propio, que será aprobado por el Consejo Rector.

El régimen de tramitación del Presupuesto, su contenido

y modificaciones, así como las demás obligaciones formales

procedentes, seguirá la normativa en cada momento vigente

sobre los Presupuestos de las Entidades Locales.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 35. El personal contratado para atender los dife-

rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la

legislación laboral vigente. Las condiciones de trabajo y sala-

riales se desarrollarán en el marco de lo establecido en el

Estatuto de los Trabajadores. Igualmente las distintas Adminis-

traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del

Consorcio, en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 36. La selección del personal al servicio del

Consorcio se sujetará a los mismos principios y normativa que

rige en la selección del personal al servicio de las Administra-

ciones Públicas.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 37. A las Administraciones consorciadas le corres-

ponde la inspección superior de la gestión desarrollada por el

Consorcio.

Artículo 38. 1. El Presidente del Consorcio presentará anual-

mente en el primer trimestre del año, al Consejo Rector la

«Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad»

correspondiente al ejercicio anterior, así como Balance del

Desarrollo de cada uno de los Programas de Actividades.

2. El Consejo Rector, una vez aprobada la «Memoria de

la Gestión Económica y del Balance de Actividad» dará cono-

cimiento de ésta a las Administraciones Consorciadas.

Artículo 39. La actividad económica-financiera del Consor-

cio está sujeta a las actuaciones de control interno y externo

en los términos establecidos en el Capítulo IV del Título VI de

la Ley 39/88, de las Haciendas Locales.
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El control interno será ejercido por la Intervención del

Consorcio y revestirá las modalidades de función interventora

y de control financiero y de calidad. El ejercicio del control finan-

ciero podrá ejercerse directamente o bien mediante la contra-

tación de empresa externa, según las normas establecidas en

las Bases de Ejecución del Presupuesto.

Lo anterior se entiende sin perjuicio del control externo a

que están sometidas las Entidades Públicas y, en concreto, las

Entidades que integran la Administración Local.

TITULO VI

MODIFICACION Y DISOLUCION

Artículo 40. Modificación.

La modificación de estos Estatutos, deberá ser aprobada

mediante acuerdo unánime de los miembros del Consejo Rector,

con las formalidades exigidas para la aprobación de aquéllos.

Artículo 41. Separación de miembros.

1. La separación de un Ente del Consorcio, precisará, los

siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del Con-

sorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligacio-

nes y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garan-

tizar el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el

mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-

juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-

quiera de los servicios o actividades del consorcio, ni perjuicio

para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 42. Disolución.

1. El Consorcio podrá disolverse por alguna de las causas

siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,

mediante acuerdo del Consorcio Rector, con el acuerdo uná-

nime de las entidades consorciadas.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales

Consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que haya

de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio y la

reversión a los Entes Consorciados de las obras, instalaciones,

y en general, de los bienes propios y de los que el Consorcio

administrase en régimen de cesión de uso, cuya titularidad

correspondiese a otras entidades o Administraciones Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos se

producirá una vez aprobados definitivamente por los Entes

Consorciados, el día siguiente del anuncio publicado en el BOJA

en el que se exponga la constitución del Consorcio, su objeto

y fines, y miembros que lo integran.

Segunda. La sesión constitutiva del Consejo Rector del

Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a la

fecha de publicación del anuncio contenido en la disposición

anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la designa-

ción y constitución de los órganos de gestión, gobierno y repre-

sentación y a la fijación de la fecha y hora de celebración de

las reuniones ordinarias de los indicados órganos consorciales.

RESOLUCION de 24 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
Centro de Investigación y Formación de Agricultura
Ecológica y Desarrollo Rural en la provincia de Granada.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía, esta-

blece la facultad que ostentan las Entidades Locales para cons-

tituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades

privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público

concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Diputación Provincial de Granada ha tramitado expe-

diente para la aprobación de los Estatutos reguladores del

Consorcio denominado «Centro de Investigación y Formación

de Agricultura Ecológica y Desarrollo Rural en la provincia de

Granada», siendo objeto de aprobación por la Diputación

Provincial de Granada y el Ayuntamiento de Santa Fe.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-

blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de

la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Consorcio

«Centro de Investigación y Formación de Agricultura Ecológica

y Desarrollo Rural en la provincia de Granada», que se adjun-

tan como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone fin

a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada

ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de

un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que tenga

lugar la publicación del presente acto, de conformidad con lo

establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de

26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 24 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso

Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO «CENTRO DE INVESTIGACION

Y FORMACION DE AGRICULTURA ECOLOGICA

Y DESARROLLO RURAL» EN LA PROVINCIA DE GRANADA

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Al amparo de lo establecido en la legislación

vigente y especialmente el artículo 57 de la Ley 7/1985, de 2

de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local; artículo

110 del Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes

en materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto

Legislativo 781/1986, de 18 de abril y en los artículos 15 al

18 de la Ley 11/1987, de 26 de diciembre, reguladora de las

relaciones entre la Comunidad Autónoma de Andalucía y las

Diputaciones Provinciales de su territorio, así como la Ley

7/1993, de 27 de julio, reguladora de la Demarcación Municipal

de Andalucía, se constituye el Consorcio objeto de los presen-

tes Estatutos integrado por la Diputación Provincial de Granada

y el Ayuntamiento de Santa Fe, siendo estas Entidades sin

ánimo de lucro, sin perjuicio de las que, con este carácter, pue-

dan integrarse en el futuro conforme a las previsiones conte-

nidas en los presentes Estatutos.
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Artículo 2. La Entidad pública que se constituye recibe el

nombre de «Consorcio del Centro de Investigación y Formación

de Agricultura Ecológica y Desarrollo Rural de Granada».

Artículo 3. El Consorcio se establece con carácter volun-

tario y por un período de tiempo indefinido. Tiene personalidad

jurídica propia, independiente de las entidades que la integran

y plena capacidad jurídica para el cumplimiento de los fines

que se expresan en los presentes Estatutos y se regirá por el

Derecho Administrativo.

Artículo 4. El domicilio social del Consorcio radicará en el

municipio de Santa Fe, provincia de Granada, donde se ubi-

cará el Centro. No obstante, los Organos Colegiados del

Consorcio podrán celebrar sus sesiones en cualquiera de las

sedes de las Entidades consorciadas o de las instalaciones

afectas al Servicio.

Artículo 5. Constituyen los fines del Consorcio los siguientes:

1. Poner en marcha un Centro en la provincia de Granada

que lleve a cabo labores de investigación y formación en el

ámbito de la agricultura ecológica y el desarrollo rural sosteni-

ble en la provincia.

2. Una vez puesto en marcha el citado Centro, éste ten-

drá unos fines u objetivos generales y otros secundarios de

esos objetivos principales:

A) Objetivos Generales:

a) Potenciar la Agricultura Ecológica como motor del desa-

rrollo rural sostenible de la provincia.

b) Generar alternativas de producción agraria que supon-

gan una revalorización de los recursos naturales y humanos

de la provincia a través de la investigación.

c) Generar información que permita a los agricultores y

ganaderos ecológicos de la provincia mejorar la eficiencia téc-

nica y económica de sus explotaciones.

d) Dotar de formación cualificada a técnicos y agriculto-

res en Agricultura Ecológica.

B) Objetivos Específicos:

a) Potenciar el uso de los recursos naturales locales a tra-

vés de la implementación de estilos de manejo agrario respe-

tuosos con el medio ambiente y que mantengan o restablez-

can el adecuado estado de la naturaleza, como son los

empleados en la Agricultura Ecológica.

b) Mantener y potenciar la población agraria de la provin-

cia a través de la creación de medios de generación de renta

alternativos.

c) Desarrollar un sector de manipulación, transformación

y distribución de los productos procedentes de la Agricultura

Ecológica, como alimentos de alta calidad.

d) Optimizar el reciclaje de los residuos generados por la

actividad agraria transformándolos en un recurso.

e) Crear un banco de germoplasma de variedades y razas

tradicionales, para facilitar la incorporación a las explotaciones

ecológicas.

f) Facilitar la formación de Técnicos en Agricultura Ecoló-

gica, mediante la recepción de alumnos del último curso que

realicen sus Tesinas o trabajos profesionales fin de carrera en

el Centro.

g) Divulgar los resultados obtenidos en las investigaciones

realizadas, bien a través del empleo de metodologías partici-

pativas de investigación, o a través de técnicas de extensión

agraria.

h)  Establecer relaciones institucionales con otros centros

de investigación y desarrollo agrario, tanto nacionales como

extranjeros, con el fin de colaborar en proyectos de investiga-

ción y formación conjuntos.

CAPITULO II

REGIMEN ORGANICO

Artículo 6. Los órganos de gobierno del Consorcio son los

siguientes:

- El Presidente del Consorcio.

- El Vicepresidente Primero.

- El Vicepresidente Segundo.

- La Asamblea General.

- El Comité Ejecutivo.

Artículo 7. La Presidencia del Consorcio será ejercida por

el Excmo. Sr. Presidente de la Excma. Diputación Provincial de

Granada o Diputado Provincial en quien delegue.

Artículo 8. 1. La Vicepresidencia Primera será ejercida por

el Ilmo. Sr. Alcalde del Ayuntamiento de Santa Fe o miembro

de la Corporación en quien delegue.

2. La Vicepresidencia Segunda será ejercida por periodos

de dos años, por quien designe la Asamblea General de entre los

vocales designados por las Entidades integrantes del Consorcio.

En ningún caso podrán ocupar la Vicepresidencia Segunda la

Diputación de Granada y el Ayuntamiento de Santa Fe.

3. Los Vicepresidentes sustituirán, por su orden, al Presi-

dente en los casos de ausencia, vacante o enfermedad y demás

que reglamentariamente procedan.

Artículo 9. 1. La Asamblea General del Consorcio estará

integrada de la siguiente forma:

a) El Presidente del Consorcio, que la presidirá.

b) El Vicepresidente Primero del Consorcio.

c) El Vicepresidente Segundo del Consorcio.

d) Tres Vocales nombrados por cada uno de las Entidades

Públicas consorciadas.

e) Dos Vocales de cada una del resto de instituciones con-

sorciadas que pudiesen en el futuro incorporarse al Consorcio.

2. A las sesiones de la Asamblea General asistirán ade-

más, con voz pero sin voto:

a) Dos representantes designados por la Consejería de

Agricultura y Pesca de la Junta de Andalucía.

b) El Director Gerente del Consorcio.

c) La persona o personas a las que corresponda el ejer-

cicio de las funciones de Secretaría e Intervención.

Artículo 10. 1. El Comité Ejecutivo estará integrado por:

a) El Presidente del Consorcio, que lo presidirá.

b) Los dos Vicepresidentes.

c) Un representante de cada una de las Entidades con-

sorciadas.

2. A las sesiones del Comité Ejecutivo asistirán además,

con voz pero sin voto:

a) Uno de los dos representantes designados por la

Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta de Andalucía en

la Asamblea General.

b) El Gerente del Consorcio.

c) La persona o personas a las que corresponda el ejer-

cicio de las funciones de Secretaría e Intervención.
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Artículo 11. 1. Los miembros de la Asamblea General y del

Comité Ejecutivo cesarán como tales cuando pierdan su con-

dición de miembros de la Entidad consorciada respectiva.

2. Las Entidades consorciadas podrán remover a sus repre-

sentantes, antes de finalizar su mandato, con iguales formali-

dades que las exigidas para la designación, debiendo comu-

nicar el nombramiento del sustituto al Consorcio para que el

mismo surta efecto. La duración del cargo será por el tiempo

que faltase para concluir el mandato del removido.

Artículo 12. 1. La Asamblea General es el órgano supremo

del Consorcio al que personifica y representa con carácter de

Corporación de Derecho Público.

2. Son atribuciones de la Asamblea General:

a) Aprobar la admisión de nuevos Entes al Consorcio, así

como la separación de los que lo integran.

b) Proponer la modificación de los Estatutos a las Entidades

consorciadas.

c) La modificación del domicilio del Consorcio cuando así

resulte procedente.

d) La aprobación anual del presupuesto general del

Consorcio, así como sus modificaciones, en los supuestos en

los que estas modificaciones son competencia del Pleno de los

Ayuntamientos.

e) La aprobación de la Plantilla de personal, la relación de

puestos de trabajo del Consorcio y la fijación de las retribucio-

nes del personal.

f) La aprobación de las aportaciones de cada uno de los

entes consorciados al presupuesto anual del Consorcio, con-

forme a los porcentajes establecidos en el artículo 25 de los

presentes Estatutos.

g) La aprobación de las Ordenanzas y Reglamentos del

Consorcio.

h) La aprobación de las Cuentas anuales del Consorcio y

la aprobación de las operaciones de crédito que sean de la

competencia del pleno de los Ayuntamientos y el inventario de

bienes del Consorcio de cada ejercicio.

i) El nombramiento y, en su caso, la separación del Gerente

del Consorcio y de la persona o personas que desempeñen los

puestos de Secretario-Interventor del mismo.

j) Acordar el ejercicio de acciones judiciales y administra-

tivas en cuanto a la protección y defensa de los derechos e

intereses del Consorcio en aquellos asuntos que sean de su

competencia.

k) Señalar las directrices y programas a desarrollar por el

Comité Ejecutivo, fiscalizando su gestión.

l) La disolución del Consorcio.

m) La elección del Vicepresidente Segundo del Consorcio.

n) Las que le están expresamente atribuidas en los pre-

sentes Estatutos.

Artículo 13. Son atribuciones del Comité Ejecutivo:

a) Velar por el cumplimiento de los presentes Estatutos.

b) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de la Asamblea

General.

c) Proponer a la Asamblea General los programas de actua-

ción y rendir cuentas de los llevados a cabo, debiendo a este

efecto dictaminar la Memoria anual elaborada por el Director

Gerente.

d) Presentar a la Asamblea General los presupuestos y las

modificaciones de créditos, balances y liquidaciones de cuen-

tas y propuestas de aportaciones de las entidades consorcia-

das, para su aprobación.

e) Admitir la solicitud de ingreso de nuevas entidades y

proponer a la Asamblea General la separación de las consor-

ciadas.

f) Gestionar con entidades públicas y privadas la resolu-

ción de los problemas que afecten al Consorcio, realizando los

informes, estudios o consultas pertinentes.

g) La preparación y presentación a la Asamblea General

de los Presupuestos Generales de la Entidad y de las rendi-

ciones anuales de las cuentas correspondientes y su liquidación.

h) La elevación a la superior consideración de la Asamblea

General de cuantas cuestiones estime convenientes para defi-

nir la actividad procedente para el mejor cumplimiento de los

fines del Consorcio.

i) La designación de los Comités Organizadores o los

Organos específicos de enlace en los eventos que se progra-

men y organicen por el Consorcio.

j) La autorización al Presidente para la celebración y firma

de cualquier tipo de negocio jurídico.

k) La contratación de obras y servicios en los casos que

no sea de la competencia de la Vicepresidencia Primera

l) Acordar el ejercicio de acciones judiciales y administra-

tivas en cuanto a la protección y defensa de los derechos e

intereses del Consorcio en aquellos asuntos que sean de su

competencia.

ll) Las que la Legislación de Régimen Local atribuya a la

Comisión Especial de Cuentas.

m) La asistencia al Presidente en el ejercicio de sus atri-

buciones.

n) Las que le sean delegadas por la Asamblea General o

por el Presidente.

o) Las que le estén expresamente atribuidas en los pre-

sentes Estatutos.

p) Aquellas otras no recogidas de forma expresa en los

Estatutos que, conforme a la legislación de Régimen Local,

sean competencia del Ayuntamiento Pleno.

Artículo 14. 1. El Presidente del Consorcio tendrá atribui-

das las siguientes funciones:

a) Presidir las sesiones de la Asamblea General y del

Comité Ejecutivo, cuya convocatoria realizará conforme a lo

prevenido en los presentes Estatutos.

b) Representar al Consorcio y presidir todos los actos públi-

cos que se celebren por el mismo.

c) Dirigir los debates y el Orden del Día de las sesiones de

la Asamblea General y del Comité Ejecutivo y cumplir y hacer

cumplir el contenido de sus acuerdos.

d) Ejercer la representación legal del Consorcio en juicio

y fuera de él.

e) Otorgar poderes a Procuradores para comparecer en

nombre del Consorcio en procedimientos judiciales o extraju-

diciales.

f) Suscribir con el Secretario las actas de las sesiones de

la Asamblea General y del Comité Ejecutivo.

g) Proponer a la Asamblea General del Consorcio el nom-

bramiento y cese del Gerente y de la persona o personas que

desempeñen las funciones de Secretaría-Intervención.

h) Las que le sean delegadas por la Asamblea General o

por el Comité Ejecutivo.

i) Aquellas otras que no sean de la competencia de otro

órgano del Consorcio.

2. El Presidente del Consorcio puede delegar, mediante

Resolución alguna de sus facultades o atribuciones a favor de

alguno o algunos de los Vicepresidentes o resto de miembros

del Comité Ejecutivo.

Artículo 15. Los Vicepresidentes del Consorcio por su orden,

tendrán carácter ejecutivo, y deberán, además de asumir la

Presidencia en caso de ausencia, vacante o enfermedad, las

siguientes atribuciones propias:

Sevilla, 16 de julio 2002 BOJA núm. 83 Página núm. 13.319



a) Proponer el nombramiento de los Comités Organizadores

y sus componentes a los órganos competentes del Consorcio

para las manifestaciones o eventos que por el mismo se orga-

nicen.

b) Resolver todas las cuestiones de urgencia que se pre-

senten y que afecten al funcionamiento del Consorcio y su acti-

vidad, dando cuenta de ello al Comité Ejecutivo en la primera

sesión que celebre.

c) Supervisar la labor del Gerente en la responsabilidad

técnica de toda la gestión del Consorcio.

d) Dirigir, impulsar e inspeccionar las actividades propias

del Consorcio.

e) El Ejercicio de acciones judiciales y administrativas en

caso de urgencia dando cuenta al Comité Ejecutivo en la pri-

mera sesión que celebre y en aquellos asuntos que sean de su

competencia.

f) La preparación, junto con el Gerente de los Programas,

Proyectos y presupuestos del Consorcio.

g) Ordenar los pagos y visar mandamientos y talones en

el movimiento de fondos, dirigiendo la gestión económica del

Consorcio.

h) Contratar obras y servicios siempre que su cuantía no

exceda del 5 por ciento de los recursos ordinarios del presu-

puesto ni del 50 por ciento del limite general aplicable a la con-

tratación directa, con arreglo al procedimiento legalmente esta-

blecido.

i) Visar con su firma las certificaciones que se expidan de

los actos y documentos del Consorcio.

j) Cualesquiera otras funciones que no estén atribuidas

estatutariamente a los órganos de gobierno del Consorcio o

que estos le deleguen expresamente.

CAPITULO III

REGIMEN FUNCIONAL

Artículo 16. 1. Las sesiones de los órganos colegiados del

Consorcio podrán ser ordinarias, extraordinarias y extraordi-

narias de carácter urgente.

2. La Asamblea General celebrará sesión ordinaria como

mínimo una vez al año y el Comité Ejecutivo una vez al tri-

mestre.

3. Se celebrará sesión extraordinaria siempre que la con-

voque el Presidente a iniciativa propia o a petición de al menos

un tercio de los miembros que legalmente constituyan cada

órgano colegiado.

4. El Presidente convocará las sesiones con una antela-

ción mínima de cinco días y remitirá el Orden del Día a cada

uno de los miembros de la Asamblea General o del Comité

Ejecutivo.

Artículo 17. 1. Las sesiones podrán celebrarse en primera

o segunda convocatoria.

2. Tratándose de la Asamblea General en primera convo-

catoria será precisa como mínimo la asistencia de dos tercios

de los miembros.

En segunda convocatoria podrá celebrarse sesión 30 minu-

tos después de la señalada para la primera convocatoria, siem-

pre que asistan la mitad de los miembros, o aquellos que repre-

senten la mayoría absoluta.

3. Tratándose del Comité Ejecutivo, en primera convoca-

toria, será precisa, como mínimo, la asistencia de la mayoría

de los miembros que legalmente la integran. En segunda con-

vocatoria, podrá celebrase sesión 30 minutos después de la

señalada para la primera convocatoria, siempre que asista un

tercio de los miembros que legalmente la integran.

4. Los miembros de los órganos colegiados del Consorcio,

para su asistencia a los mismos, podrán delegar su represen-

tación en otro de los miembros de su misma Entidad, pudiendo

éste, en consecuencia, participar en los órganos colegiados

con todos los derechos tanto propios como los de aquel otro

miembro cuya representación le hubiese sido delegada expre-

samente para la sesión de que se trate, computándose el mismo

a efectos de establecer los correspondientes quórum de asis-

tencia a las sesiones.

5. Podrán asistir y participar en las sesiones de los Organos

Colegiados del Consorcio personas que hayan sido invitadas

expresamente para ello por el Presidente, a los solos efectos

de informar y asesorar a los miembros de pleno derecho sobre

cuestiones específicas de su competencia.

6. En todo caso será necesaria en todas las sesiones la

presencia de la persona que ejerza la Presidencia, y de la desig-

nada o designadas para ejercer funciones de Secretario-

Interventor, o las personas que legalmente y conforme a los

presentes estatutos los sustituyan.

7. De todas las sesiones de los Organos Colegiados del

Consorcio se levantará Acta por el Secretario del mismo, acta

que deberá ser sometida a aprobación por el respectivo órgano

como primer punto del orden del día de la siguiente sesión. En

este sentido y por la Secretaría del Consorcio, se deberán lle-

var dos Libros de Actas; uno de las Actas de la Asamblea

General y otro del Comité Ejecutivo. En ambos casos, las actas

serán autorizadas por el Sr. Secretario con el visto bueno del

Sr. Presidente.

Artículo 18. 1. Los acuerdos de la Asamblea General y de

la Comisión de Gobierno, salvo en los casos en que se requiera

un quórum especial, se adoptarán por mayoría simple de votos.

Existe mayoría simple cuando la cifra de votos afirmativos emi-

tidos represente más que la de los negativos.

2. Será necesario el voto favorable de la mayoría absoluta

legal para la adopción de acuerdos sobre las siguientes materias:

a) Admisión de miembros al Consorcio.

b) Disolución del Consorcio.

c) Propuesta de modificación de los Estatutos.

d) Aprobación de Ordenanzas y Reglamentos o, en su caso,

la propuesta de su aprobación.

e) Elección del Vicepresidente Segundo del Consorcio.

f) Aprobación de los nombramientos regulados en el

artículo 35 de los presentes Estatutos.

Artículo 19. 1. Cada Vocal representante de una Entidad

en el Consorcio tendrá un voto en los Organos Colegiados del

Consorcio. En caso de empate, este se resolverá con el voto

de calidad del Presidente.

2. El Voto de los miembros de los órganos colegiados en

el Consorcio podrá ser afirmativo o negativo. Igualmente podrán

abstenerse de votar.

3. Las votaciones serán ordinarias, nominales y secretas,

en los mismos supuestos y con igual procedimiento que deter-

mina la legislación de Régimen Local.

CAPITULO IV

REGIMEN DE PERSONAL

Artículo 20. El Consorcio anualmente, a través del Presu-

puesto, aprobará la Plantilla de personal, que comprenderá los

puestos de trabajo, necesarios para el ejercicio de las diferen-

tes funciones, conforme a la legislación local vigente y al Servicio

que constituye su finalidad.

Artículo 21. 1. El puesto de trabajo de Gerente será desem-

peñado por una persona con formación y titulación adecuada

que le capacite para realizar las funciones propias del puesto,

siendo este cargo incompatible con cualquier otra función, retri-

buida o no, en cualquier otra administración, organización o

empresa publica o privada.
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2. Serán funciones del Gerente:

a) Velar por el cumplimiento de los acuerdos de los órga-

nos colegiados del Consorcio y de las resoluciones de la

Presidencia y de las Vicepresidencias.

b) Dirigir y coordinar la actuación del Consorcio, de con-

formidad con los Reglamentos aprobados y las directrices de

los órganos de gobierno.

c) Vigilar, fiscalizar y supervisar el funcionamiento de las

dependencias y personal a su cargo.

d) Asistir a las sesiones de la Asamblea General y del

Comité Ejecutivo con voz pero sin voto.

e) Elaborar proyectos o planes de actuación y programas

de necesidades del Consorcio.

f) Asistencia técnica al Presidente y órganos de gobierno.

g) Informar los asuntos que deban tratarse en las sesio-

nes de los órganos de gobierno referidos al Servicio y sin per-

juicio de las funciones asesoras que correspondan a la Secre-

taría e Intervención del Consorcio.

h) Elaborar el anteproyecto del Presupuesto.

i) Promover los expedientes de contratación de toda clase

de obras, servicios y suministros.

j) Formular las propuestas de gastos correspondientes.

k) Proponer las medidas y reformas que estimare conve-

nientes para mejor cumplimiento de los fines de la Entidad.

l) El desempeño de las funciones de tesorería.

ll) Formar parte, en su caso, de los Comités Organizadores

y de los órganos específicos de enlace que puedan crearse

para el desarrollo de las actividades del Consorcio.

m) Dirigir e inspeccionar los servicios del Consorcio así

como los servicios contratados por el mismo.

n) Ostentar la jefatura de todo el personal del Consorcio,

proponer a los Organos Colegiados del Consorcio la plantilla

orgánica del mismo, así como el régimen retributivo del per-

sonal.

o) Las que le fueran encomendadas por la Asamblea

General, el Comité Ejecutivo, la Presidencia o las Vicepresi-

dencias.

Artículo 22. 1. Las funciones de fe pública y asesoramiento

legal preceptivo, de control y fiscalización interna de la gestión

económico financiera y presupuestaria, corresponderán a per-

sona o personas con la titulación y capacidad necesaria para

llevar a cabo esta labor, que deberá o deberán ser designadas,

conforme a los presentes estatutos por la Asamblea General

del Consorcio.

2. En los casos de ausencia, vacante o enfermedad de

dicho personal, las funciones serán desempeñadas por la per-

sona nombrada con carácter accidental a tal efecto por el

Presidente.

CAPITULO V

REGIMEN FINANCIERO, PRESUPUESTARIO Y CONTABLE

Artículo 23. Para el cumplimiento de sus fines el Consorcio

podrá disponer de los siguientes recursos:

a) Ingresos de Derecho Privado.

b) Subvenciones y otros ingresos de Derecho Público.

c) Exacciones de Derecho Público por la prestación de ser-

vicios o la realización de actividades de su competencia.

d) Los procedentes de operaciones de crédito.

e) Aportaciones al presupuesto por parte de las entidades

consorciadas.

f) Cualquier otro que pudiera corresponderle percibir de

acuerdo con la Ley.

Artículo 24. En las correspondientes disposiciones regla-

mentarias aprobadas por los órganos competentes del Consorcio

se fijarán las exacciones a percibir por los servicios prestados

por el Consorcio como consecuencia de su actividad.

Artículo 25. 1. Para el sostenimiento de la actividad del

Consorcio, las entidades que lo integran realizarán la aporta-

ción económica que se determine con carácter anual en el

correspondiente presupuesto del Consorcio. La aportación eco-

nómica de cada entidad, se determinará aplicando al importe

total de las aportaciones recogidas en el presupuesto anual los

siguientes porcentajes:

- Diputación Provincial: 65 %.

- Ayuntamiento de Santa Fe: 35 %.

2. Cuando se produzca la incorporación de nuevos miem-

bros al Consorcio conforme a lo previsto en estos Estatutos,

será la Asamblea General la que redistribuirá estos porcenta-

jes teniendo en cuenta estas nuevas incorporaciones.

3. Cada entidad consorciada se obliga a consignar en su

Presupuesto la cantidad suficiente para atender a sus obliga-

ciones económicas respecto del Consorcio, debiendo ser ingre-

sadas las aportaciones mensualmente antes del día 15 de cada

mes.

4. Las aportaciones económicas de los miembros, se rea-

lizarán en la forma y cuantía que determine la Asamblea General

conforme a los porcentajes que se recogen en el presente

artículo. En caso de que algún miembro se retrase en el pago

de su cuota en más de un mes, el Presidente dará audiencia

al miembro afectado y le requerirá de pago en el plazo de diez

días. Transcurrido dicho plazo sin haber hecho efectivo el débito,

el Presidente podrá solicitar de los Organos de la Administración

Central, Autonómica o Provincial, la retención de las cuotas

pendientes con cargo a las cantidades que por cualquier con-

cepto fueran liquidadas a favor del miembro deudor, a fin de

que se las entregue al Consorcio.

5. Esta retención es autorizada expresamente por todas

las Entidades consorciados en el momento de aprobación de

los presentes Estatutos.

6. Anualmente y hasta tanto se conozca la cuantía exacta

de la aportación para ese año de cada Entidad al Consorcio,

una vez aprobado el correspondiente Presupuesto, éstas debe-

rán ingresar, como cantidades a cuenta, las mismas aporta-

ciones fijadas para el ejercicio inmediatamente anterior, regu-

larizándose la situación una vez que se conozcan las

aportaciones del nuevo ejercicio.

Artículo 26. Las Entidades consorciadas podrán ceder

medios materiales y adscribir medios personales al Consorcio,

siendo necesaria la aceptación por el mismo mediante acuerdo

del Comité Ejecutivo. Los medios materiales cedidos seguirán

siendo propiedad de la entidad aportante, a la que revertirá en

caso de separación o disolución del Consorcio.

Los medios personales adscritos lo serán con arreglo a lo

dispuesto en la legislación sobre Consorcios y Función Pública

vigente para las Administraciones Locales.

Artículo 27. 1. El Consorcio aprobará un presupuesto anual.

El régimen presupuestario y contable será el establecido para

los entes locales.

2. El Presidente someterá a la Asamblea General las

Cuentas del precedente ejercicio, previamente informadas por

el Comité Ejecutivo.

CAPITULO VI

REGIMEN JURIDICO

Artículo 28. La actuación del Consorcio se regirá por el

siguiente orden de prelación de normas:
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1. En primer lugar, por lo establecido en los presentes

Estatutos y en los Reglamentos aprobados por la Asamblea

General que, en todo caso, se supeditarán al ordenamiento jurí-

dico vigente que sea específicamente aplicable.

2. En lo no previsto en las disposiciones anteriores se estará

a lo que la legislación de Régimen Local, sea estatal o auto-

nómica, establezca en materia de Consorcios.

3. Supletoriamente se aplicará lo que dicha legislación

establezca para las Entidades Locales, en aquello que no se

oponga, contradiga o resulte incompatible con las normas de

los dos apartados anteriores.

En la aplicación supletoria de tales normas y por lo que

se refiere al régimen de organización y funcionamiento de la

Asamblea General y del Comité Ejecutivo el mismo se acomo-

dará a lo previsto en la legislación de Régimen Local respecto

del Pleno y de la Comisión de Gobierno de los Ayuntamientos.

Artículo 29. En materia de recursos y procedimiento admi-

nistrativo será aplicable a todas las actuaciones del Consorcio

la Legislación de Régimen Local vigente.

Artículo 30. Para la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio será precisa la solicitud y aprobación por estos de

los Estatutos del Consorcio mediante el acuerdo del Pleno o

de su máximo Organo Colectivo representativo y el acuerdo de

la Asamblea General del Consorcio que fijará las condiciones

y efectos de la misma.

Artículo 31. La separación del Consorcio de alguna de las

entidades que lo integren, se acordará siempre que esté la enti-

dad que la solicita al corriente de sus compromisos anteriores

y garantice la liquidación de sus obligaciones, asumiendo las

entidades separadas sus obligaciones, competencias y res-

ponsabilidades.

Artículo 32. 1. Cualquiera que sea el momento en que se

adopte el acuerdo de incorporación al Consorcio de una nueva

entidad, la integración no surtirá efectos hasta la entrada en

vigor del presupuesto del siguiente ejercicio económico, salvo

que se disponga otra cosa por la Asamblea General.

2. En caso de separación, la misma surtirá efectos al fina-

lizar el ejercicio económico en que se hubiera adoptado el

correspondiente acuerdo, debiendo desembolsar la Entidad

afectada la totalidad de su aportación al consorcio y corres-

pondiente al año en el que la separación se produzca.

Artículo 33. 1. El acuerdo de disolución del Consorcio deter-

minará la forma en que haya de procederse a la liquidación de

sus bienes, teniendo en cuenta que los cedidos revertirán a la

entidad de procedencia. Dicho acuerdo fijará el destino que se

dará al personal de plantilla cuando reglamentariamente pro-

ceda.

2. Al personal laboral que no se encuentre en las situa-

ciones del apartado anterior, le será aplicada la legislación

correspondiente.

Artículo 34. La modificación de los Estatutos, mediante

acuerdo de la Asamblea General adoptado con el quórum pre-

visto en los presentes Estatutos habrá de ser ratificada por la

mayoría absoluta de los Entes consorciados, no entrando en vigor,

hasta que se hayan publicado en el BOJA dichas modificaciones.

CAPITULO VI

DE LOS HONORES Y DISTINCIONES DEL CONSORCIO

Artículo 35. La Asamblea General, a propuesta del Comité

Ejecutivo, puede nombrar miembros honoríficos del Consorcio

u otorgar otras distinciones o recompensas de este carácter a

personas, entidades, corporaciones u organismos que hayan

adquirido méritos relevantes en el ámbito propio del objetivo

final del Consorcio y que hayan contribuido destacadamente

al desarrollo de las actividades de éste.

También pueden crearse, por acuerdo de la Asamblea

General, adoptado a propuesta del Comité Ejecutivo, órganos

honoríficos, con carácter permanente o circunstancial, rela-

cionados con algún aspecto de la actividad del Consorcio.

DISPOSICION FINAL

Los presentes Estatutos entrarán en vigor al día siguiente

de la íntegra publicación de la Resolución del Organo compe-

tente de la Comunidad Autónoma en el Boletín Oficial de la

Junta de Andalucía, una vez aprobados íntegramente por los

Plenos o por los máximos órganos representativos de todas las

entidades que integran el Consorcio y remitidos estos acuer-

dos al Organo Competente de la Comunidad Autónoma.

CONSEJERIA DE CULTURA

DECRETO 172/2002, de 4 de junio, por el que se
declara Bien de Interés Cultural, con la categoría de
Conjunto Histórico, el sector delimitado a tal efecto de
la población de Cazalla de la Sierra (Sevilla).

I. El artículo 13.27 de la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de

diciembre, del Estatuto de Autonomía para Andalucía, esta-

blece la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma en

materia de patrimonio histórico, artístico, monumental, arque-

ológico y científico, y el artículo 6.a) de la Ley 16/1985, de 25

de junio, del Patrimonio Histórico Español, determina que se

entenderán como organismos competentes para la ejecución

de la Ley los que en cada Comunidad Autónoma tengan a su

cargo la protección del patrimonio histórico.

Asimismo el artículo 2 del Reglamento de Organización

Administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía, aprobado

mediante Decreto 4/1993, de 26 de enero, atribuye a la

Consejería de Cultura de la Junta de Andalucía la competen-

cia en la formulación, seguimiento y ejecución de la política

andaluza de Bienes Culturales, referida a la tutela, enriqueci-

miento y difusión del Patrimonio Histórico Andaluz, siendo, de

acuerdo con el artículo 3.3 del citado Reglamento, el titular de

la Consejería de Cultura el órgano competente para proponer

al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía la declaración

de Bienes de Interés Cultural y competiendo, según el artículo

1.1 del Reglamento anterior, a este último dicha declaración.

II. El municipio de Cazalla de la Sierra, en Sevilla, posee

un conjunto de valores inalterados de carácter patrimonial de

gran importancia paisajística y medioambiental por su empla-

zamiento y morfología urbana, que define el sector delimitado

a efectos de la declaración de Bien de Interés Cultural, con la

categoría de Conjunto Histórico. En él debe entenderse la homo-

génea y bien conservada tipología de su caserío vernáculo,

como exponente de valores etnológicos que conviven con el

interés artístico y arquitectónico de edificios de carácter reli-

gioso, señorial o nobiliario, en un paisaje urbano de singular

armonía y belleza. En conjunto, estos valores son exponentes

de un importante legado cultural, de dilatada y significativa tra-

yectoria histórica, que justifica la necesidad de protegerlos y

conservarlos.

Atendiendo a los valores históricos, edificatorios, monu-

mentales, etnológicos y paisajísticos que conserva el centro

histórico de la población, se considera procedente la declara-

ción de Bien de Interés Cultural, con la categoría de Conjunto

Histórico, del sector delimitado a tal efecto de la población de

Cazalla de la Sierra, representado gráficamente en el Plano de

Delimitación que se adjunta.
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III. La Dirección General de Bellas Artes, Archivos y Bibliote-

cas del Ministerio de Cultura, por Resolución de 9 de julio de

1982 (publicada en el «Boletín Oficial del Estado» núm. 274,

de 13 de noviembre de 1982), acordó tener por incoado el

expediente de declaración de Conjunto Histórico-Artístico a

favor de la villa de Cazalla de la Sierra (Sevilla), según la Ley

de 13 de mayo de 1933 sobre Defensa, Conservación y

Acrecentamiento del Patrimonio Histórico-Artístico Nacional,

siguiendo su tramitación según lo previsto en dicha Ley, el

Decreto de 16 de abril de 1936 y el Decreto de 22 de julio de

1958, de acuerdo con lo preceptuado en el apartado primero

de la Disposición Transitoria Sexta de la Ley 16/1985, de 25

de junio, del Patrimonio Histórico Español. 

En la tramitación del expediente y de conformidad con lo

establecido en el artículo 14 de la Ley de 13 de mayo de 1933

sobre Defensa, Conservación y Acrecentamiento del Patrimonio

Histórico-Artístico Nacional, así como en el artículo 84 de la

Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958,

han emitido informe favorable a la declaración, la Real Academia

de Bellas Artes de San Fernando (en la sesión celebrada en 13

de diciembre de 1982) y la Comisión Provincial de Patrimonio

Histórico de Sevilla (en la sesión celebrada el 17 de julio de

2001). 

De acuerdo con la legislación vigente, se cumplieron los

trámites preceptivos, abriéndose un período de información

pública (Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 63, de

2 de junio de 2001) y concediéndose trámite de vista y audien-

cia al Ayuntamiento mediante escrito recibido en el Ayunta-

miento el día 7 de junio de 2001 y a los propietarios y posee-

dores de derechos cuyos datos se desconocen afectados por

la declaración de Bien de Interés Cultural, mediante anuncio

en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento de Cazalla de la Sierra. 

En la tramitación del expediente han sido presentadas tres

alegaciones por don José Gaviño Delgado, con fecha de recep-

ción de 3 de julio de 2001:

En la primera de las cuales se pone de manifiesto la nece-

sidad de un estudio de detalle para el antiguo convento de San

Francisco y su entorno, desestimándose por entender que en

nada afecta a la delimitación ni a la consideración del Conjunto

Histórico.

En la segunda alegación se manifiesta la exclusión de la

arquitectura popular como valor consustancial al Conjunto

Histórico.

Es de destacar que la declaración de Bien de Interés

Cultural, conlleva la tutela del Bien para la salvaguarda de los

valores patrimoniales que concurren, tanto en sus límites como

en los de su entorno, por lo que se desestima la referida ale-

gación.

Así mismo, las medidas sobre posibles intervenciones den-

tro de los límites del Conjunto Histórico o su entorno no son

objeto de concreción en la referida documentación técnica para

la declaración de Bien de Interés Cultural, debiendo quedar

recogidas en el planeamiento urbanístico y en las diferentes

figuras que lo desarrollan.

En la tercera alegación se pone de manifiesto la necesi-

dad de completar con una perspectiva etnológica y agroecoló-

gica la configuración del área de protección, para salvaguardar

las panorámicas visuales desde la vertiente sur de la población.

Se considera que la relación del Conjunto Histórico con el

entorno natural inmediato queda suficientemente protegida

mediante la delimitación del entorno de protección, para lo cual

se han analizado las visuales desde los puntos de mayor domi-

nio ubicados en su vertiente sur, en los que confluyen los acce-

sos de las principales vías de comunicación, entendiéndose

desestimada la citada alegación.

No obstante, la presencia de numerosos sistemas de apro-

vechamiento, transformación y almacenamiento de los recur-

sos naturales, unos modelos de vida y su interés medioam-

biental, conforman un legado patrimonial susceptible de ser

protegido y conservado mediante la aplicación de una ade-

cuada figura de protección, según se contempla en la Ley

1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía en

su Título VII sobre el Patrimonio Etnográfico.

Terminada la instrucción del expediente, según lo previsto

en el artículo 14.2 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del

Patrimonio Histórico Español, procede la declaración de Bien

de Interés Cultural del referido sector de la población de Cazalla

de la Sierra, en Sevilla, con la categoría de Conjunto Histórico,

así como y de conformidad con lo prevenido en la Disposición

Adicional Primera del citado texto legal en relación con el artículo

8 del Reglamento de Protección y Fomento del Patrimonio

Histórico de Andalucía, aprobado mediante decreto 19/1995,

de 7 de febrero, la inclusión del mismo en el Catálogo General

del Patrimonio Histórico Andaluz. 

Según el artículo 17 de la Ley 16/1985, de 25 de junio,

del Patrimonio Histórico Español, en la tramitación de este

expediente de declaración como Bien de Interés Cultural del

Conjunto Histórico de Cazalla de la Sierra (Sevilla), se han con-

siderado sus relaciones con el área territorial a que pertenece,

así como la protección de los accidentes geográficos y parajes

naturales que conforman su entorno.

En virtud de lo expuesto y de acuerdo con lo establecido

en los artículos 6 y 9.1 y 2 de la Ley 16/1985, de 25 de junio,

del Patrimonio Histórico Español, en relación con el artículo

1.1 del Reglamento de Organización Administrativa del

Patrimonio Histórico de Andalucía, a propuesta de la Consejera

de Cultura y previa deliberación, el Consejo de Gobierno en su

reunión del día 4 de junio,

A C U E R D A

Primero. Declarar Bien de Interés Cultural, con la catego-

ría de Conjunto Histórico, el sector delimitado a tal efecto de

la población de Cazalla de la Sierra, en Sevilla, cuya descrip-

ción figura en el anexo al presente Decreto.

Segundo. Delimitar el espacio afectado por la declaración

de Bien de Interés Cultural, que abarcaría los espacios públi-

cos y privados, las parcelas, inmuebles y elementos compren-

didos dentro de la delimitación que figura en el anexo y gráfi-

camente en el plano de Delimitación del Conjunto Histórico.

Tercero. Inscribir este Bien declarado de Interés Cultural

en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz.

Contra el presente acto, que pone fin a la vía administra-

tiva, se podrá interponer, desde el día siguiente al de su notifi-

cación o publicación para aquellos interesados distintos de los

notificados personalmente, potestativamente recurso de repo-

sición ante el mismo órgano que lo dicta en el plazo de un mes,

conforme al artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-

bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y

del Procedimiento Administrativo Común (modificada por la

Ley 4/1999, de 13 de enero) o directamente recurso conten-

cioso-administrativo en el plazo de dos meses, ante la Sala de

lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia

de Andalucía con sede en Sevilla, de acuerdo con lo previsto

en los artículos 10 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,

reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 4 de junio de 2002

MANUEL CHAVES GONZALEZ

Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN CALVO POYATO

Consejera de Cultura
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A N E X O

I. Justificación de la delimitación.

El municipio de Cazalla de la Sierra se encuentra en un

enclave elevado de singular interés paisajístico de la Sierra

Norte de la provincia de Sevilla. Gracias a ello, su contempla-

ción desde el sur resulta de gran interés, resaltando el pro-

montorio del castillo y la iglesia de Nuestra Señora de la

Consolación.

Las muestras de asentamientos humanos más primitivas

encontradas en diversos lugares del término municipal de

Cazalla de la Sierra pertenecen a los períodos neolítico y cal-

colítico. Se constata un sistema de ocupación del territorio de

carácter disperso que se mantuvo en este lugar durante el período

romano, de escasa significación en la conformación morfoló-

gica del núcleo actual. Existía un pequeño núcleo ya formado

en época visigótica, que debió tener su ubicación en el cerro

del castillo, con necrópolis en la falda norte de este cerro. Bajo

la dominación musulmana se origina el perfil del núcleo pobla-

cional compacto, momento en el que se ocupa el cerro, forti-

ficándolo a lo largo de diversas épocas. Los Almohades cons-

truyen una alcazaba, concentrándose hacia el este su núcleo

de población. Este núcleo originario es de gran importancia en

el desarrollo urbanístico de la localidad, ya que de él surgiría

el desarrollo de las posteriores expansiones urbanas.

Cazalla de la Sierra fue ocupada por Fernando III en 1247.

En el inicio de esta nueva etapa cristiana, sólo se ocuparía el

recinto musulmán ya configurado, pero por la importancia de

su situación estratégica en el antiguo Reino de Sevilla frente a

la frontera de Portugal, ya desde el siglo XIV se acometerían

reformas en el recinto defensivo, entre las que destacan la crea-

ción de algunas puertas y el levantamiento de la iglesia de

Nuestra Señora de la Consolación, obra mudéjar que se pro-

longaría durante todo el siglo XV. Durante el siglo XVI la implan-

tación del sector vinícola en el término y la comercialización

de sus productos con América supuso un auge económico muy

acusado que encadenó el levantamiento de importantes inmue-

bles, ubicados en su mayoría en las inmediaciones de la igle-

sia de la Consolación, edificio que fue reformado bajo los pos-

tulados de la estética renacentista. Durante esta época se inicia

el proceso de morfogénesis urbana en la que este inmueble es

un hito de singular importancia, al ser el punto de partida de

diversas calles, que avanzando hacia el norte desde la plaza

de la iglesia, configuran el parcelario actual, una trama de man-

zanas irregulares y calles de sinuoso trazado. 

También la configuración urbana de extramuros se crea

desde finales del siglo XVI y durante todo el XVII, implantán-

dose primero el convento de Santa Clara y el Barrio Nuevo de

obreros, de trazado regular y características muy modestas. En

el siglo XVII, se levantarían los conventos de Madre de Dios y

San Francisco, que conformaron el límite norte del asenta-

miento. Por último, durante el siglo XVIII se acometerían algu-

nas intervenciones dentro del sector delimitado, reformándose

algunos inmuebles o creándose otros de nueva planta. Estas

actuaciones fueron realizadas en una coyuntura de retroceso

económico y poblacional, que no se invierte hasta mediados

del siglo XIX, cuando el aumento de población encadena la

recuperación del Barrio Nuevo y la colmatación de los restan-

tes barrios periféricos.

El sector delimitado de esta población, a efectos de su

declaración como Bien de Interés Cultural, con la categoría de

Conjunto Histórico, mantiene una clara evolución urbanística

a lo largo de su historia, que conforme a las características de

cada época, presenta en la actualidad una morfología dife-

renciada, fácilmente apreciable en cada uno de sus barrios.

Partiendo desde el núcleo del asentamiento primitivo que

ocupó el área de la fortaleza islámica, al este se extiende el pri-

mer sector extramuros perteneciente a época medieval, que al

igual que un segundo avance del siglo XVI, situado al noroeste,

está compuesto por parcelas irregulares en las inmediaciones

de la plaza de la iglesia, consecuencia de una red de vías que

parten desde este espacio público hacia el norte y oeste con

una disposición muy condicionada por diversidad de cotas que

presenta la orografía del terreno.

Al norte, pasado el antiguo cauce del arrollo Olivillas, se

localiza el Barrio Nuevo, configurado a finales del siglo XVII, en

el que la ordenación del parcelario se formaliza sobre la ladera

de la colina con manzanas regulares y calles paralelas de largo

trazado, que son atravesadas perpendicularmente por otras de

pronunciada pendiente.

Más al norte, la presencia de la ermita de Nuestra Señora

del Carmen y del convento de Santa Clara, en origen inmue-

bles alejados del núcleo poblacional, generarían el último desa-

rrollo urbano en este sector, un proceso en el que se colmata-

ron espacios libres durante el siglo XIX y principios del XX, en

el que se planteó el paseo de Nuestra Señora del Carmen sobre

los terrenos existentes entre estos inmuebles y el pueblo, el

mayor de los espacios públicos que presenta este municipio.

La tipología de inmuebles existentes en este Conjunto

Histórico responde a viviendas unifamiliares de gran homoge-

neidad tipológica en las que se generaliza la casa popular de

una sola planta o con doblado, con patio trasero y de escasa

altura. Presentan fachadas con una tipología de vanos de redu-

cido formato y una textura de paramentos muy homogénea,

conseguida mediante la aplicación de la cal, tanto en los exte-

riores como en los interiores. Entre este tipo de inmuebles des-

tacan otros de mayor rango arquitectónico, que responden a

ejemplos de arquitectura religiosa o a casas palacios ordena-

das en torno a patios centrales, con portadas labradas en pie-

dra y motivos ornamentales de diversa naturaleza.

II. Delimitación literal.

La delimitación de la zona declarada Bien de Interés

Cultural, con la categoría de Conjunto Histórico, de Cazalla de

la Sierra, en la provincia de Sevilla, se basa en el estudio de

los límites generados por las diferentes expansiones históricas

de la población, ya reflejadas en este texto. La morfología del

Conjunto Histórico es el resultado de una particular secuencia

de ampliaciones, que en la actualidad son fácilmente distin-

guibles de otras áreas de reciente configuración. En conjunto,

del análisis histórico y urbanístico, resulta la delimitación de

un sector de la población, claramente definido y constatado

por la planimetría histórica, en el que se conservan los valores

medioambientales, espaciales, arquitectónicos, artísticos y etno-

lógicos que conceden a Cazalla de la Sierra su singularidad e

interés patrimonial.

La zona afectada por la declaración como Bien de Interés

Cultural, con la categoría de Conjunto Histórico, del sector deli-

mitado a tal efecto de la población de Cazalla de la Sierra, en

Sevilla, comprende las parcelas, inmuebles, elementos y espa-

cios públicos y privados incluidos dentro de la línea de delimi-

tación trazada sobre los planos que se incluyen como Anexo.

El límite está marcado por una línea virtual que se apoya sobre

referencias físicas permanentes y visibles.  

Este área queda delimitada literalmente por una línea envol-

vente definida por las siguientes calles y parcelas: Desde el

punto más extremo situado al norte del Conjunto Histórico

(punto «O»), se inicia el recorrido en el ángulo noroeste del

inmueble del antiguo convento de Nuestra Señora del Carmen,

actual Instituto de Enseñanza Secundaria «El Carmen», situado

en la parcela núm. 10 de la manzana núm. 75270, siguiendo

la línea de fachada del mencionado edificio para quebrar en

sentido sur y seguir las traseras de las parcelas de números

postales impares de la calle Badajoz (parcelas números de la

03 a la 12 de la manzana 76270) y quebrar en sentido este

hasta conectar con la margen oriental de la carretera de Alanís,

actual Avenida de la Constitución, y continuar en sentido sur

hasta conectar con la parcela núm. 02 de la manzana núm.

76268 que recorre en toda su línea de fachada, cruza la Avenida

Padre Leonardo Castillo hasta conectar con la parcela núm.
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10 de la manzana núm. 77250 que recorre a línea de fachada

así como la parcela número 09. Desde el ángulo suroeste de

esta última, cruza para conectar con la línea de fachada de la

parcela núm. 04 de la mencionada manzana y prosigue, cru-

zando la calle Caldereros, hasta tocar el vértice noroeste de la

parcela núm. 01 de la manzana 76236 y continuar por las tra-

seras de las parcelas de números postales pares de la calle

Caldereros (parcelas de la 01 a la 12 de la manzana núm.

76236), cruza la calle Caldereros y continúa por el límite este

de la manzana núm. 76225 en toda su trayectoria, quiebra

para continuar por el límite sur de la misma manzana y conti-

núa, a línea de fachada de la calle Matadero, por la parcela

núm. 01 de la manzana núm. 77220, quiebra para continuar

por el perímetro de la misma parcela en su flanco este y pro-

seguir, a línea de fachada, por la parcela número 02 hasta

conectar con la medianera de esta parcela y la 03, desde donde

cruza la calle Foroso para llegar a la medianera entre las par-

celas números 03 y 02, y proseguir por las traseras de las par-

celas de números postales pares de la calle Zapata (parcelas

números 03, 02, 04, 01 y de la 22 a la 06). Cruza la calle

Peñón hasta conectar con el vértice noroeste de la parcela

número 15 de la manzana núm. 79200 y prosigue por la media-

nera de esta parcela y la número 16, quiebra, en sentido sur,

para recorrer las traseras de las parcelas de números postales

pares de la calle Peñón (parcelas números de la 15 a la 12) y

continúa por las traseras de las parcelas de números postales

impares de la calle Pozuelo (parcelas números 11 la 03). Cruza

la calle Pozuelo hasta conectar con el vértice este de la par-

cela núm. 03 de la manzana núm. 78169 y continuar bor-

deando las traseras de las parcelas de esta manzana hasta

conectar con la calle Resolana. Cruza la calle Resolana y con-

tinúa por las traseras de las parcelas de números postales pares

de la calle Cuesta del Vicario (parcelas números de la 24 a la

10 de la manzana núm. 79189) y continúa, a línea de fachada,

por la parcela número 02 y la trasera de la núm. 09 de la

misma manzana, desde la que cruza la calle Callejón del

Chorrillo para continuar por el borde este de la manzana núm.

79172 por las medianeras de las parcelas números 11 y 01

hasta conectar con la calle Callejón del Chorrillo, por la que

continúa, a línea de fachada de las parcelas de números pos-

tales impares y bordear la plaza del Chorrillo por la línea de

cerramiento de los flancos norte, este y sur. Continúa por la

trasera y la fachada oeste de la parcela núm. 01 de la man-

zana núm. 79168 hasta conectar con la margen norte de la

calle Huerta del Azahón y calle del Castillo y conectar con la

trasera de la parcela núm. 08 de la manzana núm. 75171, que

recorre por su medianera sur, para continuar por las traseras

de las parcelas de números postales impares de la calle San

Benito (parcelas números de la 23 a la 15 de la manzana núm.

75160). Quiebra para continuar la medianera sur de la parcela

núm. 15 y recorre el Paseo del Moro a eje de calle hasta conec-

tar con la parcela núm. 09 de la manzana núm. 73168, seguir

por las traseras de las parcelas núm. 07 y 05, la línea de

fachada de la parcela núm. 12 y la construcción paredaña per-

teneciente a la parcela núm. 13, que bordea para proseguir

por las traseras de las parcelas 02 y 01 cruzar la calle San

Benito y conectar con la manzana núm. 74178 en la media-

nera de las parcelas números 18 y 17, continúa por las trase-

ras de las parcelas de números postales pares de la calle San

Benito (parcelas números de la 17 a la 06), quiebra para con-

tinuar por las traseras de las parcelas de números postales

pares de la calle Vargas (parcelas números 21, 20 y 19), quie-

bra en el vértice oeste de ésta última para recorrerla en línea

de fachada y cruzar la calle Vargas hasta conectar con la man-

zana núm. 74173 recorriéndola por las traseras de las parce-

las números 05, 04 y 02, cruza la Calle del Ciprés y conecta

con la manzana núm. 74182 recorriendo, a línea de fachada,

las parcelas de números postales pares de la calle Ciprés (par-

celas números 18, y de la 20 a la 26). Cruza la calle Chichorra

y conecta con la manzana número 74192 continuando por la

medianera entre las parcelas números 13 y 12 para seguir por

la medianera entre las parcelas 14 y 10, quebrando en el vér-

tice este de la parcela núm. 14 para cruzar la carretera del

Judío y continuar por su margen oeste hasta la altura de la

medianera entre las parcelas 01 y 02 de la manzana núm.

74209, continúa por la trasera de la mencionada parcela núm.

01 y conecta con la manzana núm. 74203, que recorre por su

borde sur. Cruza la calle Tercera y prosigue por las traseras de

las parcelas de números postales impares de la calle Velarde

(parcelas números de la 12 a la 01). Cruza la calle Velarde y

conecta con la manzana núm. 73219 continuando por la media-

nera entre las parcelas números 01 y 14, las traseras de las

parcelas 14, 13 y 12 y el límite de la parcela núm. 02, para

cruzar la calle Doctor Vera Campos y proseguir por las trase-

ras de las parcelas de números postales impares de la calle

Quinta (parcelas de la 28 a la 01 de la manzana núm. 73229).

Cruza la calle Fuente Nueva para conectar con la manzana

núm. 73236 y seguir por el borde oeste de la parcela núm. 01

y la trasera de la parcela 02, desde donde continúa por la mar-

gen oeste de la calle Quinta, cruza la calle Traviesa para conec-

tar con la manzana núm. 75242 y prosigue, a línea de fachada,

por las parcelas números 11 y 10, continúa por la medianera

y trasera de la parcela núm. 09 y traseras de las parcelas 08,

07, 06, 05 y 01 desde la que salta desde su ángulo oeste hasta

la parcela núm. 07 de la manzana 75260 que bordea para

conectar con la margen oeste de la calle Nuestra Señora del

Carmen, cruzar la calle Santa Clara y penetrar en la parcela

núm. 10 de la manzana núm. 75270 hasta encontrar el límite

oeste del antiguo convento de Nuestra Señora del Carmen,

actual Instituto de Enseñanza Secundaria “El Carmen” y conec-

tar con el punto «O», origen de esta delimitación, según queda

definido gráficamente en el plano de Delimitación adjunto.

III. Delimitación literal del entorno.

En la percepción exterior de este Conjunto Histórico, se

advierte una fuerte presencia del paisaje en el ámbito que lo

acoge, por la natural disposición de su caserío en los bordes

del promontorio sobre el que se encuentra. Esta relación, muy

íntima entre medio geográfico y edificación, se considera con-

sustancial a la historia de la población y en consecuencia, a

la propia fisonomía del Conjunto Histórico por su flanco sur.

Ello condiciona su perfil y sirve de medio en el que se exponen

gran parte de los valores monumentales del embrión del cen-

tro histórico de la población, ubicado en torno al castillo y al

resto de sus edificios más emblemáticos y de mayor enverga-

dura arquitectónica. Paralelamente, en este sector delimitado

como entorno del Bien de Interés Cultural a declarar, existe un

considerable número de infraestructuras destinadas al espar-

cimiento y otras para el aprovechamiento, la transformación y

el almacenamiento de los recursos naturales. En una visión de

conjunto, en el sector delimitado como entorno de protección

convergen valores de diversa naturaleza que lo presentan como

un ámbito de indiscutible valor patrimonial.  

La delimitación del entorno del Conjunto Histórico de

Cazalla de la Sierra, en Sevilla, viene comprendida por una

línea que queda definida en base al trazado de las siguientes

vías de comunicación: Partiendo desde el extremo sureste de

Conjunto Histórico, en la Plaza del Chorrillo, inicia el recorrido

por el eje del camino llamado camino de las Laderas hasta su

contacto con el eje de la carretera SE-195 y continúa por el eje

de la carretera A-432, recorriendo todo el flanco sur y suroeste

del territorio delimitado como entorno del Bien de Interés

Cultural, hasta conectar con el eje de la carretera SE-421, que

sigue hasta la conexión con el límite del Bien de Interés Cultural

a la altura del encuentro de la carretera del Judío con la calle

de la Remonta, según queda definido gráficamente en el plano

de Delimitación adjunto.
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AYUNTAMIENTO DE HUELVA

ANUNCIO de bases.

La Comisión de Gobierno, en sesiones celebradas los días
18 y 25 de febrero y 8 de abril de 2002, acordó y ratificó la
convocatoria de las siguientes plazas correspondiente a la Oferta
de Empleo Público de 1998, vacantes en la plantilla de fun-
cionarios de este Excmo. Ayuntamiento de Huelva:

I. NORMAS GENERALES

Primera. Es objeto de esta convocatoria la provisión en
propiedad mediante el turno de Promoción Interna, forma
Concurso-Oposición de dos plazas de Administrativo de Admi-
nistración General, encuadradas en la Escala de Administración
General, Subescala Administrativa, grupo de clasificación «C»,
según el artículo 25 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, y dima-
nantes de la Oferta de Empleo Público correspondiente al ejer-
cicio 1998.

Las vacantes sin cubrir de esta reserva, se acumularán al
turno libre de la misma Oferta de Empleo Público que ante-
cede.

Al efecto la celebración de las pruebas correspondientes
al turno de promoción interna se realizarán con anterioridad a
las del turno libre.

II. REQUISITOS DE LOS ASPIRANTES

Segunda. Para tomar parte en el Concurso-Oposición será
necesario:

a) Disfrutar de la condición de funcionario en propiedad
de este Excmo. Ayuntamiento, y pertenecer al Grupo «D», con
un mínimo de 2 años en el cuerpo o escala a que pertenezca.

b) No padecer enfermedad o limitación física o psíquica
que impida el desempeño de las correspondientes funciones.

c) Estar en posesión del Título de Bachiller, Formación
Profesional de Segundo Grado o equivalente.

Tercera. Los requisitos establecidos por esta base II debe-
rán poseerse en el momento de finalizar el plazo de presenta-
ción de solicitudes.

Cuarta. Las personas con minusvalía serán admitidas en
igualdad de condiciones con los demás aspirantes, sin que se
establezcan exclusiones por limitaciones psíquicas o físicas
sino en los casos en que sean incompatibles con el desem-
peño de las tareas o funciones correspondientes.

Para estas personas, cuando previamente lo hayan solici-
tado en la solicitud, el Tribunal adaptará en lo posible el tiempo
y medios de realización de los ejercicios de forma que gocen
de igualdad de oportunidades.

III. PRESENTACION DE SOLICITUDES

Quinta. Las solicitudes manifestando que se reúnen todos
los requisitos exigidos, deberán dirigirse al Iltmo. Sr. Alcalde-
Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Huelva y se presenta-
rán en el Registro General de este Ayuntamiento, en el plazo

de veinte días naturales contados a partir del siguiente al de
la publicación del extracto de esta convocatoria en el «Boletín
Oficial del Estado». Las solicitudes podrán presentarse en la
forma que determina el artículo 38 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y a ser posible en el modelo oficial exis-
tente en este Ayuntamiento.

Sexta. El impreso de solicitud, debidamente cumplimen-
tado, se presentará con el justificante de ingreso de la canti-
dad de 11 euros en concepto de derechos de examen, o en su
defecto se acompañará el resguardo del giro postal o telegrá-
fico de su abono.

IV. ADMISION DE ASPIRANTES

Séptima. Expirado el plazo de presentación de solicitudes,
el Iltmo. Sr. Alcalde-Presidente, dictará Resolución en el plazo
de un mes declarando aprobada la lista de admitidos y exclui-
dos. En dicha Resolución, que se publicará en el Boletín Oficial
de la Provincia y Tablón de Anuncios de este Ayuntamiento, se
determinará el lugar, fecha y hora de comienzo de las pruebas,
así como la composición del Tribunal.

Los aspirantes excluidos dispondrán de un plazo de diez
días, contados a partir del siguiente al de la publicación de la
Resolución, para poder subsanar el defecto que haya motivado
la exclusión.

V. TRIBUNAL CALIFICADOR

Octava. El Tribunal, de conformidad con lo previsto en los
apartados e) y f) del artículo 4.º del Real Decreto 896/1991,
de 7 de junio, de reglas básicas y programas mínimos a que
debe ajustarse el procedimiento de selección de los funciona-
rios de Administración Local, quedará compuesto de la siguiente
forma:

Presidente: Por delegación expresa del Alcalde-Presidente,
actuará el Primer Teniente de Alcalde o miembro que le susti-
tuya.

Vocales:

- Un representante designado por la Comunidad Autónoma.
- Un Técnico en la materia designado por el Presidente de

la Corporación.
- Un funcionario de la Corporación, designado por la Junta

de Personal o miembro de ésta, que esté en posesión de titu-
lación académica igual o superior a la exigida.

Secretario: El de la Corporación o funcionario de la misma
en quien delegue.

Deberán designarse suplentes para cada uno de los miem-
bros del Tribunal.

En la composición del Tribunal se velará por el cumpli-
miento del principio de especialidad, en base al cual al menos
la mitad más uno de sus miembros deberán poseer una titu-
lación correspondiente a la misma área de conocimientos que
la exigida para el ingreso, y la totalidad de los mismos de igual
o superior nivel académico.
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